PAGE  
123

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 363ª
Sesión 22ª, en miércoles 20 de mayo de 2015
Especial
(De 12:16 a 14:27)

PRESIDENCIA DE SEÑORES PATRICIO WALKER PRIETO, PRESIDENTE,

Y ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, VICEPRESIDENTE
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
CUENTA...............................................................................................................

IV.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública (7.616-06) (se aprueba en particular)............................................................
A n e x o s

DOCUMENTOS:
1.- 
Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, para iniciar un proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (10.057-06)……………………………………………………..
2.- 
Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, informe complementario de su segundo informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública (7.616-06)……………………………………………………………………….

3.- 
Moción de los Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Allamand, Guillier y Prokurica, con la que se da inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 19.733 para establecer la obligación de depósito de impresos en la Biblioteca del Congreso Nacional(10.060-04)…………………
4.-
Moción de los Senadores señora Allende y señores De Urresti, Montes, Quinteros y Rossi, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal para tipificar el delito de inscripción ilegal o sin consentimiento en partidos políticos o instituciones afines (10.061-07)………………………...
5.- 
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Letelier; señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Girardi, Harboe, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República promover, en el marco de una política nacional de otorgamiento de insumos sanitarios indispensables, la entrega de pañales desechables a adultos mayores postrados o semivalentes y a personas en situaciones de discapacidad, debidamente calificados (S 1.811-12)…………………………………………..
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza Gregorio de las Heras. Asimismo, estaban presentes la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, y la Asesora Jurídica de dicho Ministerio, señora Verónica Lübbert.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:16, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, para iniciar un proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (boletín N° 10.057-06) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto del proyecto de ley que regula la admisión de los estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (boletín N° 9.366-04).



--Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del señor Ministro de Obras Públicas: 



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las medidas adoptadas, los recursos disponibles y las propuestas consideradas para enfrentar la sequía que afecta al país. 



Atiende solicitud de información, cursada en nombre de los Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, relativa a la creación de incentivos y al desarrollo de planes de fomento para la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país. 



Del señor Ministro de Agricultura:



Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Quinteros, acerca de la factibilidad de mejorar el camino troncal de Isla Tranqui mediante una capa de estabilizado.


Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Responde solicitud de información, remitida en nombre de los Senadores señores De Urresti, Araya, Montes, Navarro y Quinteros, relativa a la valoración de la participación ciudadana implementada por el Gobierno Regional de Los Ríos en la decisión de inversión de recursos regionales. 



Del señor Secretario Ministerial de Salud de la Región del Biobío:



Atiende solicitud de formalización, cursada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los planes y programas de la Secretaría Ministerial del ramo destinados a erradicar y prevenir la proliferación de microbasurales ilegales.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Allamand, Guillier y Prokurica, con la que se da inicio a  un proyecto que modifica la ley Nº 19.733 para establecer la obligación de depósito de impresos en la Biblioteca del Congreso Nacional (boletín N° 10.060-04) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Senadores señora Allende y señores De Urresti, Montes, Quinteros y Rossi, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal para tipificar el delito de inscripción ilegal o sin consentimiento en partidos políticos o instituciones afines (boletín N° 10.061-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Letelier; señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Girardi, Harboe, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República promover, en el marco de una política nacional de otorgamiento de insumos sanitarios indispensables, la entrega de pañales desechables a adultos mayores postrados o semivalentes y a personas en situaciones de discapacidad, debidamente calificados (boletín N° S 1.811-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para ser votado en su oportunidad.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta. 

IV. ORDEN DEL DÍA
PROBIDAD EN EJERCICIO DE FUNCIÓN PÚBLICA
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Corresponde proseguir el debate del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7.616-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 1ª, en 13 de marzo de 2012.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 16ª, en 13 de mayo de 2015.



Hacienda (certificado): sesión 16ª, en 13 de mayo de 2015.



Hacienda: sesión 17ª, en 19 de mayo de 2015.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (complementario de su segundo informe): sesión 22ª, en 20 de mayo de 2015.



Discusión:



Sesiones 26ª, en 22 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión general); 28ª, en 5 de junio de 2013 (se aprueba en general); 


16ª, en 13 de mayo de 2015 (queda pendiente la discusión en particular).
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia en el informe complementario de su segundo informe -se le solicitó en sesión de 19 de mayo- de que efectuó enmiendas en los artículos 7°, 8°, 15, 17, 18, 19, 20 y 43 del proyecto de ley, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Cabe recordar que en su segundo informe la Comisión de Gobierno realizó diversas modificaciones al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad, y que la Comisión de Hacienda, por su parte, efectuó diversas enmiendas al texto despachado por la de Gobierno, las que acordó por unanimidad; estas enmiendas unánimes recaen en los artículos 15, 47, 48, 49 y 53, modificadas previamente por la Comisión de Gobierno, pero en distintos términos.



Las enmiendas unánimes deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de las Comisiones respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. Estas enmiendas unánimes requieren para su aprobación 22 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Debe tenerse presente, del mismo modo, que el Senador señor Coloma solicitó votación separada de los artículos 8°, 20 y 43.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general; las enmiendas realizadas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización; las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda; las enmiendas hechas por la Comisión de Gobierno en su informe complementario, y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.



En la última sesión en que se vio este proyecto quedó pendiente el artículo 8°, para el que, como señalé, el Senador señor Coloma solicitó votación separada.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Continúa la discusión particular del proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Espina, quien nos podrá dar un informe.

El señor ESPINA.- Señor Presidente,  me gustaría saber si desea que informe cada uno de los cambios, para ir votándolos como corresponde.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Adelante, señor Senador.

El señor ESPINA.- Por mi parte, puedo expresar lo siguiente. 



El artículo 7°, que se inicia en la página 14 del boletín comparado, indica lo que debe contener la declaración de intereses y patrimonio. 



El inciso final de ese precepto decía: “Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará la forma y los datos necesarios para la debida singularización y valorización de los bienes, obligaciones e intereses señalados en este artículo”, etcétera.



Esto provocó dudas a los señores Senadores, porque en definitiva significaba que la valoración de los bienes quedaba entregada a un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.



A la Comisión concurrieron los Senadores señores Coloma -agradecemos la participación de Su Señoría, quien contribuyó mucho a esclarecer algunos puntos-, Zaldívar (miembro permanente), Bianchi, Larraín (miembro permanente) y Quinteros (miembro permanente).



Lo que se establece en definitiva, señor Presidente, es que la determinación en comento la hará la ley y no un reglamento.



Si Sus Señorías leen el nuevo artículo 7° -como dije, comienza en la página 14- se darán cuenta de que hay toda una forma para valorizar los bienes.



Al respecto, seguimos los criterios de la Cámara de Diputados, que nos parecieron acertados, con perfeccionamientos.



Allí se dice cómo se valorizan los bienes muebles, los bienes inmuebles, las acciones (incluidas las emitidas en el extranjero), etcétera. O sea, hay todo un catálogo que indica exactamente de qué manera deben efectuar su declaración de intereses y patrimonio todas las autoridades, incluidos los parlamentarios.



De otro lado, mediante una indicación del Senador Larraín se corrigió un segundo punto. 



En la página 20 figura el inciso final del artículo 7°.



Ese inciso dice: “Un reglamento regulará la forma como la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público” -y ahí viene el agregado que se hace para que no exista duda de que ese registro podrá ser de conocimiento de la opinión ciudadana- “en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables”.



Las instituciones preocupadas de la transparencia expresaron en la Comisión, donde fueron recibidas en todas las sesiones, que les parecía que la norma cumplía el objetivo perseguido.



De esta manera, señor Presidente, resolvimos los problemas que había en el artículo 7°:



Primero, se describe con claridad cómo se tasa cada uno de los bienes.



Segundo, se elimina la valoración por un reglamento.



Tercero, se dispone que el registro público -para ello es fundamental dictar un reglamento- debe hacerse en portales (nosotros tenemos el nuestro) accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables. 



Creo que la mencionada norma recoge todas las inquietudes que se hicieron presentes en la Sala.



Por lo tanto, solicitamos su aprobación.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en cuanto a la valorización de los bienes a que se refiere el artículo 7°, como expresó el Presidente de la Comisión de Gobierno, hicimos la modificación en la forma que consideramos más lógica: siguiendo el criterio de la Cámara de Diputados.



Debemos considerar que ya no solo se incluyen los bienes de índole personal: en el caso de participación en una sociedad habrá que indicar los derechos o acciones que se tengan en ella, en fin. O sea, se deberá entregar una cantidad de antecedentes mucho mayor.



Además, se recogió una observación de los Senadores Coloma y García-Huidobro en el ámbito de los derechos de aprovechamiento de aguas.



La norma de la Cámara de Diputados y de nuestra Comisión decía: “Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo.”.


O sea, como bien se dijo aquí, habría bastado tener una acción de la ENDESA para estar obligado a indicar en la declaración patrimonial todos los derechos de aguas de esa empresa, lo cual no tiene razón ni sentido.



Ahora decimos “Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante.”. 



La observación de Sus Señorías, entonces, tenía bastante lógica. 



Por otro lado, como manifestó el Presidente de la Comisión de Gobierno, el nuevo inciso final del artículo 7° expresa: “Un reglamento regulará la forma como la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses” -son más o menos 14 mil- “que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.”.


Yo solo quiero poner de relieve que en la ley deben respetarse los datos personales, que han de tener cierta privacidad. En caso contrario, puede exponerse a los funcionarios a muchas situaciones; por ejemplo, a las vinculadas con su domicilio.



Los datos personales son muy sensibles: la patente del vehículo, etcétera. 



Por lo tanto, la Contraloría General de la República o quien lleve el registro deberá tener en cuenta la obligación de respetar el derecho a la privacidad en materia de datos personales, pues estos son muy sensibles. Y siempre los hemos considerado así.



No se trata de esconder información, señor Presidente, sino de resguardar los derechos de las personas. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿estamos hablando solo del artículo 7°? Porque la votación separada se pidió respecto del 8°.



Me parece bien lo que hicieron los Senadores Espina y Zaldívar al dar sus explicaciones sobre el artículo 7°.



Hay un conjunto de artículos (7°, 8°, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20 y 43) que, según dijo el señor Secretario, fueron modificados en alguna instancia. A mi juicio, ello refleja -es lo quería decir- lo importante de haber suspendido la tramitación del proyecto para dar una segunda mirada a normas destinadas a regular durante muchos años una cuestión tan compleja como la probidad en la función pública. 



Ahora, yo creo -y quiero decirlo, pues fui quien pidió votación separada- que se dieron buenas soluciones a problemas instalados durante toda la discusión del proyecto.



Con todo, señor Presidente, deseo plantear un punto respecto del artículo 8°, norma que solicité votar separadamente.



Sin embargo, no sé si lo hago en el 8° o si iremos despachando las disposiciones una a una.



Repito, señor Presidente: no tengo claro si estamos hablando solo del artículo 7° o de todos los preceptos.



Ahora, si estamos hablando del artículo 7°, me concentro en él para expresar que, a mi juicio, se llegó a una buena solución no solo respecto de la letra c), sino también de algo que era muy importante y que los miembros de la Comisión de Gobierno, muy preclaramente, zanjaron de manera adecuada: cómo se avalúan los bienes sobre los que es necesario informar en la declaración de intereses y patrimonio.



La fórmula anterior, que sujetaba aquello a un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, generaba una incerteza con respecto a la forma de efectuar la avaluación para -es lo que importa- saber si en el transcurso del período el patrimonio de un funcionario público se ha incrementado o ha tenido un detrimento.



Me parece que la fórmula planteada ahora está muy bien lograda, en el sentido de que, dependiendo de si se trata de muebles, inmuebles, acciones, derechos, en fin, en cada caso se indique el valor.



Decir, por ejemplo, “En la sociedad Los Tres Palitos tengo el 22 por ciento” no es lo relevante. Lo relevante es señalar cuánto supone ello económicamente y qué interés puede estar vinculado.



Entonces, me parece mucho más sano lo que se hizo ahora: en lugar de entregarlo a un reglamento que no sabemos cómo se va a dictar, plantearlo en la ley.



Así que, a mi entender, en el artículo 7° se llegó a una fórmula mucho mejor. Y ello refleja lo importante de haber generado un espacio para tratar de legislar en buena forma.



Se hicieron varios otros cambios -no es del caso insistir en ellos- que generaron normas entendibles y fiscalizables. Lo otro era una declaración sujeta a mil trámites administrativos para tener efecto.



Por consiguiente, como parece que estamos solo en el artículo 7°, debo decir que a su respecto se hizo una diferencia sustancial con relación a lo que había.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Solicito la autorización necesaria para que ingresen a la Sala la Subsecretaria de la SEGPRES, señora Patricia Silva, y la Coordinadora de la División Jurídica de dicho organismo, señora Valeria Lübbert.



--Se autoriza.
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ante la consulta del Senador señor Coloma, debo aclarar que, si bien todas las modificaciones que propone el informe complementario son unánimes y por tanto no corresponde debatirlas, el Honorable señor Espina pidió especialmente la palabra, en calidad de Senador informante.



Su Señoría comenzó su exposición por el artículo 7°, en el que recae la primera enmienda que introduce el referido informe.



Naturalmente, aquello es sin perjuicio de la votación separada que el Senador señor Coloma pidió para tres disposiciones, la primera de las cuales es el artículo 8°.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Hecha la aclaración, tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Entonces, señor Presidente, entiendo que ahora estamos analizando el artículo 7° y que después veremos las otras normas separadamente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Así es, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, respecto del artículo 7°, solo quiero dejar consignado -creo que ya lo hicieron quienes me antecedieron en el uso de la palabra- de que allí se introdujeron dos modificaciones sustanciales, las que, a mi entender, mejoran muy significativamente este proyecto.



Una, aquella en virtud de la cual la forma de evaluar los bienes queda entregada a la ley y no al reglamento, pues esto último deja la sensación de que puede pasar cualquier cosa o la de que, al final, por esa vía es factible burlar el conocimiento real del patrimonio de una persona, como de hecho ocurre con la legislación actual: hoy se cumple con ella, pero no se conoce el patrimonio del declarante.



Por lo tanto, me parece que las normas incorporadas sobre el particular van en la buena dirección.



Solo quedó un punto que no logramos resolver: el referido a los derechos de aprovechamiento de aguas. Porque, si Sus Señorías se dan cuenta, ellos no llevan incorporada una tasación, una forma de avaluarlos.



Tales derechos tienen valor y se transan en el mercado. No obstante, cuando se haga la declaración se definirán todos los aspectos, pero quienes posean derechos de aprovechamiento de aguas deberán consignarlos sin conocer su avalúo económico, comercial, fiscal, en fin.



Ese es un punto clave del nuevo artículo 7°.



La otra materia que fue objeto de cuestionamiento decía relación con la forma como iban a entregar la información los distintos portales del Consejo para la Transparencia y de la Contraloría General de la República.



Eso también estaba entregado al reglamento, pero de manera abierta, sin confirmar los aspectos concretos. 



Es cierto que la tecnología cambia. Pero nos pareció importante -y por eso presentamos una indicación- que se estableciera que el registro público en portales accesibles para toda la ciudadanía se hiciera “en formato de datos abiertos y reutilizables”, pues al agregar ese concepto se resuelven las inquietudes en cuanto a que, al final, la información se sube (por así decirlo) en PDF y no se puede trabajar, no se puede procesar.



Hoy, con la incorporación de aquel concepto, el reglamento, sean cuales fueren las fórmulas tecnológicas, deberá incorporar mecanismos que le permitan a cualquiera procesar la información, cruzar los datos y así, por lo tanto, disponer de una mejor aproximación al tema.



Considero que de la forma descrita se fortalecen claramente los dos propósitos que se persiguen con este proyecto de ley: evitar los conflictos de interés e impedir el tráfico de influencias. Ello, porque con las enmiendas introducidas podremos conocer y, si es del caso, sancionar a quienes infrinjan las normas establecidas.



Por eso, creo que el artículo 7° merece la aprobación, ojalá unánime, de la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Voy a detener un instante la discusión para saludar al Presidente de la Asamblea Nacional de Hungría, señor László Köver, quien se halla presente en las tribunas. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Lo acompaña la Diputada señora Mónika Bartos, Presidenta del Grupo Amistad Hungría-América Latina.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


También se encuentra en las tribunas un descendiente de Hungría: el Senador señor Antonio Horvath.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Asimismo, saludo al resto de la delegación.



Por unanimidad, la Comisión de Régimen Interior decidió condecorar al señor László Köver. La ceremonia respectiva ya se llevó a cabo.



Debo destacar que con Hungría tenemos una relación política muy profunda. 



Chile, como tercer socio comercial de ese país en América Latina, recibe con mucho cariño a tan dignos representantes.



¡Muchas gracias por acompañarnos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica, quien no desciende de húngaros, sino de habitantes de otra nación muy importante.

El señor PROKURICA.- ¡Saludo muy especialmente a la delegación de Hungría que nos visita!



Señor Presidente, considero que los tiempos que corren hoy hacen imposible votar en contra de las disposiciones de la ley en proyecto.



Y quiero hacer una reflexión.



Si un chileno que ejerce un cargo público, sea o no de elección popular, declara al inicio de él un patrimonio de 100 y al término uno de 200, aparecerá en los medios de comunicación que se enriqueció por dicha vía. 



Entiendo que el objetivo de la normativa en análisis es evitar que mediante el desempeño de un cargo público, sea o no de elección popular, haya aprovechamiento económico.



Pero sucede que en Chile existen actualmente dos tipos de justicia.



Una, la justicia de los tribunales, en la que si un empleado público gana la Polla Gol, el Loto, en fin, o recibe una herencia u otra cosa y aumenta considerablemente su patrimonio no va a tener problemas, pues podrá demostrar ese hecho.



Pero como en Internet habrá una declaración de su patrimonio, en la justicia popular que existe ahora esa persona no va a pasar el tamiz.



Entonces, siento que todas estas disposiciones -sin duda, las voy a votar a favor; si no, ¡debería estar crucificado en algún lugar...!- funcionan en los países donde la gente actúa de buena fe.



Pero estoy seguro de que la persona que tiene un cargo público (repito: sea o no de elección popular), que es trucha y que recibe coimas y platas raras no pondrá eso en su declaración de patrimonio.



Entonces, no sé realmente qué utilidad efectiva podrá tener esta normativa, que -insisto- voy a aprobar.



Repito: si un empleado público aparece mañana con más recursos que los que tenía al comenzar a ejercer su cargo será juzgado como corrupto, como alguien que ha actuado fuera de la ley, aunque no lo haya hecho.



Siento, pues, que actualmente hay dos tipos de justicia: la de los tribunales, donde seguramente esa persona no enfrentará problemas, y la popular -la ejercida a través de Internet, de la prensa, en fin-, donde sí los tendrá. 



A mi entender, cuando despachamos este tipo de normas en la práctica estamos fabricando situaciones que van a provocar mucho daño a personas que sin cometer ninguna irregularidad han mejorado su patrimonio, pues, colocadas frente a la justicia popular, la de los medios de comunicación, no pasarán el tamiz.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de darle la palabra al Senador señor Espina, pido la anuencia de la Sala para abrir la votación.

El señor COLOMA.- ¿Respecto de qué?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Del artículo 7°.



¡Sé que Su Señoría quiere ver el artículo 8° con mucho interés...!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Pido la palabra para hacer una advertencia antes de que se abra la votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está inscrito a continuación el Honorable señor Espina.



¿Tiene problema, señor Senador, en que hable antes el Honorable señor García-Huidobro?

El señor ESPINA.- No, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, la letra a) del artículo 7° incluye “Actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia”.



La incorporación de los términos “de beneficencia” significa que en la declaración de intereses y patrimonio deberá figurar la participación de las personas en entidades benéficas.


Eso me parece absolutamente innecesario. Porque mucha gente es voluntaria en el Hogar de Cristo, en María Ayuda, en instituciones de auxilio en hospitales, en fin, y no quiere que se conozca la actividad que realiza allí.


De otro lado, se añade la expresión “sean o no remuneradas”.


Si son actividades remuneradas, obviamente se trata de empleados de la institución pertinente. 


Si son voluntarios -pienso en una mujer que trabaja en la Cruz Roja en esa calidad-, ¿tendrán que declarar ese tipo de actividades?



Y si son aportadores, ¿cómo es posible que deban informar acerca de su contribución a una entidad de beneficencia?



Señor Presidente, quiero que nos den una explicación y que ojalá se elimine la expresión “de beneficencia”, pues, a la larga, en vez de incentivar a la gente a colaborar con instituciones de aquella índole se puede provocar una situación contraproducente.


¿Cuántos de Sus Señorías y cuántos miles de otros chilenos aportan al Hogar de Cristo o a otras entidades benéficas? ¿Y tendrán que declarar la contribución que hacen a ellas?



Creo que la inclusión de ese tipo de información debiera ser absolutamente voluntaria.


En mi concepto, habría que revisar la obligatoriedad que se plantea.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No sé si el Senador señor Espina puede dar una respuesta ante la inquietud del Senador señor García-Huidobro.


Quizás todo se resuelve eliminando la expresión en comento.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, fijémonos en el tratamiento de la ley en proyecto.



Ayer se abrió un plazo para formular indicaciones. Se invitó a todos los Senadores a participar y hacer presentes sus puntos de vista. Ese día la Comisión trabajó por más de cuatro horas. No recuerdo el número exacto -la Secretaría de la Comisión no me ha entregado la información-, pero celebramos del orden de diez sesiones seguidas, de no menos de cuatro horas, para analizar el articulado. Y entre fines de marzo y ahora se despachó un proyecto que llevaba tres años en el Parlamento.



¿Por qué hago mención de todo aquello, señor Presidente? Porque no es posible que cada vez que la iniciativa llegue a la Sala la veamos como si estuviéramos en la Comisión.



Ahora bien, la inclusión de las actividades de beneficencia (ya lo explicitó el Senador Larraín; yo lo expliqué antes) obedece a que todos los países donde existen altos estándares de transparencia de la información las incorporan.


Entonces, como quien nada hace nada teme, si el día de mañana ayudo al Hogar de Cristo, coloco ese antecedente. Porque la idea es saber si en el futuro yo podría llegar a tener algún conflicto de intereses con una institución benéfica.



Entonces, o se dan los pasos para alcanzar los altos estándares de probidad existentes hoy en el mundo, o no se dan.


Este proyecto los da, y como no se había hecho nunca en Chile.


Así, en lo referente tanto a la declaración de intereses y patrimonio cuanto a la venta y enajenación forzosa de bienes y al fideicomiso ciego -esto lo veremos más adelante- se establecen los estándares más altos existentes en las naciones que tienen legislaciones de esta naturaleza. Y, por cierto, los adecuamos a las instituciones y a la realidad de nuestro país.



Como se ha dicho reiteradamente, el artículo 7o fue objeto de dos grandes cambios con relación al texto que teníamos ayer.



Primero, se entrega a la ley, no a un reglamento, la forma de fijar el monto de los bienes cuando se efectúa la declaración de patrimonio.


El Ejecutivo era partidario de dejarlo en un reglamento. La Comisión optó por acoger lo que manifestaron acá Senadoras y Senadores. Por lo tanto, regulamos dicha materia en la ley, como lo había hecho la Cámara de Diputados.



Y segundo, el sistema de difusión pública ha de considerar exigencias relevantes, delicadas (porque hay que hacer las cosas bien). Así, se establece que “la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece”.



La Contraloría quiere tenerla, pues ella es la que fiscaliza. Y deberá compartirla con el Consejo para la Transparencia.



De otro lado, se agrega un elemento muy importante -lo propuso el Senador Larraín-, que señala: “para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables”. O sea, la idea es que la gente pueda emplear la información y compararla.



Esa es la transparencia que hemos establecido para quedar en un nivel de información adecuado.



Más adelante veremos lo relativo a los llamados “datos privados” o “datos sensibles”.



Optamos por publicar la información que no constituya datos personales que puedan causar daño; por ejemplo, la dirección de cada persona.


Sus Señorías comprenderán que si el Jefe Nacional Antinarcóticos tiene que señalar su domicilio, o el de una hermana, o el de una prima, en fin, será difícil que cumpla bien su función.


Entonces, hay datos relacionados con la privacidad del declarante que, en razón de su seguridad (así se hizo constar en el informe), no se explicitan.


La persona, entonces, informará que tiene una casa, individualizará el conservador donde está inscrita, señalará la tasación fiscal, pero no indicará la dirección exacta, porque el día de mañana ello puede provocarle dificultades. Se cubrió bien ese aspecto, que se aborda en un artículo posterior.



Por esas consideraciones, señor Presidente, solicitamos que el artículo 7o se apruebe, para abrir el debate sobre el artículo 8o, que se refiere a la declaración de los cónyuges.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Nuevamente solicito autorización para abrir la votación.



¿Habría acuerdo?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, de la relación que hizo el señor Secretario se desprende que el artículo 7° está aprobado, porque se despachó unánimemente.


Se dijo que solo estábamos “informando”.


Por supuesto, si existiera algún error, habría posibilidad de corregirlo.



Ciertamente, se puede informar sobre cada artículo. Pero los aprobados por unanimidad no deben votarse.



De otra parte, lo planteado por el Senador García-Huidobro es discutible. Pero, conforme a la legislación vigente, en materia de intereses y patrimonio debemos declarar nuestra participación en fundaciones sin fines de lucro, las que en parte pueden ser de beneficencia. Incluso, se propuso decir “fundaciones sin fines de lucro”. Pero se nos expresó que en la legislación comparada se habla de beneficencia. Entonces, quisimos ser coherentes.



Ahora, ello no quiere decir que cuando uno efectúa una donación debe señalarla en la declaración de intereses. No: ello procede si se es miembro del directorio de una institución, si se participa activamente en ella. Así se entiende la norma.


Señor Presidente, si bien la observación del Senador García-Huidobro es atendible, creo que lo lógico es aprobar el artículo en los términos acordados por la Comisión de Gobierno.



En todo caso, le reitero a la Mesa la necesidad de dar por aprobados los artículos acordados por unanimidad en aquel órgano, salvo que se pida tratar alguno para hacer una aclaración. Así nos dedicaríamos solo a los artículos que faltan; entre otros, el 8o y el 43.

El señor LAGOS.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, como el Senador Chahuán está de cumpleaños, hay que felicitarlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Muchas felicidades, Su Señoría!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para referirse a lo expuesto por el Senador señor Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Efectivamente, al hacer la relación se expresó que todas las enmiendas propuestas en el informe complementario de la Comisión de Gobierno eran unánimes.


También son unánimes las modificaciones efectuadas por la Comisión de Gobierno en su segundo informe, en el que no hay diferencias con la Comisión de Hacienda, que asimismo realizó enmiendas.



Ahora bien, cuando media unanimidad, lo que corresponde es una votación sin debate. Pero el Honorable señor Espina, como informante, se abocó a una explicación especialmente sobre el artículo 7°.



La única restricción reglamentaria es que, en el caso del artículo 8° -el Senador señor Coloma ha limitado su petición de pronunciamiento separado solo a esta disposición, ya que la había extendido a varias-, la votación tiene que ser aparte, salvo que Sus Señorías quisieran agregar otras.



Si no, es posible pronunciarse conjuntamente sobre todas las modificaciones unánimes del informe complementario y todas aquellas en que existe coincidencia entre el segundo informe de la Comisión de Gobierno y el de la Comisión de Hacienda.



Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se votará después de que haga uso de la palabra la Honorable señora Allende. Y vamos a seguir el procedimiento, si le parece a la Sala, de llevar a cabo un solo pronunciamiento para lo acordado por unanimidad y de profundizar el debate en aquello para lo cual se ha pedido una discusión separada, como el artículo 8°.



Puede intervenir Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, al escuchar al Senador señor Espina, quien ha hecho una relación de la cantidad de horas que trabajó la Comisión -el proyecto ha sido objeto de enmiendas, pero efectivamente fue propuesto por el Gobierno anterior-, me parece que tiene razón al darla a conocer para demostrar que ha mediado una labor previa larga e importante.



Deseo presentar mis disculpas, porque no tuve tiempo ni logré organizarme para formular indicaciones en el plazo que se dio como una segunda oportunidad. Mas no puedo dejar de expresar una inquietud respecto del artículo 7°.



Creo que existen avances tremendamente relevantes. Y, además, soy partidaria del proyecto de ley. Estimo que va a hacernos bien como país, particularmente en la atmósfera que estamos viviendo. Pero no se trata solo de eso, pues tenemos que elevar nuestros estándares de transparencia, de probidad, etcétera. A mi juicio, finalmente ganaremos todos.



Abrigo una duda con respecto a los bienes inmuebles. En verdad, me parece que establecer que se considerará el valor fiscal y no el comercial es dejar a un lado una parte importante de la información. Todos sabemos que el avalúo fiscal, salvo en relación con los vehículos motorizados, donde es fidedigno, resulta absolutamente inferior en el resto de los casos. Hay una diferencia hasta cuantificable. La gente se encuentra impuesta de ello, y también el Ministerio de Hacienda. No entiendo por qué -y me gustaría escuchar buenas razones de los miembros de la Comisión o de su Presidente- tenemos que proceder en esa forma.



Cuando me incorporé al Senado, le pregunté al Secretario de entonces cómo se hacía la declaración de patrimonio e intereses y si se contemplaba un valor comercial o no. Me respondió que, hasta ese momento, no había ninguna regulación, lo que me pareció ya bastante anómalo, por llamarlo de alguna manera. Pero así era en ese momento.



En definitiva, voluntariamente opté por el valor comercial, porque me parece que, mientras más transparencia, mejor. Si queremos establecer estándares en la materia, no comprendo la razón por la cual no podamos consignar ese monto, que es evidentemente diferente del fiscal.



Deseo hacer constar mi discrepancia. Reconozco que hubiera podido formular una indicación. Fallé en el sentido de que no me di cuenta de los plazos, obviamente. Pero por lo menos quiero dejar establecida mi opinión. Me parece que se comete un error. Ojalá el punto pudiera ser modificado, lo que para la Senadora que habla tiene sentido justamente por los parámetros de probidad y de transparencia que estamos considerando.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se acordó proceder sin debate, pero surgió una pregunta y rápidamente hubo tres inscritos. Entonces, propongo que ellos hagan uso de la palabra -esto es, los Honorables señores Zaldívar, Espina y Allamand- y que después se voten todos los artículos en que se registra unanimidad, para luego abordar aquellos respecto de los cuales se ha pedido una discusión particular, como el 8°, que fue objeto de una solicitud del Senador señor Coloma.



Si no hay objeciones, así se acordará.



Acordado.



Puede intervenir el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, respecto de la legítima inquietud de la Honorable señora Allende, lo que ella expone es cierto. Siempre que en nuestra legislación se contempla la valorización de bienes raíces se utiliza el avalúo fiscal, como en el impuesto a la herencia, en la Ley sobre Impuesto a la Renta, en todo. Y al discutirse el proyecto sobre educación se vio lo relativo a cómo iban a ser los avalúos y también se hizo la referencia al fiscal.



¿Por qué? Por una razón muy simple: el avalúo comercial es absolutamente subjetivo. Se puede poner mucho o poco. La única manera objetiva de determinar el valor, como ocurre normalmente en las transacciones comerciales, en los bancos, es por la vía de tasaciones y peritajes.



¿Para qué se requiere la declaración? No tanto para ver si el bien raíz aumentó o no de valor. Se puede conocer el avalúo fiscal al haber sido comprado en determinada fecha. Ahora, si se quiere saber cuál fue el valor real, se tiene que recurrir a la escritura pública, donde las partes fijan aquel sobre el cual están de acuerdo.



Esta es la razón. Porque no hay otra fórmula.



Si no, se tendría que disponer -no sé si es factible- que cada funcionario público pidiera un peritaje y lo pagara, para poder hacer este tipo de declaración. Y ella será anual.



La verdad es que se puede seguir el rastro del patrimonio de una persona y advertirse si aumenta o no. Si a un bien raíz se agrega otro y más tarde un tercero, se va viendo si acaso ha podido verificarse un incremento indebido.



No diviso otro procedimiento. Entiendo, sí, la observación.



Por eso, la legislación hace referencia al avalúo fiscal del bien raíz.



Cuando se discutió el proyecto sobre educación, me acuerdo que se hizo ver el punto. Normalmente, se entiende que el valor del avalúo fiscal, en relación con la potencialidad del avalúo comercial, es del orden del sesenta por ciento. O sea, el segundo de ellos puede llegar hasta un cuarenta por ciento más.



Insisto: para valorizar, primero lo hacen las partes, sobre la base del monto que cancelan. Las cosas valen lo que se paga por ellas.



Estimo que sería imposible pedir un peritaje o una tasación en cada oportunidad y respecto de cada declaración.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- No haré uso de ella, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, pedí hacerlo justamente porque tenía la misma inquietud que mi colega señora Allende y se la expresé a los miembros de la Comisión y a su Presidente.



La verdad es que la explicación del Senador señor Zaldívar ahorra entrar en mayores detalles.



El avalúo fiscal no solo se utiliza como un dato reconocido, por así decirlo, sino que también se ha ido acercando mucho a los valores comerciales. En el debate sobre educación se estimó que era del orden del sesenta, del setenta por ciento. ¿Mas que se decía inmediatamente? “Pero algunos consideran que puede ser más o menos, porque el valor finalmente es el que se define” -es importante lo que dice la Comisión- “en el momento de la transacción”.



Entonces, el concepto presenta la ventaja de decir relación con una suma cierta, homologable, utilizable en distintos aspectos. Pero, además, como en la declaración se encuentra la escritura que indica la fecha de adquisición del inmueble, los antecedentes quedan bastante completos. Como es obvio, está disponible la información tanto desde el punto de vista de Impuestos Internos -la tasación fiscal- como del precio efectivamente pagado.



Tal como ha dicho el Senador Zaldívar, de lo contrario podríamos entrar en algo peor. ¿Quién define si una tasación es correcta o incorrecta? Porque los bancos, muchas veces, piden dos de ellas, que pueden diferir en un quince, un veinte, un veinticinco por ciento. Por lo tanto, tendríamos que requerirles a 14 mil personas que las encargaran y una especie de comisión debería cotejarlas después, porque podrían discrepar. Y eso vale plata.



Además, de pronto tienen lugar estos cambios, que no son de un año para otro.



En consecuencia, me parece que la solución a que llegó la Comisión es realista. Es la misma de la Cámara de Diputados.



Los argumentos de mis Honorables colegas Espina y Zaldívar y de los miembros del órgano técnico me permiten por lo menos a mí despejar las dudas planteadas por la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Casi me convence.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para explicar exactamente qué se votará.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Sala debe pronunciarse respecto de todas las disposiciones en las que han recaído las enmiendas unánimes contenidas en el informe complementario de la Comisión de Gobierno, con excepción del artículo 8°, que se pidió votar separadamente, y, además, todas las modificaciones unánimes diferentes de las que he señalado y donde existe coincidencia entre las Comisiones de Gobierno y de Hacienda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Prefiero hacerlo después, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, tengo razones para fundamentar mi voto.



En primer lugar, coincido completamente con lo manifestado por la Honorable señora Allende, independientemente de las explicaciones del Senador señor Zaldívar, que pueden ser muy lógicas y atingentes. El avalúo fiscal siempre va a ser inferior.



Además, en aras de la misma transparencia que nos ocupa, es importante que hagamos público nuestro patrimonio real.



Sobre lo mismo, juzgo indispensable, por la situación que he vivido en lo personal, dejar plenamente clara mi intención en lo atinente al proyecto.



Este último, que amplía y modifica la regulación de la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades, y establece, además, un sistema de administración de valores para evitar eventuales conflictos de interés, es un avance en materia de transparencia. Pienso que debemos siempre estar atentos a ir innovando y mejorando nuestras políticas públicas que apunten a garantizar un país más probo.



Si bien es cierto que la iniciativa no soluciona todos los problemas de nuestra institucionalidad en materia de probidad y transparencia, lo que tanto daño ha causado al originarse un distanciamiento de la ciudadanía con los políticos, ni resuelve la desconfianza hacia la clase política, sin duda es un paso, el cual valoro, que aporta en la recuperación del clima de confianza que todos anhelamos.



Ello incluye el tener que transparentar absolutamente todo, ¡todo!, nuestro patrimonio.



Sin embargo, debemos avanzar con la misma celeridad en otros proyectos que apuntan al mismo objetivo. Es el caso, por ejemplo, de materias tales como el otorgamiento de mayores facultades, recursos y autonomía al Servicio Electoral; del financiamiento de la política, etcétera.



Todos conocen la situación a la que nos hemos visto expuestos varios actores en nuestro ámbito, y particularmente el Senador que habla, quien ha asumido su responsabilidad política, el reproche moral, pero ha expresado, una y otra vez, que no ha cometido ningún delito. 



Al apuntar el texto en debate a corregir ciertos vacíos, considero que estamos avanzando por el camino correcto, y la ciudadanía tiene que valorarlo. Serán los tribunales de justicia los que determinarán los pasos por seguir.



En gran medida, lo anterior se debe a un marco regulatorio poco claro y que exhibe muchas omisiones. En consecuencia, resulta esencial que avancemos en el mejoramiento de nuestra legislación en todo lo que tenga por finalidad no dejar espacios ambiguos o poco claros en las leyes relacionadas con la transparencia en autoridades y funcionarios públicos y con el financiamiento de la actividad política.



Por eso, aprobaré esta y las siguientes iniciativas dirigidas a dicho propósito, ya que todos debemos aportar y trabajar para recuperar la confianza de la ciudadanía.



En lo personal, estimo que mientras más dura o drástica sea la legislación que aprobemos, va a constituir un ejemplo. Y, en ese contexto, considero, desde el punto de vista moral, que el haber dicho la verdad y el votar a favor de este y de otros proyectos de ley, es una manera de poder rectificar.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, me pronunciaré a favor.



Sin embargo, creo que la cuestión de qué avalúo considerar es un problema. Nadie puede afirmar que el de carácter fiscal refleja bien el valor de los bienes. Es cierto que en algunos mercados lo hace, mas no en otros. Y también es efectivo que resulta muy difícil determinar el comercial. Pero estamos frente a una dificultad para exponer el patrimonio real.



Y pondré dos ejemplos. Uno de ellos es el de la situación en la comuna de Vitacura. Acabo de conocer un estudio indicador de que ahí prácticamente no hay transacciones de viviendas por menos de un millón de dólares. Son muy poquitas. Y el avalúo fiscal, en comparación con el valor comercial, está más o menos en un cuarto. El sesenta por ciento que se mencionaba corresponde al promedio nacional. En esa comuna se da un fenómeno inmobiliario distinto.



El otro es el del sector rural: entre el avalúo fiscal y el valor efectivo de la propiedad la diferencia, a veces, llega a doscientos por ciento. O sea, no hay una relación.



Quisiera respaldar lo expresado por la Senadora señora Allende en el sentido de que existe un problema. La solución no es fácil. Quizás en algún momento sea preciso incorporar el precio de la compraventa más el avalúo fiscal, porque a veces no se registra ninguna coincidencia entre ambos.



Es cierto que la economía puede venir de baja y cambiar la relación.



Termino con una idea. El Congreso ha sido muy rápido para postergar los avalúos fiscales, y ello determina que en ciertas áreas estos se encuentren muy retrasados con respecto a la realidad. Y uno de los aspectos que permiten que funcione la ley y que los impuestos y el financiamiento de las municipalidades sean distintos es que dichos valores en verdad se apliquen cuando un cuerpo legal lo disponga. Ojalá que nunca más los pospongamos, lo que se traducirá en que reflejen mejor la situación en la que rigen. El avalúo fiscal no representa bien las cosas y el valor comercial es difícil precisarlo.



Como hay un problema, quería dejar esta constatación.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, mi interés es que podamos despachar el proyecto hoy en la mañana.

El señor COLOMA.- ¡Si estamos listos…!

El señor ESPINA.- La cuestión es que el único dato objetivo respecto de un inmueble es su avalúo fiscal. El avalúo comercial es un dato absolutamente subjetivo, ya que, por lo demás, no existe hasta que se vende. Estamos llenos de ejemplos en que una propiedad se ofrece a un valor diez y la venta es por un valor ocho.



La Cámara de Diputados hizo exactamente lo mismo.



Por eso se pone la fecha de adquisición.



No olvidemos el propósito del proyecto. Les pido a Sus Señorías, por favor, ir a las ideas matrices, que son dos.



La primera de ellas es conocer transparentemente cuál es el patrimonio y los intereses de una autoridad. ¿Para qué? Para ver si se ha inhabilitado en la votación de materias donde tenga conflictos de intereses.



La segunda es para determinar si hay enriquecimiento ilícito, el cual puede medirse comparando el patrimonio que la persona tenía al momento de asumir el cargo con aquel que tiene cuando se va y observando si los cambios producidos en él se pueden justificar.



Deben existir parámetros objetivos. Si la autoridad mantiene una misma propiedad, con un valor equis de tasación fiscal, al término de su período, no hay ningún problema. ¿Y si subió de valor la propiedad? Tampoco importa, porque esta no es una cuestión de si la casa vale menos o más. ¿Es la misma casa? Sí, es la misma. Pudo haber tenido la buena suerte de que el barrio mejoró su valor comercial en cinco o seis veces, o pudo haber tenido la mala suerte de que su barrio, producto de asaltos, robos y una serie de otras cosas, redujo su valor a la mitad. Pero la pregunta es: ¿tiene la misma propiedad? ¿Tiene nuevas propiedades? ¿Tenía recursos para adquirir estas nuevas propiedades? Si los tenía, debería haber declarado los impuestos correspondientes.



Por lo tanto, el objetivo de la iniciativa está plenamente cumplido.



Se pone la tasación fiscal porque ella representa un dato objetivo. Y además está toda la descripción.



Quiero dejar establecido lo siguiente.



En mi modesta opinión, nosotros llegamos al límite de los límites, al máximo de los máximos, para entregar toda la información.



Lo que nos pareció imprudente fue obligar a poner las direcciones, a pesar de que ya están puestas. Si ustedes visitan ciertos portales, verán que las direcciones de nuestras casas, fotos incluidas (por ambos lados), ya están puestas. O sea, eso ya existe.



Sin embargo, a los miembros de la Comisión nos pareció que no era responsable exigir el domicilio. ¿Por qué? Por lo que acabo de explicar. ¡Cómo va a estar disponible el domicilio del Jefe de la Brigada de Narcóticos, el del fiscal encargado de la lucha antidrogas o el de un parlamentario que está llevando a cabo una dura lucha en contra de contrabandistas o delincuentes! La reserva a este respecto dice relación con la seguridad que debe tener una persona.



La norma fue muy discutida, muy pensada; se consideró el texto despachado por la Cámara de Diputados; se revisaron los estándares comparativos de otros países, y creo que al final el precepto que se somete a la consideración de la Sala es adecuado, razón por la cual pido aprobarlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, para contextualizar, entiendo que estamos votando todas las enmiendas unánimes, más los artículos 7°, 15, 17, 18, 19, 20 y 43, que fueron modificados en la última sesión de la Comisión de Gobierno.



En lo que a mí respecta, y sin perjuicio de coincidir en que se ha establecido una declaración muy exigente en todo tipo de cosas, deseo hacer notar los cambios virtuosos que se generaron esta última semana.



En cuanto al artículo 7°, se puede seguir discutiendo acerca de la naturaleza del avalúo, pero coincidamos en que es mucho mejor tener la referencia de un avalúo fiscal a no tener nada, como ocurre hoy, en que se entrega un decreto que no sabemos cómo se dicta y en que existen mil alternativas. Creo que la redacción actual del artículo 7° es mucho mejor.



Lo mismo ocurre con los textos despachados para los artículos 15, 17, 18, 19 y 20, relacionados con la forma en que una institución o cualquier interesado puede reclamar. La situación que se produce cuando alguien quiere denunciar o pide aclarar quedó bastante mejor redactada, entendiendo que habrá una institución que lo podrá hacer y que ello dependerá de las circunstancias, según el mérito. En el caso del Banco Central -era uno de los que más nos complicaban-, será su consejo; en el caso del Tribunal Constitucional, el tribunal electoral regional respectivo; en el caso de los fiscales, el superior jerárquico que corresponda, y en el caso de los parlamentarios, la Comisión pertinente. Y se agrega a “cualquier interesado”, de aquellos definidos en la ley que establece las bases de los procedimientos administrativos en la Administración del Estado. O sea, debe tener algún interés. Lo dije en una ocasión anterior. De modo que considero que este tema parece igualmente bien resuelto.



Por último, con respecto al artículo 43, se superó un conjunto de aspectos que estaban muy complejamente abordados, relativos a la manera en que una autoridad debería enajenar o renunciar a determinados bienes según se fueran dando una serie de circunstancias. Si ustedes ven la página 112 del comparado, comprobarán que se cambió toda la forma en que debía producirse esa enajenación o renuncia, dándole sentido y no generando una posible doble interpretación.



En una discusión anterior planteé que, en el caso de los alcaldes, advertía una contradicción en la inhabilidad para postular, entre el hecho de poseer una propiedad vinculada a algún servicio del Estado, por más de 200 unidades tributarias mensuales, y la obligación de vender cualquier propiedad 120 días después. Entonces, se podía dar perfectamente una forma de licuar lo que era una responsabilidad o una inhabilidad, fuera original o sobreviniente. Y creo que el tema se resolvió de buena manera, en el caso de los alcaldes, incluyendo a los concejales y haciendo referencia a la ley orgánica constitucional.



Tal como lo indiqué en su momento, creo que fue un buen avance.



Obviamente, a mí me quedan aún muchas dudas. 



La primera: si esta normativa, con una discusión más razonable, hubiera quedado mejor. Y, en cuanto a lo de razonable, me explico. Claro, con “discusiones inmediatas” volando por el techo cada diez minutos es superdifícil concentrarse en cómo una legislación de esta naturaleza debe ser despachada.



Usted, señor Presidente, en días pasados planteó su coincidencia con aquello, en cuanto a que este es el tipo de materias en que uno debe tratar de no equivocarse.



También tengo dudas respecto del avalúo, aun cuando la solución encontrada me parece razonable. 



Igualmente tengo dudas en cuanto a la profundidad. Aquí estamos haciendo algo -y voy a usar una palabra que ya he empleado en otras ocasiones- bien copernicano, muy “al otro lado”, que también queda expuesto a un montón de nuevos desafíos y nuevos problemas.



Sin embargo, tengo claro que, en cuanto a lo de “cualquier interesado”, rige el concepto definido en la ley N°18.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.



Ojalá que este sea un paso significativo para mejorar el país y no para iniciar una persecución en él, ni para inhibir a las personas a que actúen dentro de la Administración Pública, que son los dos grandes peligros que también pueden generarse a partir de la aprobación de esta normativa.



Así que me parece que el ejercicio llevado a cabo en las últimas horas, rápido y urgente, ha sido muy importante para hacer un mejor proyecto, más allá  de las dudas de fondo que he indicado y que sigo manteniendo.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero informar a la Sala lo siguiente.



Como indicó el Senador Espina, la Comisión de Gobierno realizó más de diez sesiones y emitió un informe complementario aprobado por unanimidad.



Hay varios inscritos para fundamentar el voto, derecho reglamentario que no puedo impedir, pero me gustaría recordar que aún nos queda el artículo 8°, respecto del cual, si bien fue aprobado por unanimidad, se pidió votación separada, y después los artículos 47, 48, 49 y 53, en que hubo diferencias entre la Comisión de Gobierno y la de Hacienda.



Por lo tanto, para que alcancemos a despachar hoy día el proyecto, les pido por favor que apelen a su capacidad de síntesis.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Seré muy breve, señor Presidente.



Hoy, en nuestra declaración de patrimonio existe la opción de poner, voluntariamente, el avalúo comercial. Y creo que esta sería una de las maneras de solucionar el problema, al menos a nivel parlamentario.



Claro, como es voluntario, no podemos exigirlo, pero existe en la actualidad en nuestra declaración de patrimonio. Algunos parlamentarios lo ponen, otros no. Sin embargo, es una opción de transparencia que tenemos y que se debiera mantener al menos en el Senado.



En cuanto al tema de las valorizaciones, quiero destacar que en el caso de los vehículos motorizados la situación es al revés. Muchas veces uno se encuentra con que el avalúo comercial es inferior al avalúo fiscal, justamente por el desgaste del vehículo.



Respecto de las propiedades, comparto plenamente lo manifestado por Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra acerca de que por lo general ellas suben. No obstante, en algunos casos el avalúo comercial aparece distorsionado con el valor real del inmueble.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, recuerdo que en la Cámara Baja, en 1996 o 1997, junto con el entonces Diputado Zarko Luksic, presentamos un proyecto para establecer la declaración de intereses, a la que agregamos “y patrimonio”. 



Fue aprobado casi por unanimidad en esa instancia. Llegó al Senado, y vinimos con Zarko a dar la batalla en las Comisiones respectivas, pero fuimos derrotados, cuando solo se pedía consagrar el concepto “declaración de intereses y patrimonio”, porque la declaración que había era difusa. 



De hecho, lo que los Senadores de entonces declaraban se resumía en una frase: “intereses inmobiliarios”, “intereses en área pesquera”, “intereses en área forestal”. Y nada más. 



Ese debate lo perdimos en su oportunidad. Y me alegro de que, a porrazos, a fuerza de errores, a fuerza de costos políticos inimaginables, ahora se esté retomando una senda de mayor transparencia, tal como la ciudadanía lo exige. 



Respecto de los mecanismos propuestos, aquí se ha señalado que hemos pasado de la “línea” a un “testamento interminable”. Es decir, antes se hacía una referencia y hoy día se pide detallar en extremo, de manera amplísima. Por lo tanto, el riesgo de equivocarse, para los declarantes, puede ser exponencial y complejo.



No avanzamos en el proyecto como para saber qué pasa cuando, por error u omisión o de modo deliberado, se deja fuera un bien.

El señor PROKURICA.- ¡Se sabe! 

El señor ESPINA.- ¡Más adelante está eso! 

El señor NAVARRO.- Me indican que viene más adelante. Entonces, lo veremos en su oportunidad. 



Uno de los incisos del artículo 7°, específicamente el que figura en la página 20 del texto comparado, señala: “Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo”.



Por lo tanto, la norma contempla la declaración voluntaria de intereses difusos. Es decir, si el sujeto obligado tiene un interés que no tiene cabida en la extensa y detallada declaración que se establece, puede incluirlo en ella de manera voluntaria. 



Con esto se abre un amplio espectro, que puede terminar con la omisión -que ya he señalado- de un área de interés, porque, como se plantea que todo lo que no esté previsto será de declaración voluntaria, se deja abierta la posibilidad de que, en forma consciente, a sabiendas de que no está en el listado largo, la omisión pierda toda validez al no contradecir la norma. O sea, lo omitido estará permitido, por cuanto la voluntariedad -repito- deja abierta la posibilidad de no declarar lo que no se encuentre en el texto exacto de la disposición. 



Hemos discutido muchas veces con los especialistas de la Comisión de Constitución acerca de la dificultad de detallar en las leyes todas las situaciones factibles de producirse, porque, en definitiva, es imposible consultar todas las opciones. Sin embargo, aquí intentamos lo imposible. 



De este modo, señor Presidente, la normativa que estamos imponiendo a todos los funcionarios públicos -que, es cierto, ha sufrido adecuaciones, por ejemplo, en lo relativo a la dirección- incluye ahora una larga lista de familiares. Yo me pregunto si estos familiares estarán contentos de tener a alguien en el Estado o en la política, porque quedarán expuestos, como cuando vamos al BancoEstado, por cualquier trámite -incluso para abrir una cuentarrut-, y nos dicen, en voz alta, “sujeto políticamente expuesto”, lo que hace que todos los que están en la fila nos queden mirando, porque pasamos a ser algo así como sujetos sospechosos.

El señor PROKURICA.- ¡Así es…! 

El señor NAVARRO.- Claro. 



Porque, dicho eso (“políticamente expuesto”), en medio de la fila, se genera un caos. 



Entonces, si bien hay que cautelar, señor Presidente, creo que una exhaustiva declaración de patrimonio no garantizará transparencia si no hay una sanción acorde y dura. Hemos dicho que el que obtiene financiamiento ilegal o gasta más de lo permitido en las campañas debe perder el cargo. Del mismo modo, me pregunto cuál será la sanción -me indican que viene más adelante- para quien no declare totalmente su patrimonio. Me parece que la norma debe contemplar una sanción para que tenga validez. 



He dicho. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque solo quiero manifestar que los cambios introducidos por la Comisión de Gobierno al artículo 43 recogen las inquietudes planteadas aquí, en la Sala, en cuanto a la forma y los casos en que distintas autoridades deben efectuar ciertas enajenaciones. 



También se realizaron modificaciones, básicamente de redacción, dentro de los artículos 14 a 20, acerca de la forma en que deben llevarse a cabo los procedimientos ante el tribunal respectivo. 



Y, finalmente, tenemos el artículo 7°, al cual quiero referirme de modo muy sucinto, porque no deseo que quede en el aire alguna duda respecto de lo que significan los avalúos fiscal y comercial. 



Yo comparto la opinión de que el avalúo comercial es el que refleja el valor real de un bien. Sin embargo, es sabido que el precio de una vivienda, así como el de cualquier objeto, es el que se paga al momento de su venta. Ese es el verdadero precio. Incluso los informes técnicos y los avalúos periciales son aproximaciones, pues las cosas valen lo que la gente está dispuesta a pagar por ellas. Y esa situación es, en cierto sentido, impredecible y esencialmente subjetiva. 



Por eso, frente al riesgo de no saber el valor exacto de un inmueble, me parece que no existe otra posibilidad que la de recurrir al avalúo fiscal, para los efectos de contar con una aproximación al patrimonio de una autoridad. 



Pienso que la normativa actual, que ni siquiera considera la tasación fiscal, es por completo insuficiente. Y de ahí que creo que estamos dando un paso gigantesco para acercarnos al conocimiento del patrimonio de una autoridad. La exactitud no la conseguiremos nunca, porque, al final, las cosas valen lo que la gente está dispuesta a pagar por ellas, y eso solo se sabe en el minuto en que se cierra un contrato de compraventa. 



He dicho. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario, consulte. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban, por 34 votos, las enmiendas unánimes efectuadas por la Comisión de Gobierno en su informe complementario, exceptuado el artículo 8°, dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Navarro. 



Tiene la palabra el Honorable señor Espina, que entiendo hará un planteamiento procedimental. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, para abreviar el debate, quiero hacer presente que, aparte del artículo 8°, para el cual el Senador Coloma pidió votación separada, todos los cambios introducidos por la Comisión de Hacienda fueron recogidos en forma unánime por la Comisión de Gobierno. 



Por lo tanto, pido que a ese grupo de normas se le dé el mismo tratamiento que al de las recién aprobadas, de modo que solo quede pendiente la discusión del artículo 8°, relacionado con la obligación de que los funcionarios públicos o autoridades incluyan en su declaración de intereses y patrimonio los bienes de su cónyuge, materia que ha sido objeto de arduo debate. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se darán por aprobadas, con la misma votación anterior, las modificaciones que introdujo la Comisión de Hacienda al texto despachado por la de Gobierno, que después fueron recogidas por esta última; es decir, aquellas recaídas en los artículos 47, 48, 49 y 53. 



--Se aprueban (34 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ahora, para felicidad del Senador Coloma, vamos a entrar al artículo 8°. 



Señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se señaló anteriormente, el informe complementario de la Comisión de Gobierno deja constancia de que las modificaciones introducidas al artículo 8° fueron acordadas por unanimidad. Ellas figuran en la quinta columna del boletín comparado (páginas 21 a 23), y el texto final, en la última.



Si bien esas enmiendas fueron aprobadas por unanimidad, el Senador señor Coloma ha pedido votación separada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no siento ningún paroxismo por hablar, sino que lo hago para cumplir estrictamente con un deber. El deber es más importante que el paroxismo.



Más allá de la intención de las personas que redactaron este texto, pienso que presenta un problema de constitucionalidad. Y como yo por lo menos juré cumplir la Constitución, tengo que hacerlo presente.



¿Cuál es la objeción?



El actual artículo 8° de la Carta Fundamental dispone textualmente: “El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y  patrimonio en forma pública”.



Esa es la norma matriz que nos dice a nosotros quiénes están obligados constitucionalmente a declarar sus intereses y patrimonio. Y eso se exige hoy en la legislación.



Si se quiere cambiar las personas y ampliar el rango de las que deben hacer tales declaraciones, se debe modificar la disposición constitucional.



Pues bien, en el inciso tercero del nuevo artículo 8° se plantean dos cosas.



Primero, se crea la obligación de que los cónyuges o convivientes civiles que hayan pactado régimen de comunidad de bienes declaren sus intereses y patrimonio. Algunos dirán que eso es obvio. Pero no es tan así, toda vez que hoy no se exige. Solo el artículo 60 B de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado obliga a ello.



Por último, eso podría ser discutible. Sin embargo, el inciso tercero establece que se tendrán que declarar intereses -como dispone la Constitución- respecto del cónyuge separado de bienes y del conviviente civil que no haya pactado régimen de comunidad de bienes. Entiendo que no será tan fácil. Porque las personas podrán hacerlo sobre lo que conozcan, como aparece en la redacción.



Señor Presidente, quiero dejar expresa constancia de que el Supremo Gobierno presentó el 13 de abril de este año un proyecto de reforma constitucional para incluir a los ex Presidentes de la República en la obligación de declarar intereses y patrimonio (boletín 9.984-07).



Repito: envió un proyecto de reforma constitucional. Eso se debe hacer.



Y esa iniciativa dispone: “El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Diputados y Senadores, y las demás autoridades, funcionarios y personas que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses en forma pública”. Y, luego, agrega expresamente a las personas que posean la dignidad oficial de Ex Presidente de la República.



Entiendo que en esto existe buena voluntad. Pero, claramente, si se desea incorporar al cónyuge separado de bienes o al conviviente civil que no haya pactado régimen de comunidad de bienes para efectos de declarar intereses (antes era solo patrimonio), se tiene que cambiar la Carta Fundamental.



Ello es evidente, sobre todo si así se hizo con los ex Presidentes de la República.



Entonces, con todo respeto, sin siquiera entrar al tema de fondo, quiero preguntar para qué se envió ese proyecto de reforma constitucional. El Gobierno no hace cosas inútiles.

El señor PROKURICA.- ¡Muchas veces, sí!

El señor COLOMA.- Rectifico: no debería hacer cosas inútiles.



Si se desea hacer esta modificación, ¡que se cambie la Carta Fundamental y se incorpore a otras personas! Así, la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional tendrá un abanico más amplio.



Lo que aquí se propone es pedirle a uno que declare respecto del cónyuge o del conviviente civil que no estén en comunidad de bienes. ¿En virtud de qué? No lo tengo claro. Puede que sea importante para el tema de fondo. Pero, entonces -repito-, modifiquemos la norma constitucional. Porque lo contenido en el inciso tercero y la frase “que conozca”, pueden crear un conflicto permanente.



Esas son las razones de la objeción constitucional que formulo respetuosamente en la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, quiero plantear lo siguiente.



Esto es lo último sobre lo que debemos pronunciarnos, y para poder despachar el proyecto hoy en la mañana necesitamos abrir la votación.



Y les pido a los señores Senadores inscritos que intervengan para fundamentar el voto.



¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito autorización a la Sala para que pueda intervenir la Coordinadora de la División Jurídica de la SEGPRES.



--Se accede.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la señora Valeria Lübbert.

La señora LÜBBERT (Coordinadora de la División Jurídica de la SEGPRES).- Muchas gracias, señor Presidente.



En primer lugar, quiero señalar que la reforma constitucional de 2010, que incluyó dentro de la regulación del principio de probidad en el artículo 8° el deber de algunas autoridades o funcionarios de  declarar patrimonio e intereses, en ningún caso puede ser interpretada como una restricción a este principio, sino como un piso a nivel constitucional y, a la vez, como un mandato del legislador para regular esta materia.



La iniciativa de reforma constitucional que presentó el Ejecutivo hace unos meses, que incluye en la Carta Fundamental la obligación de que los ex Presidentes declaren intereses y patrimonio, no implica que todo lo que no figure en ella sea inconstitucional, sino que le da a esa obligación un rango más elevado, con el fin de que el legislador futuro no pueda hacer menos que incluir también a los ex Presidentes.



Pero aun si se quisiera sostener una interpretación restrictiva de la Carta Fundamental, como la que hace el Senador Coloma, esta norma no sería inconstitucional, pues no establece una obligación para el cónyuge. El obligado a declarar sus intereses y patrimonio es el funcionario, es la autoridad; no se extiende al cónyuge.



Luego, esta disposición no es una novedad en el ordenamiento jurídico. Por ejemplo, el artículo 41 de la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos obliga al funcionario a incluir los bienes de su cónyuge, con independencia  de si están casados en sociedad conyugal o en un régimen de separación total de bienes u otro. Nunca se ha cuestionado la constitucionalidad de ese artículo; está plenamente vigente y se aplica desde hace muchos años.



Por último, esta disposición fue propuesta en el informe de la Comisión Engel, donde participaron personas de diversos sectores, y fue reconocida como una necesidad, dado el conflicto de intereses que engendra el patrimonio del cónyuge para quien ejerce una función pública.



Por eso, señor Presidente, la norma en discusión en ningún caso adolece del vicio de inconstitucionalidad que alega el Senador Coloma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

 El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En materia constitucional, por supuesto que puede haber diferentes interpretaciones. Una es la que ha hecho el Senador Coloma, y seguramente otros Senadores puede tener la misma convicción.



También discutimos este punto en la Comisión, donde llegamos al convencimiento, por mayoría, de que no era inconstitucional.



Además, coincidimos con lo que señaló la Coordinadora de la División Jurídica de la SEGPRES, quien me precedió en el uso de la palabra.



Deseo ser claro: la declaración -insisto- es voluntaria, no obligatoria. Al final del inciso segundo se señala: “será igualmente voluntaria respecto de dichos bienes”. O sea, puede incorporarse o no.



En cuanto a lo relativo a la declaración de intereses, que fue una propuesta del Senador Larraín, coincidimos en que era necesario para efectos de la probidad, sobre todo considerando el conflicto de intereses, que se incluyeran en la correspondiente al obligado “las actividades económicas, profesionales o laborales que conozca, de su cónyuge o conviviente civil”.


Es decir, el obligado es el funcionario, no el cónyuge. Él debe declarar intereses. En el caso del patrimonio de su señora, por ejemplo, no tiene que declararlo si ella no lo desea. O sea, es voluntario.



En virtud del inciso tercero, es preciso, para efectos de nuestros propios conflictos de interés, que se sepa si nuestro cónyuge o conviviente realiza determinada actividad profesional, económica o laboral. Por eso la Comisión Engel lo hizo presente. Porque es necesario, si en realidad queremos tener un referente para ver si existe conflicto de interés, que la gente conozca si el cónyuge fulano de tal es director de una AFP.



¿Está inhabilitado? ¿Hay conflicto de interés en él por su esposa?



Tenemos que resolver ese asunto. 



Y hay que decirlo: no se está vulnerando la norma constitucional. 



Primero, porque la declaración de patrimonio es voluntaria. La mujer podrá decir “sí” o “no”, a menos que esté casada en régimen de sociedad conyugal o acogida a los regímenes especiales del Código Civil indicados en la norma cuando hay confusión de patrimonio. 



Por lo tanto, el declarante está obligado.



En cambio, si está casada con separación de bienes, automáticamente entra la voluntariedad.



En cuanto a la declaración de intereses, existe obligación si esa persona está al tanto de los intereses profesionales de su cónyuge. Seguramente los conoce. Espero que sea así.



Por eso, me parece que la norma en discusión está bien planteada. Como mencioné, discutimos el problema de la constitucionalidad. Estoy convencido de que es plenamente constitucional; no concuerdo con la interpretación del Senador Coloma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores: les pido que voten, pues parece que no han ejercido ese derecho.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, considero necesario este artículo.



En todas las normas internacionales, las convenciones y los convenios que regulan esta materia es de la esencia que, cuando se trate de conocer los intereses y el patrimonio de una persona, su entorno familiar de alguna manera sea incluido. Porque es obvio que los conflictos de interés se producen no solo por el patrimonio personal, sino además por el de una persona vinculada, como el cónyuge, los hijos o los padres.



En consecuencia, por lo general se incorporan normas para asegurar la transparencia en esta materia y así prevenir tanto el conflicto de interés como el tráfico de influencias.



En tal sentido, en este texto evitamos los problemas anteriores, incluso salvando las eventuales dudas de constitucionalidad planteadas por el Senador Coloma.



Por la forma en que quedó redactada la norma, las dificultades están resueltas.



Su primer inciso hace algo de sentido común: si una persona está casada bajo el régimen de sociedad conyugal o de convivencia civil con comunidad de bienes, su patrimonio se halla contemplado en la sociedad conyugal. Por lo tanto, al declararlo debe incluir los bienes incorporados en esta.



Ahí no hay ninguna dificultad.



A continuación, se hace presente que, en los casos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, es decir, de la mujer casada con separación de bienes que ejerce una profesión, actividad o industria, no es obligatoria la declaración de patrimonio. Ello porque, de hacerlo, estaríamos forzando a la persona a hacer algo que no corresponde porque no está incorporada dentro de las autoridades que menciona la Constitución.



Entonces, la norma que se aplica a quien está casada en sociedad conyugal con patrimonio separado en virtud de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil se hace extensiva a todos quienes están en el régimen de separación de bienes.



Eso se contempla en el inciso segundo, en el cual se señala que en caso de que personas con régimen de separación de bienes, casadas o en acuerdo de unión civil, la declaración no es obligatoria, sino estrictamente voluntaria. 



Contrariamente a lo que expresaba el proyecto original, la declaración tiene que hacerse pero, si el cónyuge o el conviviente civil no quiere, se podrá excepcionar, pues habrá cierta presión indebida susceptible de ser malinterpretada.



Por lo tanto, el primer inciso se refiere a la sociedad conyugal; es obvio que se debe hacer la declaración.



El segundo se refiere a los casados con separación total de bienes y a la mujer bajo sociedad conyugal a la que se le considera un patrimonio privado producto de su trabajo profesional. En ambos casos no debe ser incluida.



Pero si el o la cónyuge lo desean, queda abierta la posibilidad de hacerlo en forma voluntaria.



El tercer inciso es el que ha despertado más inquietud.



En esa norma la autoridad debe incorporar, no en la declaración de patrimonio, sino en la de intereses, aquellas actividades profesionales, económicas o laborales que desempeñen su cónyuge o su conviviente civil. ¿Por qué? Porque resulta evidente que, si mi cónyuge posee una empresa constructora o trabaja en la industria minera o realiza una actividad importante de carácter profesional en un ámbito determinado, al votar eso podría presentar un conflicto de interés.



No estamos pidiéndole al cónyuge o al conviviente civil que haga una declaración de patrimonio ni una de intereses, sino manifestando a la persona que en su declaración de intereses incorpore actividades de su cónyuge que puedan arrojar luces sobre un eventual conflicto de interés.



Por consiguiente, no trasgredimos la norma constitucional, ya que no le solicitamos a la cónyuge ninguna declaración ni patrimonial ni de intereses, sino que le señalamos a la autoridad que en su declaración de intereses mencione las actividades económicas, profesionales y laborales que conozca de su cónyuge o su conviviente civil y que puedan provocar a futuro un conflicto de interés.



No hay problema constitucional. Al contrario, la norma permite arrojar luces para impedir la duda, la sospecha que pueda surgir respecto de la decisión de una persona sobre un conflicto producto de sus relaciones familiares.



Por tales motivos, considero que el artículo es constitucional y que resuelve las inquietudes planteadas en la sesión anterior, que la Comisión tuvo a bien resolver.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer término, como se trata del último artículo que votaremos, quiero expresar muy sinceramente mis agradecimientos a los Senadores Andrés Zaldívar, Quinteros, Hernán Larraín y Bianchi, porque en once sesiones, y en una de las normativas más complejas que me ha tocado ver, sacamos adelante un proyecto con una cantidad enorme de artículos y respecto del cual hubo que avanzar en materias en las que innovamos en relación con la información existente en nuestro país.



Agradezco también al Senador Coloma, pues reconocemos que su aporte contribuyó a perfeccionar esta iniciativa y que su asistencia a la Comisión nos permitió resolver algunos temas dudosos.



Doy las gracias además a la Secretaría de la Comisión: a don Juan Pablo Durán y a doña Jacqueline Calderón, ya que no fue un trabajo fácil. Se trata de un proyecto complejo.



Agradezco especialmente a las señoras Valeria Lübbert, Coordinadora de la División Jurídica de la SEGPRES,  y Patricia Silva, Subsecretaria General de la Presidencia, quienes tuvieron que enfrentar solas esta iniciativa legal que logramos sacar adelante.



Por último, doy las gracias a los asesores señores Pablo Urquiza, Leonardo Contreras, Francisco Gali, Christian Valenzuela, Marina González, Jorge Frites y Juan Pablo Olmedo, quienes integraron los equipos técnicos que nos permitieron despachar el proyecto.



 Lo digo a fin de que quede en la historia fidedigna de la ley.



Considero justo hacer este reconocimiento pues todos ellos lo merecen y es lo adecuado y, además, porque siempre tienden a salir más las cosas malas que las buenas.



Siento que en este caso se hizo un notable trabajo que, como toda obra humana, será perfectible en el tiempo.



Solo deseo hacer una sola alusión concreta a la norma que tan bien describieron los Senadores Larraín y Zaldívar, cuya explicación me interpreta absolutamente.



Había dos posibilidades: no poner nada respecto de las cónyuges separadas de bienes o establecer la entrega de alguna información. 



La razón de la declaración de intereses y de patrimonio, sobre todo la de este último, radica en que se trata del patrimonio que la persona tiene y administra y que, por lo tanto, puede incrementarse o disminuir.



Por eso se incluye al o a la cónyuge cuyo patrimonio es administrado en la sociedad conyugal por uno de ellos.



Nos preguntamos qué hacer con la pareja de una autoridad cuando están casados con separación de bienes. ¿Es factible imponerle la obligación de efectuar la declaración de patrimonio e intereses? 



Para ello habría que ver si se le puede sancionar. ¡Y no es posible!



A una persona que no cumple una función pública ni es autoridad, ¿el Estado puede decirle: “La obligo, en razón del cargo que desempeña su cónyuge, a realizar una declaración de patrimonio e intereses”? ¡No puede! No existe norma que así lo establezca, menos en la Constitución.



Por lo tanto, respetando nuestra Carta Fundamental, se señaló que dicha declaración sea voluntaria. 


Como queremos disponer de la mayor cantidad de información posible, se planteó que el declarante incluya como mínimo tres datos de su cónyuge o conviviente civil: actividad económica, actividad profesional y actividad laboral. Estos tres antecedentes básicos permitirán configurar un cuadro para saber si una autoridad tiene conflicto de intereses a la hora de votar determinada materia. Eso se desprenderá de la información que se entregue.



En consecuencia, nos parece que la enmienda al artículo 8º que se aprobó en el segundo informe complementario, que fue explicada por el colega Zaldívar y redactada por el Senador Larraín después de darle muchas vueltas en la Comisión, salva el tema de la constitucionalidad; permite avanzar en información necesaria para elevar los estándares de probidad, y genera una norma equivalente a la que contemplan los países que han regulado adecuadamente esta materia.



Por esas consideraciones, señor Presidente, solicitamos que se vote a favor.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, he querido intervenir ya al finalizar este debate para señalar que el presente proyecto sobre probidad en la función pública, las recomendaciones de la Comisión Engel y los anuncios hechos por la Presidenta de la República en la materia constituyen, sin lugar a dudas, un punto de inflexión, un cambio de rumbo, para enfrentar la crisis de confianza que ha afectado al sistema político chileno desde hace largo tiempo.



Ya se han mencionado las principales innovaciones que considera esta iniciativa de ley, que apuntan a fortalecer los mecanismos de control social y de transparencia para asegurar la probidad pública y la separación tajante entre los negocios y la política.



Subrayo lo relativo a la función pública, porque, al escuchar a algunos colegas, da la impresión de que acá solo estamos pensando en los parlamentarios. Y no es así. Las normas propuestas son para todo aquel que desempeñe una función pública.



Algunos de los cambios planteados han de complementarse con otros proyectos contenidos en la agenda de probidad y transparencia anunciada por la Presidenta.



Así, por ejemplo, la misma Comisión de Gobierno ha promovido, por la unanimidad de sus miembros, la pérdida del cargo para los parlamentarios que incumplan las obligaciones referidas a las declaraciones de patrimonio e intereses.



En el mismo sentido, se requiere extender esta normativa a los directores y ejecutivos de empresas concesionarias de servicios básicos, de AFP y de isapres, lo que implicará el envío de una iniciativa de ley.



Se trata de cambios verdaderos, no cosméticos. En rigor, no son una respuesta a la situación de los últimos meses. De hecho, las ideas matrices del proyecto que nos ocupa se vienen discutiendo desde hace años, pero solo hoy contamos con una voluntad política clara de todos los sectores para impulsar estas reformas.



Esta es una de las causas de la crisis que vivimos. Las instituciones y el sistema político se han demorado mucho tiempo en reaccionar frente a signos que hace años se venían presentando y que han ido menoscabando la situación.



Este deterioro tiene raíces profundas, que están relacionadas con los cambios económicos y sociales vividos por Chile en las últimas décadas.



El retroceso de lo público en función de lo privado generó un tipo de acción política en una relación indebida con el sector empresarial, lo que ha hecho crisis.



Si bien los casos de corrupción han sido aislados, hay que reconocer que la gente ha perdido confianza en el sistema y reclama una nueva forma de relacionarse con el poder político y económico.



Frente a los primeros síntomas, algunos levantaron el discurso antipolítico y promovieron la despolitización, el “cosismo” o, lisa y llanamente, el populismo. Pero cuando detonó la crisis, ni unos ni otros fueron capaces de dar respuestas y fueron alcanzados también por el desprestigio que alentaron.



Sin embargo, antes como ahora, la mejor manera de enfrentar los males de la política es con más y mejor política. ¡Y ese es el verdadero desafío que tenemos por delante!


Los problemas de los chilenos (en educación, salud y seguridad pública) no se solucionan con fórmulas técnicas. Para ello es preciso fijar prioridades políticas, formuladas y procesadas en el seno de los partidos políticos.



Este rol es irreemplazable. Ni la academia ni la calle pueden sustituir a los partidos.



Con este proyecto, señor Presidente, los distintos partidos e independientes representados en el Congreso Nacional están haciendo su trabajo: mejorar la política desde la política.



Pero al final del día ninguna reforma legal concretará los cambios de fondo que la ciudadanía pide.



Hace falta, además, que cada uno de nosotros enfrente lo que ha pasado con claridad y energía, y fijemos nuestra posición personal y colectiva.



Llevo 25 años dedicado al servicio público en cargos de autoridad. He sido intendente y alcalde, y hoy soy Senador. Muchas veces el quehacer de las instituciones que me correspondió dirigir fue celosamente auditado por la Contraloría. Encontró errores, ¡claro!, pero nunca irregularidades, ni menos delitos. Y eso es algo de lo que me enorgullezco.



No he transgredido los valores que juré respetar. Creo firmemente que el ejercicio de la actividad política y el servicio público son un deber para con la sociedad.



Eso es algo que es necesario recordar con insistencia. 


Nosotros estamos aquí porque nos han elegido para representar los intereses de la comunidad, no para formar una élite cerrada que espera a que pase el temporal para seguir haciendo lo mismo de siempre. 


Tengamos la humildad para reconocer lo que somos, el coraje para defendernos de las acusaciones injustas y la voluntad para cambiar aquellas prácticas que nos alejan de las personas.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solamente quiero dejar constancia de un despropósito que se podría generar a partir de este debate.



Respecto de quienes cumplen, como señaló el Senador Quinteros, cierto rol en la Administración Pública u ocupan cargos de elección popular, es necesario mejorar las normas de transparencia o de acceso a la información por parte de la ciudadanía.



En esta materia me asaltan dos interrogantes. Para resolverlas no sé cuánto se sabe en legislación comparada. Probablemente poco. Nuestra cultura isleña es poco dada a mirar las cosas que han funcionado bien en otras latitudes.



En primer lugar, tengo una tremenda inquietud sobre qué sucede con los funcionarios públicos que no desempeñan cargos de elección popular. Me refiero a empleados municipales o de servicios públicos. Aquí se genera una institucionalidad y desconozco el impacto de esta en las no decenas ni cientos, sino decenas de miles de personas a las que se las somete a este tipo de normas.



Quiero, por lo menos, dejar constancia de mis dudas al respecto. ¡Serias dudas!


A una persona contratada a honorarios en un municipio para trabajar en un programa territorial, se la somete a las mismas disposiciones que se aplican a funcionarios de planta. Mi impresión es que no se ha evaluado correctamente el efecto que ello puede causar.



Y, en segundo término, si bien voy a votar a favor, no tengo claro si la información requerida es pública o privada. 



Por cierto, no es privada para las entidades que deben tener acceso a ella. Podría decirse que es pública en tanto la pueden consultar la Contraloría General de la República, los organismos judiciales, el Servicio de Impuestos Internos, con el objetivo de constatar si hay conflictos de intereses.



Sin embargo, se presenta un problema con el uso de la información privada de las personas, lo que nos tiene en un desfiladero. El Senador Larraín ha trabajado mucho en torno a los derechos sobre los datos personales, y es evidente que aquí caminamos por una línea más que delgada. A mi juicio, en nombre de cierta transparencia, se está al borde de violentar derechos relativos a la reserva de tales datos.



Sin duda, el Servicio de Impuestos Internos y otros órganos fiscalizadores siempre deben poder conocer esa información si hay sospechas de enriquecimiento ilícito o conflicto de intereses.



Pero no sé si esta es un área disponible para los tuiteros de la patria; más aún, cuando algunos, usando ciertos programas computacionales, inventan miles de cuentas de forma automática para denostar o cuestionar la integridad de personas.



En ese sentido, a veces el contexto nos hace legislar con celeridad y de modo poco responsable, por cuanto aquí se señala que cualquier persona podrá pedir información o iniciar un procedimiento en este ámbito. 



Pienso que ahí existe un límite con relación a los derechos de las personas.



Quienes formamos parte del Senado andamos con la frente en alto. Estamos sometidos al escrutinio público permanentemente. Pero me parece que aquí se están tomando algunas medidas que exceden lo adecuado. En lo personal, no tengo nada que ocultar; por tanto, no me preocupa que se tome esta radiografía. Lo excesivo es que se haga en medio de la plaza pública a todo ciudadano que tenga una vocación de servicio, a su familia, a su cónyuge, a su pareja y a toda persona que trabaje para el Estado, en sus diferentes niveles.



Yo no me voy a callar en esto: siento que aquí…

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional para concluir.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



Decía que siento que aquí se está legislando por la presión del contexto, pensando que un cambio legal va a resolver el problema de la falta de confianza de la ciudadanía en las instituciones, sin entender que la crisis que vive nuestra sociedad tiene otras raíces, las que se radican en otro lado, no solo aquí. El Parlamento es una de tantas instituciones públicas afectadas por dicha situación.



En ese sentido nos hace mal legislar con cierta celeridad y sin pensar en la institucionalidad que estamos creando, como lo relativo a las medidas que afectan la reserva de información, que es un derecho constitucional. Ello, porque no hubo tiempo de averiguar si estas violentan garantías de muchos funcionarios públicos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, seré muy breve.



En la legislación siempre se habla de “la” cónyuge, pero resulta que también puede ser un hombre.



El inciso segundo del artículo 8º en comento (página 22 del texto comparado) señala: “Si el declarante está casado bajo cualquier otro régimen o si es conviviente civil sujeto a un régimen de separación de bienes, dicha declaración será voluntaria respecto de los bienes de dicho cónyuge o conviviente. Si la cónyuge del declarante…”.



Eso me llama la atención. Pienso que debería decir: “Si el cónyuge del declarante”. Porque puede tratarse de un hombre si es una mujer quien cumple la función pública. 



Consulto si es posible cambiar esa redacción.



“La cónyuge” siempre se referirá a una mujer. Debiera ser “el cónyuge”, pues corresponde a un uso más genérico.



Tal como está la norma, habría que entender que el funcionario público siempre es un hombre. Sin embargo, también puede ser una mujer. 



Vuelvo a preguntar: ¿es posible enmendar eso?



Se trata de una cosa muy fácil. Habría que sustituir la expresión “la cónyuge” por “el cónyuge”.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Cabe recordar que hay un proyecto que busca que las iniciativas sean redactadas en un lenguaje de género inclusivo. Al parecer, una situación de ese tipo preocupa a la Senadora.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, entiendo la inquietud de la colega. Ese asunto lo vimos en la Comisión.



Pero en este caso la redacción está bien, porque solo la mujer puede tener patrimonio reservado, no el hombre. Por esa razón dice “la cónyuge”.

La señora VON BAER.- Gracias por la aclaración, señor Senador.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, inicio mi intervención manifestando que soy partidario de incorporar en las normas lo relativo al patrimonio de la cónyuge que se encuentra en régimen de separación de bienes, en el caso de que disponga de un patrimonio distinto del que administra el marido o conviviente.



Por otra parte, deseo hacer un alcance respecto de algo que dijo la Coordinadora de la División Jurídica de la SEGPRES. La escuché plantear que esta norma constitucional era el piso. Y la verdad es que las disposiciones del Texto Fundamental no constituyen un piso. 



En derecho público solo se puede hacer aquello que está expresamente establecido en la Constitución. Por tanto, en ella no hay piso. 



Es al revés. En el derecho privado se establecen bases, a partir de las cuales se ejerce la autonomía de la voluntad. 



Repito: las normas de la Carta corresponden al derecho público; por tanto, son derecho estricto.



Señor Presidente, estoy haciendo expresa referencia a algo que dijeron las asesoras del Gobierno, pero ellas no están atendiendo. ¡Parece que está muy entretenida la conversación…!

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ruego guardar silencio.

El señor ORPIS.- Decía que no comparto el planteamiento de que la Constitución fija un piso. Como se trata de derecho público, solamente se puede hacer lo que está expresamente establecido.



Además, manifesté que soy partidario de incorporar la información de la cónyuge o conviviente cuando tenga un patrimonio distinto del que administra el marido con el objetivo de determinar inhabilidades. 



A mi juicio, el nuevo artículo 8º no resuelve el problema.



En el inciso segundo se establece que la declaración será voluntaria en las circunstancias que indica. Por tanto, no se ofrece una solución. Al ser voluntaria, difícilmente se va a incorporar.



Y el inciso tercero tampoco resuelve la situación. Es muy extraña esta disposición. En ella se obliga al declarante a incluir cierta información “que conozca” de su cónyuge o conviviente civil. Lo único que hará esta norma es generar controversia. 



Definitivamente, si se pretendía agregar la declaración de patrimonio de una autoridad distinta de las obligadas por la Constitución, debía modificarse la Carta Fundamental. No cabe otra alternativa.



Aquí se producen dos dificultades: no se soluciona el asunto planteado y se mantiene el problema constitucional. 



Dichas normas deben incorporarse, pero no por la vía que se propone. Reitero: para exigir la declaración de patrimonio a autoridades distintas de las contempladas en el Texto Fundamental se requiere una reforma constitucional.



Por lo tanto, aquí va a quedar una nebulosa. 



El inciso segundo considera una declaración patrimonial de forma voluntaria. Por ende, no es una solución. 



Y el inciso tercero obliga al declarante a incluir los bienes que conozca de su cónyuge o conviviente civil. Tampoco es una solución. 



Por consiguiente, va a quedar una norma que, a mi juicio, presenta dificultades constitucionales y que no resuelve las cuestiones que pretendía abordar al incorporar el patrimonio de la cónyuge o la conviviente.
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, coincido plenamente con la intervención del Senador que me antecedió.



Sin embargo, quiero hacer dos comentarios.



Primero, quiero señalarle a la Coordinadora de la División Jurídica de la SEGPRES, aquí presente, que yo no tuve inconveniente alguno en dar la unanimidad para que pudiera hablar.



Pero una cosa es que dé su opinión, y otra, que actúe como jueza y me diga que estoy profundamente equivocado.



Creo que todo tiene un límite. Porque si esa va a ser su actitud, parta de la base de que, en lo sucesivo, no daré la unanimidad para que intervenga. Si me plantea un argumento, no tengo problema en escucharlo. Pero no acepto juzgamientos, lo cual es algo completamente diferente.



Segundo, estimo superimportante, a propósito de lo que dijo la asesora, entender la diferencia entre el Derecho Público y el Derecho Privado.



Ella plantea que lo que se halla consignado en el artículo 60 B de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado es un piso. 



Señor Presidente, ¡el Derecho Público no da piso! ¡Es obligatorio: solo se puede hacer lo que está permitido!



En el Derecho Privado se puede hacer todo aquello que no está prohibido, y habrá espacio para todo otro tipo de acciones.



¡Eso lo enseñan en primer año de Derecho!



Esa es la diferencia entre Derecho Público y Derecho Privado. Y la Constitución es Derecho Público: ¡lo más público que conozco!



Entonces, es ahí donde debe estar inserta la obligación. Y, lamentablemente, ello no es así.



De otro lado, concuerdo con lo que dijo el Senador Letelier -no tengo problema en señalarlo- en el sentido de que aquí estamos en la lógica de que vamos a realizar un gran avance.



Aquí se abre un espacio, que podrá ser bien utilizado en la medida que se actúe con responsabilidad, o mal utilizado si se establece una trinchera para autocalificar quién lo hace bien o no en el ámbito público.



Pero -admitámoslo- se establecen acá una serie de restricciones que no sé si el verdadero incentivo final será promover el buen desarrollo de la actividad pública o inhibir a que la gente pueda incorporarse a este tipo de actividades.



Ahora bien, no tengo dudas con respecto al aspecto constitucional.



Entiendo perfectamente la voluntad de quienes plantean la constitucionalidad. Pienso que esta materia genera dudas. Tanto es así que se cambió la redacción original. 



Creo que hay un esfuerzo por lograr esa adaptación.



Pero lo concreto es que aquí se establece una nueva obligación respecto de patrimonios que no son de una autoridad. Ello se establece sin mediar modificación de la Carta Fundamental.



Nadie me ha podido explicar por qué el Gobierno considera que en el caso de los ex Presidentes de la República sí debe enmendarse la Constitución, y respecto de los cónyuges o convivientes civiles eso no lo estima necesario. Para mí sigue siendo un gran misterio que aquello que es imprescindible para incorporar a esas personas no lo sea para estas otras.



Yo creo que la razón obedece a la urgencia con que viene este proyecto. Porque si hubieran planteado con más calma este asunto, habrían reformado primero la Carta, aprovechando la iniciativa que presentaron anteriormente, y después, efectuado la modificación pertinente.



Por último, señor Presidente, me parece superinteresante lo que señaló el Senador Orpis, pues aquí el problema no va a quedar resuelto. Y no podría solucionarse si no se cambia la Constitución Política.



Porque vendrán dudas respecto de qué es conocer: ¿Debía o no conocer? ¿Qué es actividad económica? ¿Qué es actividad profesional? 



Lo planteó el señor Presidente anteriormente: el 50 por ciento de las autoridades con algún tipo de relación afectiva, que conviven de hecho, no estará incluido en la obligación que se establece.



Es un tema muy complejo, difícil de regular.



Me refiero a los informes que hoy existen respecto a la situación afectiva, matrimonio o convivencia civil (todavía no entra en vigencia), que hablan de más o menos ese porcentaje.



Ello se da en el mundo de las autoridades y en el mundo social en forma global.

El señor DE URRESTI.- ¡En la UDI no...! 

El señor COLOMA.- Yo solo quiero dejar constancia de que si alguien cree que con esto...

El señor DE URRESTI.- ¡Eso es pecado...!

El señor COLOMA.- ¡Yo lo haría; lo incorporaría!



Señor Presidente, no me cabe duda de que, más allá de la recta intención -y yo felicito a la Comisión-, acá ha quedado algo que no es constitucional.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, ¡qué bueno que, a propósito de la intervención anterior, se haga una observación relacionada con la gran cantidad de personas que conviven, de igual o de distinto sexo! Esa es una realidad que hasta hace poco tiempo se negaba, pues la ley solo consideraba al matrimonio, esa sacrosanta institución.



Por suerte, las mentes se han ido abriendo. Se ha reconocido esa situación, y se aprobó la ley que crea el Acuerdo de Unión Civil, conforme a la cual los convivientes tendrán el mismo tratamiento.



Vamos avanzando.



En tal sentido, me parece importante lo que señaló el Senador Coloma. Creo que hay que entender y regular la situación de quienes, no obstante no tener un contrato, un vínculo legal a través del matrimonio o del acuerdo de unión civil, conviven de hecho.



Pero la ley no puede obligar directamente a quien no esté amparado por un contrato, ya sea -insisto- de matrimonio o de acuerdo de unión civil.



Ahora bien, me tocó participar en la Comisión de Gobierno haciendo algunas referencias, presentando indicaciones a esta iniciativa.



Considero fundamental que el principio de probidad se encuentre consagrado en la ley en proyecto. Ello cambiará el comportamiento, la forma de mirar la Administración Pública y a quienes ejercen esos cargos.



Al establecerse en el artículo 1° que: “El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular”, creo que damos un paso fundamental en nuestro país, y comenzamos a transparentar cuáles son los intereses y el patrimonio de las autoridades; quiénes son sus cónyuges o con quiénes tienen una convivencia de acuerdo de unión civil. 



¡Qué duda cabe de ello!



Sí hago la salvedad -y estimo relevante la referencia- en cuanto a la utilización de esa información.



Así como considero imprescindible que la opinión pública, los medios de comunicación, la sociedad en general sepan cuál es el patrimonio propio, los conflictos de intereses de la autoridad y de sus cónyuges, me parece importante el manejo adecuado de esta información. 



Transparencia absoluta, pero también buena utilización.



Que se entienda siempre dentro de determinado contexto cuáles son las funciones que ejercen tanto los cónyuges como el entorno familiar de cada persona.



Acá no puede haber un foco, única y exclusivamente de sospecha -alguien lo señaló-, partiendo del principio de la buena fe, respecto de lo que sucede en el entorno de cada autoridad.



Hoy tendremos a cientos, miles de personas que deberán efectuar esas declaraciones. Ello generará mucha información. Y ojalá que esta sea bien usada para precisamente detectar, sancionar conflictos de intereses.



Que el Ministerio Público, si corresponde, la Contraloría o cualquier órgano fiscalizador lo puedan hacer. Pero que eso no se convierta en un instrumento para que determinadas personas que, teniendo un vínculo familiar, conyugal con alguna autoridad, sean expuestas en su ámbito íntimo.



Creo que es fundamental el respeto de la dignidad de los seres humanos, de su honra; que el derecho a la intimidad no se vea vulnerado.



Quienes ejercemos funciones públicas -en el caso de los parlamentarios- sabemos que asumimos obligaciones. Eso debe consagrarse. En tal sentido, creo que la ley en proyecto va en el buen camino.



Por último, me parece importante que este debate, que se centra en el sector público, en quienes ejercen altas funciones, sea también una señal clara y precisa para el mundo privado.



Hoy hablamos de crisis de legitimidad y de transparencia. Pero sería relevante que este nivel de transparencia lo incorporemos también, ya sea a través de alguna iniciativa legal o de normas en códigos de conducta ética, al mundo privado. Ello, al objeto de conocer los entrecruces que existen en las empresas que, siendo del ámbito privado, influyen en decisiones públicas.



Me habría gustado hacer una discusión mayor desde el punto de vista…

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador.

El señor DE URRESTI.- Gracias.



Decía que a mí me habría gustado hacer una discusión mucho más profunda especialmente respecto de instituciones como las AFP, que manejan fondos de todos los chilenos. Y que estas empresas, vinculadas con grupos económicos cruzados con intereses bastante alejados de su función fundamental, que es administrar nuestros fondos de previsión (manejan, además, miles y miles de millones de pesos) también sean auditadas, controladas; que sus conflictos de intereses sean transparentados.



Ello no fue posible hacerlo en el marco de la ley en proyecto. Pero considero importante dejar sentado quiénes son los que hoy ocupan los sillones de los directorios de las AFP; qué ocurre con esos señores que manejan nuestros fondos, la previsión de millones de chilenos; qué pasa con sus cónyuges, sus familiares, si acaso tienen redes que sería necesario transparentar y conocer.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las modificaciones al artículo 8° propuestas por la Comisión de Gobierno en su informe complementario (29 votos a favor y 4 abstenciones), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y el proyecto queda despachado en particular.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Coloma, García-Huidobro y Orpis.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Pizarro. 



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.




--Se levantó a las 14:27.
Manuel Ocaña Vergara,
Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, PARA INICIAR UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DISPOSICIONES APLICABLES A LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES Y ENTREGA NUEVAS COMPETENCIAS A LA SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO REGIONAL Y ADMINISTRATIVO

(10.057-06)

MENSAJE Nº 305-363/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que fortalece la gestión y la profesionalización del personal municipal e introduce otras modificaciones legales, aumentando las funciones de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.
i.  ANTECEDENTES

El presente proyecto de ley se fundamenta en el proceso de desarrollo de la descentralización del país a partir del fortalecimiento de las municipalidades. Tal cual señala mi Programa de Gobierno, una de las mayores desigualdades que existen en Chile es la de carácter territorial. No sólo son demasiadas las decisiones sobre aspectos relevantes para el desarrollo de los territorios que se toman en Santiago, sino que también son demasiado distintas las oportunidades que enfrentan las personas dependiendo del lugar donde nacen, trabajan, estudian o residen. Por ello, es necesario avanzar hacia una efectiva descentralización. 

En el ámbito regional, nuestro Gobierno planteó al H. Senado en diciembre del año 2014 un proyecto de reforma constitucional destinado a posibilitar la elección popular de los intendentes. Asimismo, en enero de 2015 el Ejecutivo ingresó a trámite en la H. Cámara de Diputados una indicación sustitutiva al proyecto de ley que fortalece la descentralización.

Por su parte, en el ámbito local, se plantea la presente iniciativa, la cual busca dar respuesta al creciente aumento de responsabilidades de las municipalidades del país, fortaleciendo el ámbito de sus recursos humanos, y estableciéndoles obligaciones de información y rendición de cuentas en estas materias. Esto implica avanzar para que las municipalidades transiten de administraciones a auténticos gobiernos locales.

En efecto, debe tenerse presente que en el año 1994 fue la última vez que se definieron las plantas municipales. Luego de más de dos décadas, es evidente que ha llegado el momento de actualizar dichas plantas y adecuarlas a las funciones municipales y demandas ciudadanas. Este desafío no es tan sólo un acto de aumento del número de funcionarios o de sus remuneraciones, sino que se trata de proponer un nuevo  diseño del municipio en cuanto a la gestión de sus recursos humanos. 

Al respecto debe considerarse la relación existente entre el número de funcionarios  y la cantidad de población a atender, la cual actualmente presenta una de  las menores tasas a nivel OCDE e incluso de América Latina. Junto a lo anterior, debemos agregar que el nivel de profesionalización promedio de las municipalidades del país es bajo, siendo de tan sólo 1 profesional por 4 funcionarios municipales.

En consideración a dicho diagnóstico, mi Gobierno realizó un proceso de diálogo con Alcaldes y funcionarios. Fruto de ello,  el 14 de Noviembre de 2014, firmamos junto a representantes de las municipalidades (Alcaldes) y de los funcionarios un Protocolo para la Modernización del Sistema Municipal Chileno. En dicho acuerdo, identificamos 4 ejes de modernización, a saber: 1) Responsabilidad Fiscal, 2) Recursos y Competencias, 3) Fortalecimiento de los Recursos Humanos y 4) Participación Comunal. Un primer producto de dicho Protocolo lo constituye la presente iniciativa legal, que traduce los acuerdos del capítulo sobre recursos humanos. Proyectos de ley complementarios, que abordan los acuerdos de los  restantes capítulos, serán presentados al H. Congreso durante mi mandato presidencial.

El presente proyecto recoge, además, recomendaciones emanadas  del Informe de la Comisión Asesora Presidencial en Descentralización y  Desarrollo de las Regiones. Dicha Comisión consideró necesario “Readecuar la Situación del Personal de las Municipalidades”, especificando que “Las decisiones que se adopten sobre la materia deben sustentarse en un diálogo que convoque a representantes de los funcionarios, de las Municipalidades y del Gobierno.”.

Junto a lo anterior, el proyecto de ley que someto a vuestra consideración recoge consideraciones y propuestas contenidas en el Informe Final del Consejo Asesor Presidencial contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción. En efecto, dicho Informe precisa que “Los gobiernos municipales son una pieza clave en la vinculación del poder público con los ciudadanos. Su relevancia radica en dicha proximidad y en su responsabilidad protagónica en la provisión de una gran cantidad de servicios y prestaciones a la comunidad local. Dicho de otro modo, la entidad municipal tiene una enorme importancia en la vida cotidiana y en las necesidades básicas de las personas.” 

El Informe del Consejo Asesor identificó además factores que pueden generar riesgo de corrupción. Es el caso, entre otros, de los recursos públicos asociados a sus múltiples y diversas funciones; la falta de estándares adecuados de cumplimiento efectivo sobre ejecución presupuestaria y administración financiera; la falta de personal profesional idóneo, así como la débil estabilidad laboral en muchos cargos; la ausencia de un patrón compartido de comportamiento de probidad; y la falta de controles adecuados en las áreas sensibles, así como de las sanciones correspondientes a los funcionarios y autoridades locales por faltas e ilícitos en probidad y cumplimiento de normas. Por ello, el proyecto de ley considera diversas propuestas que efectuó el citado Consejo Asesor. Es así como en materia de personal se recoge la idea de considerar “un plan gradual de capacitación y profesionalización del personal que abarque diversos aspectos, destinado a ordenar las plantas, a otorgar mayores niveles de estabilidad en el empleo, y a una mayor profesionalización de funciones y unidades clave”. Por ello, el proyecto de ley establece “mecanismos que potencien la profesionalización del personal. Se busca que en ciertas unidades relevantes de la organización municipal, “sus funcionarios cuenten con los títulos profesionales idóneos”. Asimismo, la iniciativa legal restringe el uso de la facultad de efectuar modificaciones en la planta municipal en períodos cercanos a elecciones municipales.

Finalmente, considerando que la fijación de las políticas públicas y la elaboración de normas legales y reglamentarias aplicables a las municipalidades es responsabilidad de los órganos del nivel central, con el fin de disponer de información adecuada que permita determinar dichas políticas y propuestas de normas, el proyecto de ley obliga a las municipalidades a remitir, a lo menos anualmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, una serie de antecedentes relacionados con personal y recursos humanos. Por otra parte, cada vez que una municipalidad establezca modificaciones a su planta de funcionarios, deberá informar de ello a la citada Subsecretaría.

II. CONTENIDOS DEL PROYECTO DE LEY.

1.  Fijación y modificación de plantas municipales.

La iniciativa posibilita el aumento de las plantas municipales de la actual dotación, con especial focalización en cargos de profesionales y técnicos. Así, faculta a que sean las propias municipalidades las que determinen sus plantas de personal. Se dispone que se facultará a las municipalidades para que cada 10 años, a propuesta de los Alcaldes, con acuerdo de 2/3 de los integrantes en ejercicio del concejo y dentro de sus disponibilidades presupuestarias; fijen o modifiquen su respectiva planta. 

Con el fin de asegurar debidamente la participación, se dispone que dentro del proceso de elaboración de la propuesta de planta se deberá consultar la opinión de las asociaciones de funcionarios vigentes al interior de la respectiva municipalidad, de aquellos regidos por el Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales. 

Asimismo, las citadas facultades en materia de plantas sólo podrán ejercerse cada diez años. Así, se podrán actualizar según las variaciones que experimente la realidad de la comuna respectiva. Para que en dicho proceso se consideren variables objetivas y se pueda adoptar las decisiones con la suficiente perspectiva, se dispone en el proyecto de ley que la fijación o modificación de plantas no podrá efectuarse en un año que corresponda a elecciones de Alcaldes o Concejales, debiendo ello realizarse dentro del año subsiguiente. En ese mismo sentido y en coherencia con lo anteriormente señalado, en normas transitorias se propone que la primera vez que se ejercerá la citada facultad será en el año 2018.

Por otra parte, la propuesta de planta de los Alcaldes deberá calcular la disponibilidad presupuestaria y su proyección, lo cual es relevante considerando que la planta debiese tener una vigencia de diez años. Para ello, deberá tener en cuenta los ingresos propios de la municipalidad y el gasto en personal del trienio inmediatamente anterior al año en el cual se determina la planta. 

En el mismo sentido, el proyecto de ley considera la posibilidad de sancionar por notable abandono de deberes tanto a los Alcaldes como a los Concejales que hayan participado en un proceso de modificación de plantas municipales, el cual haya considerado una proyección de ingresos y gastos, injustificadamente errónea. El procedimiento aplicable será el hoy vigente, correspondiéndole a los órganos de la justicia electoral pronunciarse sobre la materia. También se considerará que existe notable abandono de deberes en los casos en los cuales las autoridades municipales no revisen y realicen ajustes en consideración a los informes trimestrales, elaborados por la unidad de control, referidos a estados de avance del ejercicio programático presupuestario, estado de cumplimiento de los pagos por concepto de cotizaciones previsionales, aportes que la municipalidad debe efectuar al Fondo Común Municipal, entre otras materias. El mismo ilícito se configurará en caso de desatenderse la representación que la citada unidad de control, efectúe por los déficits que advierta en el presupuesto municipal así como pasivos contingentes.

Por otro lado, y en la perspectiva de mantenerlo actualizado en forma permanente, un requisito esencial para poder fijar plantas será el disponer de escalafón de mérito vigente, el cual permitirá elaborar la propuesta considerando la situación y derechos del personal existente en la municipalidad.

Para incrementar la tasa de profesionalización municipal, se dispone que a lo menos un 75% de los nuevos cargos que se creen requieran para su ejercicio de título profesional o técnico. Ello tiene relación con las nuevas y complejas competencias que se le han conferido a las municipalidades en las últimas décadas. El proyecto propone las necesarias normas de encasillamiento de personal que se requieren en aquellos casos en los cuales se efectúen modificaciones a las plantas. 

Asimismo, se considera la posibilidad de encasillar en las plantas a personal a contrata que tenga una antigüedad de diez años o más en la respectiva municipalidad. Se trata de reconocer la trayectoria de funcionarios públicos dotados de la experiencia y la expertiz necesarios para ingresar a las plantas municipales sin requerirse concurso público previo. 

Finalmente, y para garantizar la legalidad en la adopción autónoma de la definición de la respectiva planta, la iniciativa legal que someto a vuestra consideración propone que el acto administrativo municipal que disponga la planta sea sometido al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República. 

Una vez que el respectivo acto sea publicado en el Diario Oficial y estando ya vigente (1 de enero del año siguiente al de su publicación), se entenderán derogadas las correspondientes normas que fijaron las plantas de personal de las municipalidades del país; es decir, los actuales decretos con fuerza de ley serán reemplazados por actos administrativos municipales, en concordancia con la normativa constitucional vigente en la materia.

2. 
Modificaciones a límites máximos de gasto en personal y requisitos para el ingreso y promoción en los cargos de plantas.
El presente proyecto de ley propone ampliar el límite máximo del gasto en personal desde un 35% hasta un 40% de los respectivos ingresos propios municipales. De esta forma se posibilitará producir los aumentos de plantas descritos anteriormente. Para efectos de tener certeza sobre qué comprende el concepto de “gasto en personal”, el articulado del proyecto de ley proporciona una definición precisa y amplia de ello. Del mismo modo, la iniciativa legal precisa, para estos efectos, el concepto de “ingresos propios”. 

Asimismo, se dispone la ampliación del límite máximo de gasto en personal a contrata desde un 20% hasta el 40% del gasto en personal de planta. Por su parte, en las municipalidades con planta de menos de 20 cargos, podrán contratarse hasta 8 personas y no 4 como se dispone en la legislación hoy vigente.

En cuanto a los requisitos para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las municipalidades, el presente proyecto de ley traslada las normas hoy presentes en la ley N° 19.280, la cual posibilitó el anterior proceso de fijación de plantas municipales en los años 1993 y 1994, al articulado de la ley N° 18.883 Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Así, en un mismo cuerpo legal quedarán comprendidos los distintos requisitos para ingresar a las plantas de las municipalidades del país. Sin perjuicio de las modificaciones formales descritas, se propone una modificación de fondo en los requisitos de ingreso a las plantas de auxiliares, a saber, haber aprobado la educación media o encontrarse en posesión de estudios equivalentes. 

Debe considerarse, finalmente, que los nuevos requisitos contemplados en la propuesta legal, no se aplicarán al personal de planta y contrata hoy existente en las municipalidades, el cual continuará rigiéndose por las normas vigentes al momento de su ingreso a la carrera funcionaria, hasta su cese en ella.

3. 
Asignación profesional.
Durante mi primer Gobierno, en julio de 2007, se publicó la ley N° 20.198, la cual dio inicio al proceso de homologación de los sueldos base de los funcionarios municipales, respecto de sus pares de ministerios y servicios. Posteriormente, la ley N° 20.624 permitió completar dicho proceso de homologación de sueldos base. En la misma dirección, el año 2014 la ley N° 20.723 dispuso la homologación de los porcentajes comprendidos en la asignación de mejoramiento de gestión municipal respecto de la asignación de modernización del nivel central (PMG). Más aún, la Ley de Presupuestos del Sector Público hoy vigente contempla un aporte fiscal para facilitar a las municipalidades el pago de dicha homologación.

Como parte del mismo proceso el proyecto de ley que someto a vuestra consideración dispone el pago a los  funcionarios municipales de la asignación profesional. Así, los profesionales de municipalidades que se desempeñen en las plantas de directivos, profesionales y jefaturas percibirán una asignación similar a la de sus pares de nivel central. 

Sin perjuicio de lo anteriormente descrito, y con el fin de preservar el principio de igualdad, el proyecto de ley que someto a vuestra consideración dispone que, fruto del pago de la asignación profesional, ningún funcionario municipal podrá obtener una remuneración bruta mensual superior a la de un funcionario del nivel central de igual grado regido por la escala única de sueldos. Por ello se dispone la obligación de efectuar un ejercicio comparado que, en casos calificados, implicará efectuar una reducción exclusivamente del monto de la citada asignación. 

En cuanto a temporalidad, el proyecto de ley dispone que la asignación profesional se pagará progresivamente. Así, a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación, la asignación se pagará en un 17%; a contar del 1 de enero inmediatamente siguiente a dicha publicación será de un 34%; y a partir del 1 de enero del año subsiguiente al de publicación se pagará íntegramente en un 100%. El beneficio antes descrito no alcanzará a los jueces de policía local, dado que ellos tienen derecho a percibir una asignación mensual de responsabilidad judicial, según lo dispuesto en el artículo 5° de la ley Nº 15.231, Orgánica de los Juzgados de Policía Local. Del mismo modo, los Alcaldes no tendrán derecho a percibir tampoco la asignación profesional en consideración a que perciben la asignación de dirección superior contemplada en el artículo 69 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

4. 
Bono post laboral de la ley N° 20.305.
Durante los últimos años se han dictado diversas leyes que buscan otorgar incentivos a funcionarios públicos para retirarse de la carrera funcionaria. En el caso del sector municipal, la última norma dictada fue la ley N° 20.649. Al respecto, existen beneficiarios del artículo 14 de dicho cuerpo legal que cumplían los requisitos para acceder al bono post laboral dispuesto en la ley N° 20.305, y que no se les concedió tal beneficio, fundándose en que no cumplirían con los plazos para solicitarlo y porque la excepción contenida en esa norma legal no les sería aplicable. Dicha interpretación es subsanada por esta iniciativa.

Por lo anterior, y considerando un universo acotado de beneficiarios que ya dejaron de ser funcionarios y que solicitaron en su momento el bono post laboral; se dispone para ellos el derecho de acceder a tal beneficio en la medida naturalmente, que cumplan con los requisitos exigidos para ello. 

5. 
Mejoras de grados, incorporación de personal a contrata a la planta respectiva y actualización de posiciones relativas.
Como una forma de reconocer la labor realizada por el personal de planta, la presente iniciativa legal dispone, al igual que lo dispusiera el artículo 2° de la ley N° 19.280, mejoras de grado para algunos funcionarios.

Específicamente, el personal de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares será encasillado en el grado inmediatamente superior al que sirve en calidad de titular.  Dicho beneficio alcanzará al personal que se haya encontrado en las citadas plantas entre los grados 15° al 20°, ambos inclusive.  

El citado encasillamiento operará por el sólo ministerio de la presente ley a contar el primer día del mes siguiente al de su publicación, correspondiéndole a la respectiva municipalidad dictar el acto administrativo que reconozca y formalice ello. El mismo personal que se haya beneficiado por el aumento de grado citado, tendrá derecho a acceder a un aumento adicional de grado a contar del 1 de enero del año 2017. 

Sin perjuicio de lo anterior, a contar del 1 de enero del año siguiente al de publicación del presente cuerpo legal, y por el sólo ministerio de ésta, se encasillaría en un grado superior al personal de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que al 1 de enero de 2015 se encontrare sirviendo como titular cargos entre los grados 10° al 14°, ambos inclusive.

Un requisito común para acceder a los beneficios descritos anteriormente, es que el respectivo funcionario deberá haberse desempeñado al menos durante 5 años, continuos o discontinuos con anterioridad al 1 de enero de 2015, en la misma municipalidad. Para ello podrá considerarse el tiempo servicio en la planta o a contrata.

Además de los beneficios antes descritos para el personal de planta, la presente iniciativa legal propone también efectuar un reconocimiento al personal a contrata. Por ello, se faculta a los Alcaldes a modificar los actos administrativos que dispusieron las contrataciones del personal a contrata asimilado a grados de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. Lo anterior con el objetivo de disponer aumentos de grados en los mismos términos establecidos para el personal de planta. Se requerirá para ello de una antigüedad mínima de 5 años en la misma municipalidad, continuos o discontinuos, contados hacia atrás desde el 1 de enero de 2015. 

Luego, se contempla que estos aumentos de grados se realicen con los cargos vacantes que existan en la planta municipal, y para el caso en que estas no sean suficientes, se propone facultar a los Alcaldes para modificar las plantas de personal durante el año de publicación de la ley. Se podrán crear al efecto los cargos necesarios para los fines descritos, asimismo, se entenderán suprimidos por el solo ministerio de la ley en el mismo número de cargos que se creen, aquellos cuya vacancia genere los funcionarios encasillados en grados superiores.  No obstante lo anterior, y con el fin de conservar la escala, no se suprimirán en caso alguno los grados correspondientes al último de cada una de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, debiendo quedar, a lo menos y siempre, un cargo en cada grado de dichas plantas. 

Las modificaciones de grado dispuestas en las normas transitorias de la presente iniciativa no constituirán como ascensos, conservando los funcionarios sus respectivos bienios.

Para efectos de facilitar los incrementos de grado, el proyecto  de ley propone modificar las posiciones relativas sólo en los estamentos de auxiliares, administrativos y técnicos, en lo referido específicamente a la posición relativa del grado tope de cada estamento, pasando éste a ser el inmediatamente superior. 

6. 
Bono especial.
Los funcionarios  municipales que tengan derecho a percibir la asignación profesional, tendrán derecho a percibir un bono especial, imponible y tributable que ascenderá al equivalente a cuatro veces el monto que les corresponda recibir  por dicha asignación, es decir, y considerando la gradualidad del 17%, equivaldrá a un 68% de su monto mensual en régimen para aquellos que la reciban en su monto máximo.

Del mismo modo, quienes ejerciendo cargos en plantas de técnicos, administrativos o auxiliares que se encuentren al 1 de enero de 2015 entre los grados 15° al 20°, ambos inclusive, podrán acceder a un bono especial. Dicho bono especial será equivalente a la diferencia mensual existente entre el total de haberes brutos que le corresponda a partir de la vigencia del incremento de grado y los existentes en forma previa al incremento de aquel, multiplicado por el factor 4. 

7. Incremento Previsional.
El decreto ley N° 3.501 de 1980 que fijó un nuevo sistema de cotizaciones previsionales dispuso que, a partir de su entrada en vigencia, esto es, el 1 de marzo de 1981, las cotizaciones gravarían las remuneraciones de los funcionarios dependientes que en dicho cuerpo legal se indican. Como consecuencia de ello, los trabajadores antedichos verían disminuida su remuneración líquida, puesto que al pasar del antiguo sistema previsional de reparto (administrado por múltiples cajas) al de capitalización individual (en manos de administradoras de fondos de pensiones) las cotizaciones previsionales pasarían a ser de cargo de ellos mismo. 
Teniendo en cuenta ello, el decreto ley dispuso que se incrementaría la remuneración de los trabajadores, en la parte afecta a imposiciones al 28 de febrero de 1981, utilizando para ello una serie de factores que se indican en el citado cuerpo legal.

Así, el artículo 4° del decreto ley dispuso que los incrementos previsionales sólo debieran producir el efecto de mantener el monto total líquido de las remuneraciones.  En consecuencia, el decreto ley N° 3.501 estableció que los trabajadores que pasaren al sistema de pensiones creado por el decreto ley N° 3.500 de 1980, mantendrían el monto líquido de sus remuneraciones. Asimismo, dispuso que, se incrementaría el monto de la remuneración en la parte afecta a imposiciones al 28 de febrero de 1981. Fruto de lo anterior, el incremento en la remuneración se haría conforme los factores indicados en el decreto ley y el límite de cálculo para determinar el aumento sería el 28 de febrero de 1981. Del mismo modo, los incrementos no modificarían el monto de los beneficios y prestaciones en la parte no afecta a imposiciones previsionales.  

Históricamente, la jurisprudencia de la Contraloría General de la República dispuso que no procedía calcular el incremento previsional respecto de elementos remuneratorios creados o reconocidos con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia del decreto ley Nº 3.501, es decir, establecidas después del 28 de febrero de 1981. Ello conforme el texto expreso del decreto ley 3.501 de 1980 (Criterio reiterado en los dictámenes N° 27.108 de 1983; 28.993 de 1998; 40.282 de 1997).

No obstante ello, con ocasión del Dictamen N° 8.466 de 22 de febrero de 2008, la Contraloría señaló que “los trabajadores dependientes afiliados a las instituciones de previsión indicadas en el artículo 1° de ese cuerpo normativo (decreto ley 3.501 de 1980) mantendrán el monto líquido de sus remuneraciones, para lo cual se incrementarán éstas, en la parte afecta a imposiciones, mediante la aplicación de los factores que la misma norma indica.” Omitiendo en dicho dictamen a continuación de la palabra “imposiciones” la frase “al 28 de febrero de 1981”.

Amparados en dicho Dictamen, algunos municipios del país entendieron que la Contraloría había variado su interpretación de la norma, en el sentido de autorizar una nueva fórmula para determinar el aludido beneficio, razón por la cual comenzaron a pagar tal incremento calculándolo sobre el total de las remuneraciones imponibles, sin considerar la fecha límite impuesta por el legislador del 28 de febrero de 1981.

Luego de ello, la Contraloría debió precisar su interpretación y por medio del dictamen N° 44.764 de 18 de agosto de 2009, aclaró que el incremento debía calcularse aplicando el factor correspondiente sólo sobre las remuneraciones que al 28 de febrero de 1981 se encontraran afectas a cotizaciones previsionales y no a las creadas o establecidas con posterioridad las que no gozan del beneficio establecido en dicha fecha por el legislador.

En este contexto, esa entidad de Control debió emitir el dictamen N° 50.142 de 9 de septiembre de 2009, donde señaló cómo proceder en los casos en que el pago del incremento se había verificado erróneamente. Así dispuso que, las autoridades comunales debían modificar su actuar y ajustar al cálculo del incremento, ordenando la devolución de las sumas mal pagadas. Además, los municipios que no habían procedido de ese modo, debían abstenerse de calcular ese beneficio aplicando el erróneo método de cálculo. Luego de emitido el dictamen N° 50.142, a través de un oficio circular  solicitó a todas las municipalidades del país que informaran sobre pagos efectuados en virtud de la interpretación que se hiciera del cálculo del incremento.

Con la información recibida, en octubre de 2010, procedió a emitir resoluciones para cada una de las entidades edilicias que habían incurrido en pagos improcedentes, ordenado el reintegro de las sumas pagadas indebidamente y la restitución por parte de los funcionarios respectivos de los montos individualmente percibidos. 

Al respecto dispuso que, en caso de pagos indebidos por concepto del incremento previsional, efectuados con posterioridad a la emisión de los dictámenes N°s. 44.764 y 50.142 de 2009, se iniciarían acciones civiles contra los responsables del detrimento causado al municipio. Asimismo, los servidores afectados podrían impetrar ante la Contraloría, el otorgamiento de facilidades o la liberación total o parcial de las sumas adeudadas, en relación con los pagos realizados con anterioridad a la emisión de los dictámenes N°s. 44.764 y 50.142 ambos de 2009.

Lo señalado precedentemente se traduce en el hecho que aún existen municipalidades que continúan pagando en forma errónea dicho incremento previsional; cuestión que ha creado una situación de profunda desigualdad, dado que la escala única de remuneraciones existente en el ámbito municipal se ha visto severamente afectada. 

Por ello, he estimado conveniente someter a vuestra consideración dentro de la presente iniciativa legal una norma que ratifica en forma expresa el criterio interpretativo sostenido históricamente por el Órgano Contralor. Por ello se incorpora en el presente proyecto de ley una norma interpretativa del inciso segundo del artículo 2° del  decreto ley Nº 3.501, de 1980, en el sentido de indicar expresamente que el incremento previsional contemplado en dicho cuerpo legal, debe ser calculado aplicando el factor que corresponde sólo sobre las remuneraciones, estipendios y asignaciones de carácter habitual, permanentes e imponibles que al 28 de febrero de 1981 se encontraren afectas a cotizaciones previsionales y no a las creadas con posterioridad a dicha fecha.

Por otra parte, con el fin de garantizar seguridad jurídica y, a la vez, no afectar el patrimonio de funcionarios o ex funcionarios municipales que recibieron de buena fe recursos calculados erróneamente por sus respectivas municipalidades empleadoras; se propone que las administraciones locales que, antes del 30 de abril de 2015, hayan calculado y pagado el incremento previsional aplicando el factor que corresponde a remuneraciones afectas a cotizaciones previsionales, creadas o establecidas con posterioridad al 28 de febrero de 1981, no puedan exigir de parte de los respectivos funcionarios devolución alguna por dicho concepto. Lo anterior contempla, además, el término inmediato de todos los procesos jurisdiccionales y acciones administrativas en curso iniciados con motivo de cálculos erróneos del citado incremento. 

Junto a lo anterior, se proponen impedir que funcionarios o ex funcionarios que se hayan desempeñado en municipalidades que han pagado de forma jurídicamente correcta dicho incremento soliciten algún tipo de compensación. Del mismo modo, funcionarios o ex funcionarios que realizaron las devoluciones solicitadas en su oportunidad no podrán solicitar la devolución de dichos montos. 

Para evitar que el problema descrito persista en el tiempo, se establece la máxima sanción administrativa (destitución) para aquellos funcionarios municipales que dispongan o perciban la citada asignación de incremento de una forma distinta a la dispuesta en la presente iniciativa legal. En el caso específico de los Alcaldes, lo anterior se considerará notable abandono de deberes.

8. Nuevas competencias de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.

La Constitución Política precisa en su artículo 122 que las municipalidades son órganos autónomos. Ello cobra especial relevancia en el hecho el Ejecutivo central no ejerce ninguna competencia fiscalizadora respecto de las administraciones locales. No obstante lo anterior, la fijación de las políticas públicas y la elaboración de normas legales y reglamentarias aplicables a las municipalidades es responsabilidad de los órganos del nivel central.

Por ello, y sólo con el fin de disponer de elementos que permitan determinar dichas políticas y propuestas de normas; se obliga a las municipalidades a remitir, a lo menos anualmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública una serie de antecedentes relacionados con personal y recursos humanos. 

Por otra parte, cada vez que una municipalidad establezca modificaciones a su planta de funcionarios deberá informar de ello a la citada Subsecretaría.

9. Aumento del aporte fiscal permanente al Fondo Común Municipal y normas especiales de financiamiento.

En la actualidad el Fisco debe efectuar todos los años, en la respectiva ley de presupuestos, un aporte fiscal al Fondo Común Municipal. Dicho aporte debe ser de 218.000 unidades tributarias mensuales. En la presente iniciativa legal se propone aumentar, a contar del año 2018, dicho aporte fiscal a 1.052.000 unidades tributarias mensuales. Lo anterior quiere decir que se propone casi quintuplicar el aporte que el Fisco efectúa anualmente y de forma permanente a las municipalidades.

Asimismo, y en consideración a los mayores gastos en los que deberán incurrir las municipalidades como consecuencia de las normas propuestas en el presente proyecto de ley; el Fisco efectuará un aporte especial y excepcional durante sus primeros años de implementación.  Así, para el año 2015 se considera un aporte extraordinario para las municipalidades de M $ 12.000.000, el año 2016 M $ 24.000.000 y el año 2017 M $ 36.000.000. Dichos recursos serán distribuidos sólo para satisfacer los mayores costos que impliquen pagos de nuevas asignaciones, incrementos de grados y bonos especiales considerados en la presente iniciativa.

10. Fortalecimiento de la Política de Recursos Humanos.

La presente iniciativa legal incorpora a la política de recursos humanos como un instrumento relevante en la gestión municipal. Además, establece nuevas obligaciones de información y rendición de cuentas en estas materias. De esta forma se incorporan propuestas del Consejo Asesor Presidencial Contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción. 

En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- A contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente ley, concédase una asignación profesional a los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883, de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas, así como a los funcionarios a contrata asimilados a grados de las señaladas plantas, siempre que cumplan con los demás requisitos del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974. 

Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico. Su monto será el mismo que establece el artículo 19 de la ley N° 19.185 para los grados que resulten procedentes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley. 

Lo dispuesto en este este artículo no se aplicará a los Alcaldes, ni a los Jueces de Policía Local. 

Artículo 2°.- Respecto de los funcionarios a los cuales se les aplique lo dispuesto en el artículo precedente, la remuneración bruta mensual que resulte de incluir la asignación profesional, deberá compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos grados y estamentos, de la Escala Única de Sueldos.

El funcionario podrá percibir el monto de la asignación profesional que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos considerando los componentes que se indican en el inciso siguiente. En caso de requerirse ajustes, se realizarán exclusivamente con cargo a la asignación profesional.

La sumatoria de rentas que se compararán, corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:

I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1981:

a) 
Sueldo base;

b) 
Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;

c) 
Asignación del artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1981;

d) 
Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;

e) 
Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675;

f) 
Asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717;

g) 
Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429;

h) 
Asignación del artículo 1º de la ley Nº 19.529; y, 

i) 
Asignación del artículo 1º de la presente ley.

II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974:
a) 
Sueldo base;

b)   Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;

c) 
Asignación del artículo 3º del decreto ley Nº 479, de 1974;

d) 
Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 1.770, de 1977;

e) 
Asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185;

f) 
Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;

g) 
Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675;y,

h) 
Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429.

En ningún caso, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de las remuneraciones de los funcionarios municipales que les hubieren correspondido sin la asignación del artículo 1° de esta ley.

Artículo 3º.- Los ex funcionarios regidos por la ley Nº 18.883 que percibieron las bonificaciones por retiro voluntario en virtud del artículo 14 de la ley Nº 20.649, que habiendo presentado la solicitud para acceder al bono establecido en la ley Nº 20.305, al momento de solicitar dichas bonificaciones no se les hubiere dado curso al pago del bono por haberse considerado inaplicables estas normas por no cumplir con los plazos de doce meses contemplados en los artículos 2º número 5) y 3º de la ley Nº 20.305; tendrán derecho a acceder al mencionado bono siempre que cumplan los requisitos para acceder a él.

El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que haya cesado en sus funciones. 
Artículo 4°.- Declárase interpretado el inciso segundo del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980, respecto de los funcionarios regidos por la ley N° 18.883 y remunerados conforme al Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1980; en el sentido que, a contar del 1 de marzo de 1981, los factores que, por concepto del incremento previsional establecido en el ya mencionado artículo 2°, han debido determinarse considerando únicamente las remuneraciones, estipendios y asignaciones de carácter habitual, permanentes e imponibles que, al 28 de febrero de 1981, se encontraban afectas a cotizaciones previsionales, los que para dichos funcionarios corresponden exclusivamente al monto del sueldo base que para cada uno de los grados estableció la escala contenida en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.
Artículo 5°.- Las municipalidades estarán obligadas a remitir, a lo menos anualmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, información referida a las siguientes materias, según los medios y en los formatos que determine al efecto dicha Subsecretaría: 

a) Modificaciones efectuadas a la planta de personal;

b) Dotación incluyendo personal de planta y a contrata, honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica;

c) Identificación de las fuentes de financiamiento de programas que posibilitan contratación de personas sobre la base de honorarios;

d) Escalafón de mérito vigente;

e) Antigüedad del personal, tanto en la respectiva municipalidad como en otros órganos de la administración del Estado;

f) Conceptos remuneratorios variables según particularidad de cada funcionario; y,

g) Gasto total en recursos humanos.

La información remitida sólo podrá ser utilizada para proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes al ámbito municipal, así como estudiar y proponer las normas aplicables a dicho sector.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:

1) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su letra b) la conjunción “y”.

b) Reemplázase en su letra c), el punto final por una coma(,) y agrégase la conjunción “y”.

c)  Agrégase la siguiente letra d) nueva:

“d)  La política de recursos humanos.”

2) Reemplázase en el numeral 5) del inciso tercero del artículo 14, el guarismo “218.000” por “1.052.000”.
3) Agrégase en la letra a) del artículo 27 a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: 

“Además, deberá informar trimestralmente al concejo municipal sobre las contrataciones de personal realizadas en el trimestre anterior, individualizando al personal, su calidad jurídica, estamento y grado de remuneración. También, en la primera sesión de cada año del concejo, deberá informar a éste sobre el escalafón de mérito del personal municipal y un reporte sobre el registro del personal enviado y tramitado en la Contraloría General de la República en el año inmediatamente anterior.”.
4) Agréganse, a continuación del artículo 49, los siguientes nuevos artículos 49 bis, 49 ter y 49 quáter:
“Artículo 49 bis.- Los Alcaldes, en el reglamento interno de la municipalidad, podrán fijar o modificar las plantas del personal de las municipalidades, estableciendo el número de cargos para cada planta y fijar sus grados, de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53, el reglamento que se dicte ejerciendo la potestad reconocida en el inciso anterior,  estará sometido al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República y se publicará en el Diario Oficial.

Para el ejercicio de esta facultad se deberán considerar los siguientes límites y requisitos:

1. El límite de gasto en personal vigente a la fecha del reglamento respectivo.

2.
La disponibilidad presupuestaria. El cálculo de la disponibilidad presupuestaria y su proyección deberán considerar los ingresos propios y el gasto en personal de los tres años precedentes al proceso de fijación o modificación de las plantas; todo lo cual deberá ser certificado previamente por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control de la municipalidad respectiva.

3. Disponer de escalafón de mérito del personal actualizado, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la ley N° 18.883.

4. En caso que se incremente el número total de cargos en la planta de personal, a lo menos un 75% (setenta y cinco por ciento) de los nuevos cargos que se creen deberán requerir título profesional o técnico.

5. Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 5° de la ley Nº 15.231, en el artículo 7° de la ley N° 19.602 y en el artículo 16 de esta ley; en lo atingente a la posición de los cargos que allí se indican.

6. Los Alcaldes deberán realizar  consulta a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad, en el proceso de elaboración de la planta de personal. 

7.
Los Alcaldes deberán presentar la propuesta de planta de personal y  del reglamento que la contenga al concejo municipal, la que deberá ser aprobada por los dos tercios de sus integrantes en ejercicio.

8.
 El concejo municipal no podrá aumentar el número de cargos ni modificar los grados que contenga la proposición y sólo podrá reducir o rechazar la proposición de planta.

9. La municipalidad deberá remitir copia del reglamento que determine la planta respectiva y sus antecedentes a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro de los sesenta días posteriores a su dictación.

En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad injustificadamente errónea; se entenderá que se configura un notable abandono de deberes tanto de parte de los Alcaldes como de los Concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.

Asimismo, se configurará notable abandono de deberes por la no revisión y realización de los correspondientes ajustes en consideración a los informes trimestrales a que se refiere el literal d) del inciso primero del artículo 29 o la representación contemplada en el artículo 81, en caso que en dichos informes o representaciones se consideren déficits derivados de la fijación o modificaciones de plantas. En dichas situaciones se procederá según lo dispuesto en el inciso precedente.

Artículo 49 ter.- Para los procesos de encasillamiento del personal que se originen en la fijación o modificación de plantas de personal de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo precedente, se seguirán las normas siguientes:

a) Los funcionarios de las plantas de directivos, profesionales, jefaturas, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.

b) Una vez encasillado el personal de la letra a) precedente en los cargos que queden vacantes, se  encasillará a los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas, que se encuentren en servicio al 31 de diciembre  del año anterior a la entrada en vigencia del reglamento que fija o modifica la planta de personal.

Los funcionarios a contrata señalados en el párrafo anterior, sólo podrán ser encasillados siempre que tengan, a lo menos, diez años de servicios continuos en la respectiva municipalidad anteriores al encasillamiento, cumplan con los requisitos generales y específicos del cargo correspondiente, y, se encuentren calificados en lista N°1 de distinción, o lista N°2 buena.

El nombramiento deberá realizarse  en un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encontraban asimilados. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos treinta y seis meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que tenían con anterioridad a dicho mejoramiento.

En caso que existan más funcionarios a contrata que cargos vacantes, la provisión de éstos se efectuará, en primer término, con aquellos que tengan más años de servicio en la respectiva municipalidad. En caso de empate, serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida, y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Alcalde. 

c) Una vez practicado el procedimiento anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán con los funcionarios señalados en la letra a) anterior, de acuerdo a los artículos 51, 52 y 53 de la ley N° 18.883. Si después de este procedimiento quedaren aún cargos vacantes, estos se proveerán en conformidad a lo estatuido en el Párrafo I del Título II de la citada ley.

d) Lo dispuesto en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

i.- El encasillamiento no podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, cesación de funciones o término de la relación laboral del personal. 

ii.- No podrá significar pérdida del empleo, disminución de sus remuneraciones, excepto en el caso contemplado en el párrafo tercero del literal b), ni modificación de derechos previsionales.
iii.- Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

iv.- Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo 49 quáter.- Las facultades conferidas en los artículos 49 bis y 49 ter, podrán ejercerse cada diez años y sólo dentro de dicho año; siempre que se cumplan los requisitos y límites que esta ley establece.

En caso de corresponder hacer uso de las citadas facultades en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse sólo  durante el año subsiguiente a éstas; correspondiendo nuevamente la facultad al cabo de diez años siguientes a aquel, a menos que se verifique la situación a que se refiere el presente inciso.

La nueva planta de personal entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

5) Agrégase a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 56, que pasa ser punto seguido, la siguiente frase: 

“Además, deberá presentar para aprobación del Concejo la política de recursos humanos, la cual deberá contemplar, a lo menos, los mecanismos de reclutamiento y selección; promoción y capacitación; y, egreso.”.

6) Introdúcense en el inciso segundo del artículo 67 las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en el literal g) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue por un punto y coma (;).

b) Agrégase la siguiente letra h) nueva, pasando la actual a ser letra i):

“h) Estado de la aplicación de la política de recursos humanos, y”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:

1) Modifícase su artículo 2° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso cuarto el vocablo “veinte”, la primera vez que aparece, por “cuarenta”, y la expresión “cuatro” por “ocho”.

b) Agréguese el siguiente inciso final: 

“El gasto anual en personal no podrá exceder, respecto de cada municipalidad, del 40% (cuarenta por ciento) de los ingresos propios percibidos en el año anterior. Se entenderá por gastos en personal el que se irrogue para cubrir las remuneraciones correspondientes al personal de planta y a contrata. Asimismo se considerarán en dicho gasto los honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. A su vez, los ingresos propios percibidos serán considerados como la suma de los ingresos propios permanentes señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales más los ingresos por participación en el Fondo Común Municipal indicados en el artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

2) Agrégase, en el artículo 7°, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Las plantas municipales establecidas de acuerdo al inciso anterior tendrán las siguientes posiciones relativas:

Alcaldes

del grado 1 al 6

Directivos 

del grado 3 al 10

Profesionales

del grado 5 al 12

Jefaturas

del grado 8 al 12

Técnicos

del grado 9 al 17

Administrativos 
del grado 11 al 18

Auxiliares 

del grado 13 al 20.”.

3) Agrégase, en el artículo 8°, el siguiente inciso final, nuevo:
“Para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las municipalidades se deberá cumplir con los siguientes requisitos:

1)
Plantas de Directivos: título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocido por éste.

No obstante, para los cargos de dirección destinados al mando superior de las unidades que se indican seguidamente, deberán cumplirse los requisitos específicos que se señalan:

a)
Para la unidad de obras municipales se requerirá título de arquitecto, de ingeniero civil o de constructor civil, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.

b) En la unidad de asesoría jurídica se requerirá título de abogado, habilitado para el ejercicio.

2)
Plantas de Profesionales: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.

3)
Plantas de Jefaturas: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.

4) Plantas de Técnicos: Título técnico de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera; o, en su caso, título de técnico nivel medio, en el área que la municipalidad lo requiera, otorgado por una institución de educación del Estado o reconocida por éste; o haber aprobado, a lo menos, cuatro semestres de una carrera profesional impartida por una institución del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera.

5) Plantas de Administrativos: Licencia de educación media o su equivalente.

6) Plantas de Auxiliares: Licencia de educación media o su equivalente. Para el ingreso o la promoción a cargos que impliquen el desarrollo de funciones de chofer, será necesario estar en posesión de la licencia de conducir que corresponda según el vehículo que se asignará a su conducción.”.

4) Agrégase en el inciso primero del artículo 25 a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser punto seguido(.) la oración siguiente: “Dichos programas deberán contemplar, a lo menos, cursos sobre probidad administrativa, contabilidad y gestión financiera municipal, estas dos últimas materias preferentemente para aquellos funcionarios que se desempeñen en áreas afines.”.

Artículo 8°.- Agrégase un inciso final nuevo al artículo 9° ter de la ley N° 19.803, que Establece Mejoramiento de la Gestión Municipal, del siguiente tenor:

“Para efectos de realizar la comparación del inciso primero, respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a la asignación profesional, también deberá sumarse, a las rentas señaladas en el numeral I del inciso cuarto, el valor que se pague por dicha asignación en el respectivo mes.”.

Artículo 9°.- Derógase el artículo 1° de la ley N° 18.294, que Establece normas y otorga facultades para instalación de nuevas municipalidades creadas en la Región Metropolitana de Santiago y modifica el decreto ley 3.063, de 1979.

Artículo 10.- Deróganse los artículos 11 y 12 de la ley N° 19.280, que Modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y Establece Normas Sobre Plantas de Personal de las Municipalidades.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que se encuentre nombrado al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que a continuación se indican; será encasillado en el grado inmediatamente superior al que sirve en calidad de titular, en el siguiente orden: 

a) A contar del primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley, se procederá a encasillar sólo a los funcionarios de las plantas antes señaladas que se encuentren al 1 de enero de 2015, entre los grados 15° al 20°, ambos inclusive.

b) A contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, se encasillarán a los funcionarios de esas plantas que se encuentre al 1 de enero de 2015, entre los grados 10º al 14º, ambos inclusive. 
Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.

Artículo Segundo.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que se haya encontrado nombrado  al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares en los grados 15º al 20º, ambos inclusive, será encasillado a partir del 1 de enero de 2017 en el grado inmediatamente superior al que está en posesión a esta última fecha.

Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.
Artículo Tercero.- Sin perjuicio de las normas que regulan el empleo a contrata, los Alcaldes podrán, de acuerdo a la respectiva disponibilidad presupuestaria, modificar los decretos que determinan al personal a contrata para efectos de aplicar en los mismos términos a este personal lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios anteriores. En este caso, las modificaciones de grados entrarán en vigencia a partir de la fecha de la total tramitación del respectivo reglamento.

Para acceder a lo establecido en el inciso precedente, los funcionarios a contrata deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido a contrata asimilado a la respectiva planta.
El personal a contrata al cual se le aplique este artículo, no quedará afecto a la limitación establecida en el inciso tercero de la letra b) del artículo 49 ter de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que se incorpora a través de la presente ley, respecto de los mejoramientos de grado remuneratorio en los últimos 36 meses.

Artículo Cuarto.- Para efectos de la aplicación de los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se utilizarán los cargos vacantes de las respectivas plantas de personal. 
Si aplicado el mecanismo anterior faltaren cargos, los Alcaldes estarán facultados para modificar las plantas del personal de las municipalidades, sólo con el objeto de crear los cargos necesarios para ello. A su vez, se entenderán suprimidos por el sólo ministerio de la ley, en el mismo número de cargos que cree, aquellos cuya vacancia generen los funcionarios a los cuales se encasille de acuerdo a los artículos primero y segundo transitorios de esta ley. Con todo, no se suprimirán los cargos correspondientes al último grado de cada una de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, y siempre deberá quedar, a lo menos, un cargo en cada grado de dichas plantas. Con todo, el número total de cargos de cada una de las plantas antes señaladas deberá ser, a lo menos, el mismo que existía con anterioridad al encasillamiento.
Los actos administrativos que formalicen lo dispuesto en el inciso anterior deberán dictarse dentro de los noventa días siguientes a las respectivas fechas que fijan los artículos primero y segundo transitorios precedentes disponiendo los respectivos encasillamientos. 
Para la aplicación de lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se podrá superar el límite establecido en el inciso final del artículo 2° de la ley N° 18.883, incorporado por el literal b) del número 1 del artículo 7° de la presente ley, sólo hasta los porcentajes que sean necesarios para la señalada aplicación.

Artículo Quinto.- Los cambios de grado que determine la aplicación de los artículos primero a tercero transitorios de esta ley, no serán considerados como ascensos para los efectos previstos en la letra g) del artículo 97 de la ley N° 18.883. 
Los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. 

Artículo Sexto.- El Fisco efectuará un aporte extraordinario a las municipalidades durante el año 2015 de M$ 12.000.000 (doce mil millones de pesos), en el año 2016 de M$ 24.000.000 (veinticuatro mil millones de pesos) y en el año 2017 de M$ 36.000.000 (treinta y seis mil millones de pesos).

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante resolución, que será visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda; anualmente determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Dicha resolución especificará los criterios de priorización utilizados en la distribución de los recursos.
Para estos efectos, dichas municipalidades deberán acreditar mediante los medios, forma y oportunidad que determine dicha Subsecretaría los costos involucrados para la aplicación del presente artículo.
Para dichos efectos los Alcaldes a través de un oficio solicitarán anualmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo los fondos respectivos, documento que será acompañado por certificado emitido por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control, el que  además deberá ser suscrito por el respectivo secretario municipal en su calidad de ministro de fe, el que  contendrá un resumen de los mayores costos por gastos en personal, clasificados por grado tanto respecto de los funcionarios de planta y contrata. 
Los oficios a que se refiere el inciso cuarto, deberán ser enviados a la citada Subsecretaría dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, para efecto del pago de los beneficios del año correspondiente.
Para la entrega de los aportes respectivos a los años posteriores, los oficios deberán ser enviados a más tardar el 28 de abril de cada año. 
Las municipalidades sólo podrán destinar los citados fondos aportados a financiar el mayor gasto determinado por la aplicación del artículo 1° y artículos primero, segundo, tercero y octavo transitorios de la presente ley. 
La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecidas en el artículo 236 del Código Penal.

Artículo Séptimo.- El monto de la asignación profesional establecida en el artículo 1° de la presente ley ascenderá a un 17% (diecisiete por ciento)de su monto total desde el primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de ese año; a un 34% (treinta y cuatro por ciento) de su monto total desde el 1 de enero del año siguiente a dicha publicación; y a un 100% de ella a contar del 1 de enero del año subsiguiente a la referida publicación.

Artículo Octavo.- Concédese, por una sola vez, a los funcionarios municipales que a continuación se indican, un bono especial, imponible y tributable, cuyo monto ascenderá a:
a)
Respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a percibir la asignación profesional del artículo 1° de esta ley en el mes siguiente al de su publicación, el bono ascenderá a cuatro veces el monto que le corresponda por ese concepto en dicho mes. 
b)
Respecto de los funcionarios municipales titulares de un cargo de las plantas de técnicos, administrativos o auxiliares a quienes se les aplique la letra a) del artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia que resulte entre el total de haberes brutos que le corresponda al mes subsiguiente de la fecha de publicación de la presente ley y el total de haberes brutos del mes anterior a dicha publicación. Para efectos del presente literal, no se considerará la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida en la ley N° 19.803. También tendrán derecho a dicho bono, los funcionarios a contrata que se encuentren en las mismas condiciones de los funcionarios de planta antes señalados y que se les aplique el artículo tercero transitorio de esta ley.
Este bono se pagará en una sola cuota, en el mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha.
Artículo Noveno.- Las facultades concedidas en los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N°18.695, introducidos por el artículo 6° de la presente ley, podrán ejercerse por primera vez dentro del año 2018.

La modificación establecida por el número 2 del artículo 6° de la presente ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año 2018.
Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establecen en el número 3 del artículo 7° de la presente ley, no serán exigibles respecto de los funcionarios municipales titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley. Asimismo, a los funcionarios municipales a contrata en servicio a dicha fecha cuyos contratos se prorroguen, no les serán exigibles los requisitos antes señalado.

Artículo Décimo.- Deróganse las correspondientes normas que fijaron las plantas de personal de las municipalidades del país, a contar de la fecha de entrada en vigencia del primer  reglamento que fije para cada municipalidad la nueva planta de personal establecida en virtud de los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N° 18.695, según corresponda.

Artículo Décimo Primero.- 
Condónanse las cantidades que en exceso hayan recibido y no hayan sido restituidas por los funcionarios o ex funcionarios a que se refiere el artículo 4° de la presente ley, en virtud del pago del incremento previsional contemplado en el artículo 2° del decreto ley N° 3.501 de 1980, en el período que media entre el 1 de marzo de 1981 y el 30 de abril de 2015.
Declárase que la condonación dispuesta en el inciso anterior bastará para regularizar la situación de los funcionarios o ex funcionarios ante las respectivas municipalidades, no pudiendo estas corporaciones exigir devolución alguna de parte de ellos por dicho concepto. 
Asimismo, deberá procederse a poner término a todos los procesos administrativos o judiciales, cualquiera sea la etapa en que se encuentran, que tengan su origen en una interpretación diversa de la establecida en el artículo 4° de la presente ley.
Decláranse extintas las responsabi-lidades civiles, administrativas y criminales de funcionarios o ex funcionarios municipales, así como de Alcaldes, Concejales, ex Alcaldes y ex Concejales que se deriven de acciones u omisiones relacionadas con una estimación del incremento previsional contraria a lo estatuido en el artículo 4° de la presente ley.
Con todo, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, en caso alguno y bajo ningún supuesto podrán pagarse remuneraciones a funcionarios municipales interpretándose el inciso segundo del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980, de una forma diferente a la indicada en el artículo 4°. A aquellos funcionarios que dispusiesen o recibiesen pagos en forma contraria a lo señalado, sin hacer devolución de ellos, se les aplicará la medida disciplinaria de destitución de conformidad a lo dispuesto en el Título V de la ley N° 18.883, que establece el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Para el caso de Alcaldes, el incurrir en la conducta señalada en este inciso será considerado notable abandono de deberes, otorgándose acción pública para sustanciar el respectivo procedimiento, el que se sujetará a lo dispuesto en el artículo 60 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Artículo Décimo Segundo.- Las sumas que funcionarios o ex funcionarios municipales hubiesen restituido a las respectivas municipalidades, con motivo de pagos de remuneraciones que hubieren considerado el incremento previsional en una forma distinta a la señalada en el artículo 4° de la presente ley; no darán derecho a aquellos a ningún tipo de devolución, restitución o compensación.
Asimismo, los funcionarios o ex funcionarios municipales que, con motivo de pagos de remuneraciones hubieren percibido el incremento previsional en concordancia con lo dispuesto en el artículo 4° de la presente ley, no tendrán derecho a compensación alguna.

Artículo Décimo Tercero.-
Las anotaciones, que hubieren recibido en su hoja de vida los funcionarios municipales regidos por la ley N° 18.883, y remunerados de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980,  sean éstas de demérito o que dieren cuenta de alguna medida disciplinaria, únicamente por razón de haberse interpretado erróneamente el artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1981, con anterioridad al 30 de diciembre de 2014, se entenderán eliminadas por el sólo ministerio de la ley. 
Dentro del plazo de treinta días contados desde la publicación de la presente ley,  la unidad encargada de personal, o a la que cumpla dichas funciones en la municipalidad, deberá tomar las medidas pertinentes para dejar constancia en la hojas de los funcionarios de la eliminación de las respectivas anotaciones. Dentro del mismo plazo deberá comunicar a los funcionarios correspondientes respecto de la eliminación de la anotación. 
La presente norma solo tendrá efecto en las calificaciones, escalafones de mérito, o ascensos a contar del periodo calificatorio que se inicie en forma posterior a la fecha de publicación de la presente ley, sin que el funcionario pueda alegar perjuicio alguno, que signifique daño a su patrimonio o a su carrera funcionaria.

Artículo Décimo Cuarto.- 
El mayor gasto que irroguen las modificaciones dispuestas en la presente ley será de cargo municipal. 
Con todo, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia para los artículos 3° y sexto transitorio, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, INFORME COMPLEMENTARIO DE SU SEGUNDO INFORME, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

(7.616-06)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de emitir un informe complementario del segundo informe recaído en el proyecto de ley indicado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique.

A las sesiones en que la Comisión trató nuevamente esta iniciativa concurrieron los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma y Alfonso De Urresti.

Además asistieron, por el Ministerio Secretaria General de la Presidenta, la Subsecretaria señora Patricia Silva, los asesores de esa cartera señora Valeria Lübbert, y señores Nicolás Mena, Nicolás Torrealba y Juan Moreno. Por la Contraloría General de la República, la abogada señora Cristina Alcántara.
Asimismo, también estuvieron presentes el asesor del Senador señor Quinteros, señor Jorge Frites; del Honorable Senador señor Coloma, señor Álvaro Pillado; del Honorable Senador señor De Urresti, señor Claudio Rodríguez; del Honorable Senador señor Espina, señor Pablo Urquizar; del Comité del Partido comunista de la Cámara de Diputados, señor Matías Jiménez, de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery; y de la Fundación Ciudadano Inteligente, señora María Jaraquemada.


Cabe destacar que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, calificándola de “discusión inmediata”.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe recordar que fueron calificados como normas de carácter orgánico constitucional y deben, en consecuencia, ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 y 84, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República, los siguientes artículos del proyecto:


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de declaración de intereses y patrimonio que señala los incisos tercero y cuarto del artículo 8º de la Carta Fundamental, los siguientes artículos del proyecto: 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 46, 47, 48, 49, números 1) y 6) del 55, 56, 57, 58, 1º transitorio y 2º transitorio. 


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado: artículo 2º.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional sobre organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, los siguientes artículos del proyecto: 9º, 10º, 11, número 1) del  44 y 54.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de declaración de intereses y patrimonio, y en la ley orgánica de Municipalidades: artículo 12.


- En razón de incidir en la ley orgánica que fija la organización y atribuciones de los tribunales: artículos 13, 50 y Nº 3) del 55.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículos 14 y 15.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional que fija la organización y atribuciones de los tribunales y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículos 16 y 18.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional que fija la organización y atribuciones del Ministerio Público y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículo 17.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículo 19º y número 7) del 55.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Banco Central: artículos 20 y 53.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional: números 3) y 4) del artículo 44.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de Contraloría General de la República y de Bases Generales de la Administración del Estado: artículo 45.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional: número 2) del artículo 55.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional: número 4) del artículo 55.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Ministerio Público: número 5) del artículo 55.


- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones: número 8) del artículo 55.

ANTECEDENTES

La Sala del Senado inició, los días 13 y 19 de mayo del presente año la discusión en particular de esta iniciativa. En la última de las sesiones mencionadas se presentaron algunas inquietudes que requerían ser zanjadas por la Comisión antes de finiquitar a la votación en particular de este proyecto. A partir de estos planteamientos, la Sala del Senado acordó que el proyecto volviera a esta Comisión para tratar puntualmente dichas inquietudes, para lo cual la Sala autorizó para presentar indicaciones durante la discusión de la iniciativa en la Comisión. En este término se presentaron nueve indicaciones: La 54 de los Honorables Senadores señores De Urresti, Quinteros y Zaldívar; la 55 de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Prokurica, Quintero y Zaldívar; la 56 del Honorable Senador señor  Larraín; la 57 del mismo autor; la 58 del Honorable Senador señor Coloma; la 59 de Su Excelencia la Presidenta de la República; la 60 de los Honorables Senadores señores Coloma y García; la 61 del Honorable Senador señor Navarro y la 62, del Honorable Senador señor Larraín.

-.-.-



Para los efectos de lo señalado en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículo que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 1 al 6; 9 al 14; 16, 21 a 42; 44 a 58, y 1º y 2º transitorios.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 56 y 62

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 55, 57, 58, 59 y 60

4.- Indicaciones rechazadas: 61.

5.- Indicaciones retiradas: 54.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

-.-.-

DEBATE DE LAS INDICACIONES EN LA COMISIÓN

ARTÍCULO 7





El artículo propuesto al Senado en el segundo informe es el que sigue:

“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener  la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:

a. Actividades profesionales, laborales, económicas,  gremiales o de beneficencia, sean  o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.

b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile deberán indicarse las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.

c. Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo.

d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, naves y aeronaves, indicando su inscripción, si correspondiere.

e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile o en el extranjero.

Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los, bienes inmuebles, concesiones y valores, a que se refieren las letras b., c. y f. de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra,  que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.

f. Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores.

h. La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.

La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o  conviviente civil.

Tratándose de las autoridades superiores de los Órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguineidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y el segundo grado de afinidad.

Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.

Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará la forma y los datos necesarios para la debida singularización y valorización de los bienes, obligaciones e intereses señalados en este artículo, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título. Asimismo, dicho reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía.”.

Al inicio de la sesión hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma, quien manifestó que además de las indicaciones deberían discutirse algunas orientaciones generales referidas al proyecto y mejorar las redacciones porque, en varios casos, la norma propuesta no es suficientemente clara.

En relación en particular con la regla sobre los derechos de aprovechamiento de aguas, el Parlamentario observó que la norma aprobada en el informe anterior es vaga, pues la letra c) del artículo 7° se refiere en primer término a quien es titular individual de esas prerrogativas, pero a renglón seguido, hace aplicable la disposición para toda autoridad que tiene esos derechos a través de cualquier sociedad, comunidad o entidad. Observó que la segunda parte parece ser excesiva pues incluiría casos como la participación en un pequeño aprovechamiento de agua para regadío o para uno de los sitios en un condominio suburbano, o situaciones aún más extremas, como la que se aplicaría a quien es propietario de una única acción de una sociedad de 100.000 acciones, que tiene entre sus muchos activos un derecho de aprovechamiento.

Su Señoría recordó que en su minuto el Gobierno intentó justificar esta norma señalando que su espíritu es que se aplique sólo a los casos de la letra e), es decir, a las entidades jurídicas en que la autoridad tiene derecho de control. Pero el tenor literal de la disposición en discusión no da pie para hacer esa interpretación restrictiva.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar indicó que el problema señalado por quién le antecedió en el uso de la palabra es real, y que una posible fórmula para solucionar es indicar en la letra en discusión que la regulación queda sólo para quién es titular del derecho de aprovechamiento, eliminando el resto de la norma desde la palabra “directamente”, ya que en los demás casos debiera operar la regla de letra e), que requiere declarar la participación en calidad de controlador de cualquier entidad jurídica.

El Honorable Senador señor Coloma añadió que la precisión que ahora se discute no es baladí, porque la regla general aprobada permite que cualquier interesado objete la declaración de la autoridad respectiva, y en los casos antes señalados, es perfectamente posible que ese personero no conozca la circunstancia de que la sociedad en la que tiene una participación minoritaria posee, entre muchos otros bienes, un derecho de aprovechamiento.

A su vez, el Honorable Senador señor De Urresti, indicó que entiende las observaciones antes señaladas, pero sentó el criterio de que los derechos de agua son particularmente delicados para muchas industrias, por lo que es imprescindible que la autoridad que está vinculada a la titularidad de uno de esos derechos, por sí mismo o a través de una persona jurídica, transparente su posición.

A continuación, se concedió el uso de la palabra a la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, quien recordó que este punto se tocó en la Comisión de Hacienda, y en esa oportunidad se llegó al entendimiento que señaló el Honorable Senador señor Coloma. Con todo, manifestó que para despejar cualquier duda bastaría la recomendación hecha por el Honorable Senador señor Zaldívar.

Al respecto, el Honorable Senador señor Coloma, indicó que una tercera vía es establecer la obligación de declarar estos derechos de aprovechamiento cuando se los tiene a través de una persona jurídica respecto de la cual la autoridad respectiva es dueña de más de un cierto porcentaje.

En relación con la propuesta anterior, el Honorable Senador señor Espina expresó que cualquier porcentaje de participación que se fije para estos efectos puede ser considerada arbitraria. En cambio, la idea de que se establezca la obligación respecto de la persona jurídica de la cual la autoridad es controladora es un parámetro objetivo, mucho mejor para estos efectos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma observó que toda esta precisión se hace sobre la base del texto aprobado en el trámite reglamentario anterior, que parece referirse sólo a quien es controlador de una sociedad regida por la ley de mercado de valores, pues en ese estatuto hay una definición exacta de que se entiende por control. Expresó que esa definición no es fácilmente extrapolable a otras asociaciones.

El Honorable Senador señor Larraín puntualizó que una solución intermedia es acoger la idea del Honorable Senador señor Zaldívar, pero especificar en la letra e) que la enunciación se refiere, también, a los derechos de agua.

A continuación el Honorable Senador señor Espina declaró cerrada la discusión y puso en votación la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Zaldívar.
- En virtud de los dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, sometida a votación la modificación antes referida fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.
A continuación, el Honorable Senador señor Coloma observó que la letra h), contenida en la página 17 del comparado, emplea la expresión “enunciación” del pasivo. Indicó que el significado del término puede ser equívoco, y parece ser mejor utilizar la expresión “declaración”.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que esto ya está en la ley vigente y en su reglamento, y ha sido implementado sin problemas por la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor Larraín expresó que es mejor mantener la redacción actual para evitar problemas de interpretación.

El Honorable Senador señor De Urresti añadió que la letra c) del artículo 60 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado también emplea la expresión “enunciación del pasivo”, por tanto concordó con la idea de mantener en este aspecto el proyecto tal como está.

Esta opinión fue concordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

A continuación se analizó la indicación número 54 de los Honorables Senadores señores De Urresti, Quinteros y Zaldívar, que propone modificar este artículo en los siguientes términos:

I. Agréguese una nueva letra d, pasando a ser la letra d a ser e y así sucesivamente:

“d. Participaciones en sociedades educacionales de que sea titular el declarante, directamente o a través de comunidades, sociedades o entidades señaladas en la letra f de este artículo.”.

II. Sustitúyase en la letra c la frase “letra e.” por “letra f.”.

El Honorable Senador señor De Urresti explicó que la proposición busca compatibilizar este proyecto con la recién aprobada reforma educacional, sede en la que se discutió latamente el evidente conflicto de interés que existe entre sostenedores y quienes ejercen cargos públicos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que aunque él es uno de los firmantes de la indicación, el punto parece quedar resuelto con lo que ya dispone la letra e), que se refiere a cualquier tipo de sociedades, no importa cuál sea su objeto. Añadió que si esta modificación no prospera, igual las autoridades vinculadas con los sostenedores deben declarar su situación.

A su vez, el Honorable Senador señor Espina manifestó que establecer una especificación muy estricta puede ser contraproducente, pues podría interpretarse, a contrario sensu, que lo que no está precisamente señalado queda afuera, pese al tenor genérico de la letra e). Indicó que es preferible dejar una constancia para la historia de la ley.

El Honorable Senador señor De Urresti expresó que comparte la observación del Honorable Senador señor Espina, pero recordó que además de la situación económica acá hay un tema delicado, porque se trata de una actividad económica que subsiste básicamente por los fondos públicos disponibles. Añadió que se conforma con que para la historia de la ley se deje constancia de esta discusión.

- Esta indicación fue retirada por sus autores.

La indicación número 55 de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Prokurica, Quinteros y Zaldívar, para reemplazar su inciso final por el siguiente:

“En el caso de los bienes inmuebles deberá incluirse su avalúo fiscal y fecha de adquisición y, para los ubicados en el extranjero el valor corriente en plaza de los mismos, en los términos del artículo 46 bis de la ley N°16.271, sobre impuesto a las Herencias, Asignaciones y donaciones. En el caso de naves y aeronaves se indicará su tasación, y respecto de los vehículos motorizados se deberá indicar su avalúo fiscal.

Para los bienes señalados en las letras e) y f), se indicará el valor corriente en plaza y, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde.”.

El Honorable Senador señor Espina recordó que el criterio original en este asunto, adoptado por la Cámara de Diputados, fue especificar para cada tipo de bien materia de la declaración, una forma particular de avaluación. En el segundo trámite constitucional, la Comisión optó por delegar esta facultad en un Reglamento del Presidente de la República, pero en la discusión de la Sala se observó que esta no era la manera adecuada de proceder, por lo que ahora se busca volver al criterio original. La idea, precisó, es determinar en cada tema el mecanismo de valorización que estableció la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió en la apreciación de quien le antecedió en el uso de la palabra. Añadió que la única parte que debería quedar regulada por un reglamento es la actuación que en este caso le corresponde a la Contraloría General de la República.

Por su parte, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, señaló que el Ejecutivo prefiere que este asunto quede tal como está. En subsidio, indicó que el Gobierno desearía mantener la referencia al inciso final del artículo 7º. Lo anterior, manifestó, se basa en la experiencia del Ejecutivo respecto de la dificultad para implementar una iniciativa legal que no autoriza a la dictación de un reglamento. Por lo demás, insistió, la norma reglamentaria no determinará el objeto de la declaración, sino el mecanismo de avaluación de cada bien.

Al respecto, el Honorable Senador señor Espina indicó que hay consenso en la Comisión para regular la materia en la presente iniciativa legal y no entregar el detalle a un reglamento, fortaleciendo, de esta forma, el espíritu de transparencia que inspira el actual proyecto de ley. Además, apuntó, la sola potestad reglamentaria de ejecución habilita al Presidente de la República a dictar un reglamento, si así lo estima necesario.

El Honorable Senador señor Larraín se mostró de acuerdo con la idea de regular el tema en la ley, sin embargo, manifestó la posibilidad de establecer el mecanismo de avaluación de cada bien en la norma que se discute y entregar el desarrollo de la norma a un reglamento. Al menos, debiera quedar constancia que la Comisión reconoce la potestad reglamentaria de ejecución del Presidente de la República, por tanto se estima innecesario reiterar tal facultad en la presente norma.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que, a diferencia de la Constitución del año 1925, la ley fundamental actual establece un dominio máximo legal. Hoy sólo son materias de ley aquéllas que señala el artículo 63 de la norma constitucional, y cualquier otra materia queda entregada a la potestad reglamentaria. En tal sentido, el Ejecutivo siempre puede ejercer el derecho a ejecutar la norma legal por medio de la dictación de un reglamento, siempre que no sea contrario a la norma de carácter legal. Señaló que de mantenerse la norma aprobada por la Cámara de Diputados no sería necesario establecer una referencia a un reglamento, salvo en la referencia a la Contraloría General de la República.

-Puesta en votación la indicación número 55, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

La indicación número 56 del Honorable Senador señor Larraín es para reemplazar su inciso final por el siguiente:

“Un reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.”.

El Honorable Senador señor Larraín explicó que la proposición es que un reglamento regule la forma como la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.

-Puesta en votación la indicación número 56, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 8





El artículo propuesto en el segundo informe de la Comisión es el que sigue:

“Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante, sin importar el régimen matrimonial o de bienes por el que hubieren optado. También comprenderá las actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, que aquél realice o en que participe actualmente, sean o no remuneradas.

Con todo, el declarante casado bajo el régimen de separación total de bienes o de participación en los gananciales, o que esté sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, y cuyo cónyuge o conviviente civil se haya negado a proporcionarle información relativa a sus bienes e intereses para estos efectos, deberá dejar expresa constancia de esta circunstancia en la respectiva declaración de intereses y patrimonio, quedando exento de responsabilidad por la obligación que impone este artículo.

La misma constancia señalada en el inciso anterior deberán hacer el declarante sujeto a un acuerdo de unión civil respecto de los bienes de su conviviente civil que no ingresen a la comunidad de bienes y el declarante casado bajo el régimen de sociedad conyugal respecto a los bienes que su cónyuge mujer administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil cuando ésta se haya negado a proporcionarle la información correspondiente a ellos.

La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.”.

Para este artículo se presentó la indicación número 57 del Honorable Senador señor Larraín que propone sustituir los incisos primero, segundo y tercero del artículo 8°, por los siguientes:

“La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes del cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal.

Si el declarante es casado bajo cualquier otro régimen, incluyendo la situación de la mujer casada prevista en los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil o en el caso del conviviente civil, si éste está sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, dicha declaración del cónyuge será voluntaria. 

Con todo, en el caso previsto en el inciso anterior, el declarante deberá incluir en su declaración de intereses aquellos aspectos relevantes del patrimonio de su cónyuge o conviviente civil que permita transparentar y evitar eventuales conflictos de interés.”.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, opinó que la idea del presente proyecto de ley es transparentar los conflictos de interés que se pueden presentar durante el ejercicio del mandato de una autoridad. En tal sentido, entregar a la voluntad del declarante cuando informar el posible conflicto resiente la esencia de la normativa que se propone, razón por la cual solicitó rechazar la indicación.

El Honorable Senador señor Larraín hizo presente la posible objeción de constitucionalidad de la norma que propone el proyecto de ley, por cuanto la Constitución Política sólo obliga a la autoridad a declarar su patrimonio e intereses y no a su cónyuge. Por tal motivo dicha obligación sólo podría ser exigible en el caso que los contrayentes hubieren optado por el régimen de sociedad conyugal, excluyendo los regímenes de separación de bienes, aun cuando podría establecerse una declaración voluntaria. Ahora bien, acotó, si no se declara el patrimonio del cónyuge o conviviente civil al menos podría exigirse en la declaración de intereses los aspectos más relevantes de tal patrimonio, con el objeto de prevenir que se produzca cualquier conflicto de interés a su respecto.

El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró de acuerdo con los dos incisos propuestos en la indicación. No obstante, estimó que el inciso tercero es de un carácter demasiado subjetivo, dado que entrega al cónyuge la decisión de informar a la autoridad declarante, sin esclarecer el mecanismo para lograr dicho objetivo.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, declaró, con respecto a la posible objeción de constitucionalidad, que la iniciativa legal en discusión no obliga al cónyuge a declarar, ya que el obligado siempre es la autoridad que debe incluir en su declaración de patrimonio los bienes de su cónyuge y, en caso de incumplimiento, el infractor será el funcionario público o autoridad y no su cónyuge.

Posteriormente, señaló que los dos primeros incisos propuestos por la indicación no incorporan ningún elemento nuevo a la legislación vigente, por lo que es fundamental mantener la norma en los términos en que ya fue aprobada, recomendación recogida tanto de la Comisión Engel como de la declaración modelo de la Organización de Estados Americanos (OEA).

Recordó que la declaración de la autoridad casada bajo el régimen de separación total de bienes o de participación en los gananciales, o que esté sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, será en la práctica de carácter voluntario, toda vez que el cónyuge o conviviente civil puede negarse a proporcionar la información relativa a sus bienes e intereses para estos efectos. En dicho caso, la ley exime de responsabilidad al declarante con la sola constancia de esta circunstancia en la respectiva declaración de intereses y patrimonio. Una solución, planteó, sería establecer en el artículo 8° que respecto de regímenes diferentes a la sociedad conyugal, la declaración del patrimonio del cónyuge será voluntaria, dejando constancia de dicha condición.

El asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Pablo Urquiza, concordó con la asesora del Ejecutivo con relación a la objeción de constitucionalidad del artículo 8°, señalando que la declaración del cónyuge o conviviente civil es voluntaria, porque si no acepta que se informe de sus bienes en la declaración de patrimonio de la autoridad sólo se deja constancia de dicha circunstancia, sin que esa negativa sea objeto de sanción alguna.

No ocurre lo mismo, manifestó, con el inciso tercero de la indicación propuesta, por cuanto se trataría de una declaración encubierta del cónyuge del funcionario. En ese sentido, se mostró partidario de mantener el artículo en la forma en que fue aprobado, agregando el carácter voluntario de la declaración de bienes propios del cónyuge o conviviente civil.

Luego, el Honorable Senador señor Coloma sumó a los argumentos ya expuestos sobre la posible objeción de constitucionalidad, el que la reforma constitucional presentada recientemente por el Ejecutivo, para disponer la declaración de patrimonio y de interés de los ex Presidentes de la República (Boletín N° 9.894-07), pone de manifiesto que la inclusión de nuevas autoridades o personas en la obligación de declarar patrimonio o intereses requiere una modificación de rango constitucional, lo que es más necesario cuando se pretende extender esa obligación a personas que no desempeñan funciones públicas, como ocurre cuando se busca obligar al cónyuge o conviviente civil de una autoridad sólo por tener esa calidad.

El Honorable Senador señor Zaldívar se manifestó en forma contraria a la opinión del Honorable Senador señor Coloma, haciendo presente que las reglas constitucionales son de interpretación estricta y la norma constitucional obliga a declarar patrimonio e intereses a las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale. De esta forma, no se requiere una modificación a la Constitución Política para establecer la obligación de declarar de otras autoridades o personas.

El Honorable Senador señor Larraín señaló que el problema de constitucionalidad se salva aludiendo al objetivo del presente proyecto de ley: evitar conflictos de intereses en las personas que ejercen un cargo o función pública. En dicha finalidad se comprenden los bienes del cónyuge o conviviente de la autoridad o, al menos, debiera la declaración de intereses incluir la actividad económica que desempeña, porque una autoridad casada con el dueño de una empresa dedicada a un determinado rubro no puede votar un proyecto de ley o dictar un reglamento en una materia relacionada con dicha actividad. Una opción, puntualizó, sería mantener el segundo párrafo del inciso primero, del artículo 8°, que señala que en la declaración se comprenderá las actividades profesionales, laborales, económicas, que la cónyuge o el conviviente realice o en que participe actualmente.

El asesor del Honorable Senador señor Quinteros, señor Jorge Frites, recordó que la declaración de los bienes del cónyuge o conviviente era una propuesta de la comisión de asesores que revisó el proyecto de ley, manteniendo dicha información reservada a disposición de la Contraloría General de la República, respetando así el mandato constitucional.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expresó que la reforma constitucional aludida que dispone la declaración de patrimonio e interés de los ex Presidentes de la República apunta a incluir en la norma de rango constitucional a dichas autoridades para impedir que el legislador posteriormente exima a ciertas autoridades de la obligación de declarar, pero que no excluye la posibilidad de establecer dicha exigencia para otras autoridades o personas por una norma de rango legal.

En cuanto a la indicación, reiteró el planteamiento de establecer el carácter voluntario de la declaración de bienes del cónyuge o conviviente sujeto a un régimen de bienes distinto a la sociedad conyugal, agregando que dicha declaración será de carácter reservado y quedará a disposición de la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor Espina observó que solicitar la declaración de patrimonio al cónyuge o conviviente separado de bienes no reviste mucho sentido, amén del problema práctico que representa, sin mencionar la inutilidad de establecer una obligación de declarar de carácter reservado.

Por lo anterior, sugirió incorporar un tercer inciso en el artículo 8° que señale que, con todo, en el caso previsto en el inciso anterior el declarante deberá incluir en su declaración los intereses, que estén en su conocimiento, de su cónyuge o conviviente civil, lo que permite transparentar y evitar un eventual conflicto de interés que a veces se presenta respecto de bienes cuyo titular es el cónyuge o conviviente civil y no la autoridad.

El Honorable Senador señor Zaldívar no se mostró completamente conforme con la proposición del Honorable Senador, señalando que establecer como obligación la declaración de bienes del cónyuge o conviviente que estén en su conocimiento es demasiado subjetivo. Si esa fuera la propuesta, manifestó, es partidario de mantener el artículo tal como fue aprobado, es decir, señalando que si no puede proporcionar la información por negativa del cónyuge o conviviente deberá dejar constancia de aquello.

El Honorable Senador señor Larraín concordó con la conveniencia de incluir una norma como la propuesta en el inciso tercero de la indicación en debate, aun cuando también puso en discusión una fórmula distinta que señale que con todo, en el caso previsto en el inciso anterior, el declarante deberá describir las actividades económicas, profesionales y laborales que su cónyuge realice, si corresponde. Al describir tales actividades, precisó, se puede revisar la presencia de un eventual conflicto de interés.

El Presidente de la Comisión sometió a consideración la constitucionalidad del artículo 8° en los términos aprobados en su segundo informe por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Puesta en votación fue aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Quinteros y Zaldívar, en tanto se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín.

-A continuación, puesta en votación la indicación número 57 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.
Al continuar con la discusión, el Ejecutivo hizo presente que en el inciso segundo del artículo 8° era necesario precisar que la declaración de los bienes del cónyuge será voluntaria, de modo que no se entienda que en ese caso la declaración del funcionario es voluntaria, por lo que propuso una nueva redacción para este artículo para, además, armonizarlo con lo dispuesto en el artículo 7 letra a) de este mismo proyecto. 

El Honorable Senador señor Zaldívar estimó que la redacción propuesta en la indicación número 57 era suficientemente clara, de modo que no consideró necesario introducir mayores precisiones, pues se entiende que se trata de la declaración de patrimonio e intereses.

En la misma línea, la representante del Gobierno subrayó la necesidad de precisar la situación de los bienes de la cónyuge que estén en los casos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, en el sentido que sólo respecto de esos bienes la declaración del funcionario será voluntaria.

El Honorable Senador señor Larraín hizo presente que al formular la indicación respectiva al artículo 8°, no consideró las actividades gremiales o de beneficencia, pues desde su punto de vista, ellas  no generarían necesariamente los conflictos de interés que se quieren evitar, en los términos de la presente ley.

Enseguida, el asesor señor Urquiza planteó sus dudas con respecto al inciso tercero propuesto, por cuanto no quedaría del todo claro que ocurre ante la situación de que el cónyuge se negare a señalar las actividades allí indicadas o bien, en el caso que no sea habido por alguna situación de hecho, cuando no sea posible recabar su aceptación.

Frente a este escenario, la Comisión acordó modificar este inciso en el sentido de considerar que se refiere a las actividades del cónyuge que sean de conocimiento del declarante, lo que queda consignado en el capítulo de modificaciones.

ARTICULOS 15, 17, 18, 19 y 20





En su segundo informe la Comisión propuso para ellos la siguiente redacción:

“Artículo 15.- De las infracciones a este título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el  parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Respecto de los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, se aplicará lo dispuesto en los artículos 10, 11, 12 y 13 de esta ley.”.

“Artículo 17.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si los fiscales regionales o los fiscales jefes no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

“Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública, los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el pleno de la Corte Suprema o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”

“Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal respectivo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el tribunal respectivo o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final  dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

“Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si, el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.

En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840,  Orgánica Constitucional del Banco Central.”.

Enseguida se presentó la indicación número 58 del Honorable Senador señor Coloma para reemplazar en el inciso tercero del artículo 20 la frase inicial, por la siguiente: “El procedimiento podrá iniciarse por el Consejo del Banco Central de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado.”.

El Honorable Senador señor Coloma observó que el inciso tercero del artículo 20 propuesto, no consideró la facultad de iniciar de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado el procedimiento cuando un miembro del Consejo del Banco Central no efectúe la declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de esta ley tal cual ha sido concebida para el caso de incumplimiento de integrantes de otros órganos públicos a quienes la presente iniciativa legal pretende extender dicha obligación de declarar.

Asimismo, manifestó, los medios de prueba que se hagan valer durante la incoación de un eventual procedimiento sancionatorio por el incumplimiento de la obligación de declarar deben ser apreciados conforme a las reglas de la sana crítica, guardando coherencia con el procedimiento establecido para el caso de incumplimiento de otras autoridades.

Luego, en el seno de la Comisión, se acordó hacer extensiva esta indicación a los artículos 15 inciso tercero, 17 inciso tercero, 18 inciso tercero y 19 inciso tercero, con el objeto de armonizar el texto del proyecto de ley en discusión conforme a la ley N° 19.880 que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.  

-Puesta en votación la indicación número 58 en los términos antes señalados, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 43





El artículo propuesto en el segundo informe de la Comisión es el siguiente:
“Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:

1. El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2. Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización.

3. Los alcaldes, respecto de su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad o exploten, a cualquier título, concesiones municipales dentro de su comuna.

Sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales, la enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.

La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.”.

Para este artículo se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 59 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone lo siguiente:

1) Para intercalar en su 2), a continuación de la expresión “intendentes,” la frase “consejeros regionales”.

2) Para intercalar en su 3), a continuación de la expresión “alcaldes,” la palabra “concejales”.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la indicación propone incorporar, entre las autoridades obligadas a enajenar, a los consejeros regionales en el número 2 y a los concejales en el número 3, del artículo en discusión.

El Honorable Senador señor Larraín observó que la obligación establecida en el número 3 del artículo 43, se encuentra regulada en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, motivo por el cual propuso eliminar dicho numeral para evitar una confusión normativa.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que, aun cuando concordaba con el Honorable Senador que lo antecedió en el uso de la palabra, es contrario a la supresión del número 3, pues podría ser interpretado como una exclusión de dichas autoridades comunales de la obligación de enajenar que establece el artículo. En su lugar, propuso señalar que alcaldes y concejales se regirán por la ley orgánica respectiva.

El asesor del Honorable Senador señor Coloma, señor Álvaro Pillado, explicó que el artículo 74 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, establece que no podrán ser candidato a alcalde o concejal las personas que tengan contratos vigentes o cauciones con el Estado sobre 200 Unidades Tributarias Mensuales (UTM). Por tal razón la idea propuesta es concordar ambas cuerpos normativos, estableciendo un régimen similar en el número 3, limitando la obligación a contratos inferiores a dicha suma.

Incluso si el número 3 propuesto establece un plazo de 120 días para enajenar la participación en el contrato, podría entenderse la norma como una derogación tácita del artículo 74 mencionado. Por ello, para evitar dicha confusión, la indicación mantiene la obligación pero se hará aplicable sólo a contratos inferiores a 200 UTM.

El Honorable Senador señor Larraín reflexionó que el problema planteado por el asesor se evita con la aplicación de la norma orgánica constitucional, tornando innecesario el número 3, del artículo 43.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que el artículo 74 comentado establece que no podrán ser candidatos a alcaldes y concejales las personas que a la fecha de inscripción de su candidatura tengan vigentes o suscriban por sí o por terceros contratos o cauciones ascendentes a 200 UTM o más, con la respectiva municipalidad. No obstante, indicó, la norma no aborda la situación de la autoridad comunal que adquiere derechos en una sociedad una vez electa, vacío que asume el número 3 en cuestión.

El asesor del Honorable Senador señor Coloma, señor Álvaro Pillado, declaró que la hipótesis expuesta por el Honorable Senador se encuentra regulada en el inciso final del artículo 59, de la misma ley orgánica, al prescribir que incurrirán en inhabilidad sobreviniente para desempeñar el cargo de alcalde las personas que por sí, o como representantes de otra persona natural o jurídica, celebren contratos u otorguen cauciones en favor de la municipalidad respectiva, o tengan litigios pendientes con ésta en calidad de demandantes, durante el desempeño de su mandato.

El asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, argumentó que la introducción del número 3 es absolutamente innecesaria y que, incluso más, la mera remisión a la ley orgánica puede ocasionar confusión porque los artículos 59 y 74 contienen prohibiciones, y el numeral franquea a la autoridad una obligación sujeta a saneamiento legal, una consecuencia más leve que la actualmente vigente. De esta forma, acotó, si un tribunal electoral conociera de un posible incumplimiento de la obligación, en los términos previstos en el número 3 del artículo 43, bien podría autorizar al alcalde o concejal para sanear la situación en el término de 120 días, cuando actualmente la normativa orgánica constitucional lo inhabilita inmediatamente del cargo.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, aclaró que el artículo 59 citado, establece una inhabilidad sobreviniente con el objeto específico de prohibir la celebración de contratos o el otorgamiento de cauciones a favor de la municipalidad respectiva, o tener litigios pendientes con ésta en calidad de demandante durante el desempeño de su cargo, por sí o como representante de otra persona natural o jurídica, pero no excluye la posibilidad que el alcalde sea socio de una empresa con contrato vigente con la municipalidad, y que el número 3 del artículo se aplica a situaciones como la antes descrita.

Además, afirmó que es casi imposible sostener una interpretación de otorgar un plazo para sanear el incumplimiento de la obligación porque el inciso siguiente al numeral en debate establece la obligación de enajenar sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales. Es decir, si se presenta el supuesto del artículo 59 la sanción será la inhabilidad, y en los demás casos regirá la obligación de enajenar.

El Honorable Senador señor Larraín observó que de aprobar una norma como la del número 3 se estaría en presencia de dos regímenes similares, pero con ciertas diferencias importantes. En tal sentido, agregó, sería más conveniente contemplar una disposición complementaria para modificar la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el objeto de considerar las distintas hipótesis en una sola normativa.

El Honorable Senador señor Espina estimó que el artículo 59 es una norma suficientemente amplia pues considera distintas situaciones que la ley prohíbe, sancionando, en caso de incumplimiento, con la inhabilidad para ejercer el cargo, pero no con la obligación de enajenar. En tal sentido, sugirió considerar dos alternativas: establecer en reemplazo del número 3 que los alcaldes y concejales se regirán por las disposiciones establecidas en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley; o bien eliminar el numeral.

 A continuación se propuso la siguiente redacción para el numeral 3:

“3. Los alcaldes y concejales se regirán por las disposiciones de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, sin perjuicio de las disposiciones de esta ley.”.

-Puesta en votación la indicación número 59, fue aprobada con la redacción antes consignada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

La indicación número 60 de los Honorable Senadores señores García  y Coloma, que propone lo siguiente:

-Al numeral 1 para que diga:

“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, los subsecretarios, los intendentes y el Contralor General de la República”. 

- Al numeral 2, para eliminar las expresiones “los Ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes”.

El asesor del Honorable Senador señor Coloma, señor Álvaro Pillado, explicó que la indicación propone en el número 1, del artículo 43, obligar, además de al Presidente de la República, los diputados, los senadores y al Contralor General de la República, a los ministros de Estado, subsecretarios e intendentes a enajenar o renunciar a su participación en empresas que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción, dado que no se observan razones para eximir de dicha obligación a las autoridades que se propone incorporar.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el régimen para las autoridades que la indicación pretende agregar ha sido regulado en el número 2, del mismo artículo, y que la razón para tal distinción radica en la naturaleza de su cargo. Indicó que en el caso del número 1 las autoridades son elegidas para ejercer el cargo por un período determinado, a diferencia de lo que ocurre con las autoridades del número 2, que corresponden a cargos de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

Manifestó entender que la propuesta del Honorable Senador es obligar a dichas autoridades a enajenar o renunciar a su participación en concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. Sin embargo, estimó que el debate debiera centrarse en decidir si tales cargos son incompatibles con dicha actividad o, al menos, si deben regularse en una norma distinta, dado que el período por el cual ejercen funciones está supeditado a la voluntad de otra autoridad y no a un plazo determinado, lo que podría justificar una distinta regulación.

El Honorable Senador señor Larraín comentó que la diferencia entre ambos números del artículo 43 es precisamente la participación de autoridades en empresas que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. Tal vez, acotó, sería razonable incorporar a todas las autoridades en la obligación de enajenar o renunciar a dicha participación, dado que en concesiones de actividades reguladas puede surgir una contienda con el ente fiscalizador, incompatible con el ejercicio de un cargo público. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que se debe evitar establecer la obligación de tal manera que limite la libertad a ejercer una actividad económica lícita.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expuso que la diferencia que establecen ambos numerales del artículo en discusión dice relación con la naturaleza de las funciones que desempeña cada autoridad, ya que tanto el Presidente como los senadores, diputados y el Contralor General gozan de una competencia general, que está sujeta al plazo establecido en la Constitución Política para el ejercicio de cada cargo.

Del mismo modo, recordó que la obligación de enajenar o renunciar a la participación en una empresa es una solución de última ratio que no deroga las demás inhabilidades establecidas en la ley para aquellas personas que han celebrado contratos con el Estado. En el caso de los ministros, la obligación de enajenar sólo rige para asuntos sometidos a su competencia, pues de lo contrario no existiría un conflicto de interés. Así, graficó, un Ministro del Deporte que participa de una empresa que presta servicios agrícolas a un órgano del Estado no sujeto a su competencia, no presenta un conflicto de interés entre la actividad particular y el desempeño de sus funciones y, por tanto, no parece razonable que sea obligado a enajenar o renunciar a dicha participación.

El Honorable Senador señor Espina declaró comprender las razones recién expuestas, sin perjuicio de lo cual expresó no observar con claridad las diferencias entre un parlamentario y un ministro de Estado, a objeto de obligar a uno y no a otro a enajenar o renunciar a la participación en una empresa que explota una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción, más aún cuando la misma autoridad podría convertirse en un futuro contendor electoral del parlamentario.

El Honorable Senador señor Quinteros, a su turno, se sumó a la propuesta de eliminar del número 2 a los ministros de Estado, subsecretarios e intendentes, incorporándolos al número 1, obligándolos así a enajenar o renunciar a la comentada participación empresarial en concesiones televisas abiertas.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, propuso considerar también la obligación de enajenar o renunciar la participación debatida en el número 2 del artículo, sin necesidad de incorporar a los ministros de Estado, subsecretarios e intendentes en el número 1, manteniendo las diferencias en las demás obligaciones por las razones anteriormente explicadas.

El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró de acuerdo con la proposición porque extiende la exigencia de enajenar o renunciar a la participación en concesiones televisivas abiertas a dichas autoridades, sin modificar las demás obligaciones que establece el número 2.

El Honorable Senador señor Espina también se manifestó de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo y prohibir a todas las autoridades mencionadas explotar una concesión televisiva de libre recepción mientras ejercen el respectivo cargo.

-Puesta en votación la indicación número 60, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

La indicación número 61 del Honorable Senador señor Navarro, propone lo siguiente:

-En el numeral 1 eliminar las expresiones “incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción”.

- Agregar un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“Toda autoridad electa o designada que tenga interés o participación a cualquier título en concesiones de TV o de radio tendrá un plazo de 90m días calendario para enajenar. Esta norma regirá también para los permisionarios de servicios televisivos y para otros medios de comunicación social escritos, ya sean impresos o electrónicos.”.

-Puesta en votación la indicación número 61, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

La indicación número 62 del Honorable Senador señor Larraín, propone reemplazar los incisos segundo y tercero, por el siguiente:

“La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales y deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades, todo ello sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución Política de la República o en leyes especiales.  El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.”.

-Puesta en votación la indicación número 62, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Cabe hacer presente que la Fundación Ciudadano Inteligente representada por la señora María Jaraquemada presentó una minuta de observaciones al presente proyecto de ley, la cual fue debidamente considerada por los señores Senadores, quedando a disposición de sus Señorías en la Secretaría de la Comisión. 

Con respecto a lo anterior, el Honorable Senador señor Espina subrayó, en relación con las observaciones contenidas en dicha minuta, que se recogieron para la declaración, las consideraciones que a este respecto formuló la Contraloría General de la República, que sugirió que se estableciera un formato de datos abiertos en la ley. 

Sobre el momento de actualización de la declaración y su publicidad, señaló que el criterio que se acordó en el seno de la Comisión fue acortar el tiempo para realizar la respectiva declaración desde cuatro años a uno, sin considerar el hecho relevante, pues ello podía implicar en la práctica una serie de interpretaciones, dado que el carácter de relevante dependería de la situación particular de cada persona. En el mismo sentido, señaló que es posible que en el futuro sea necesario modificar algunas disposiciones, después de evaluar su funcionamiento. 

A este respecto, el Honorable Senador señor Larraín indicó que la definición de hecho relevante tiene un carácter muy subjetivo, por lo que reafirmando el criterio señalado hizo presente que en la Comisión se acordó establecer un criterio anual de actualización y eliminar la circunstancia indicada.

El Honorable Senador señor Espina enfatizó que es necesario esperar la evolución del sistema y ver si es capaz de procesar tanta información. Además, precisó que se trata de objetivar la información y que la norma no pretende esconderla o mantenerla menos actualizada.

Sobre el tema de los datos personales y su publicidad, remarcó que se acordó en el seno de la Comisión que ello no puede ser motivo de inseguridad para el declarante, es decir, que la publicidad de los datos contenidos en la declaración del funcionario no puede implicar poner en riesgo la seguridad de la persona o su familia, lo que no quiere decir que no pueda darse cumplimiento al espíritu de la ley de transparentar el patrimonio e intereses de los funcionarios y autoridades de que ella trata. 

-.-.-

MODIFICACIONES PROPUESTAS

En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra proponer la siguiente modificación al texto del proyecto de ley acordado en su segundo informe: 

ARTÍCULO 7°





-Reemplazar su letra b. por la que sigue:





“b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile deberán indicarse su avalúo fiscal y fecha de adquisición, las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. Respecto de los inmuebles ubicados en el extranjero, deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos, en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.”.





-- En su letra c., suprimir su expresión final “, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo”.





-- Sustituir su letra d. por la siguiente:





“d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, indicando su inscripción en el registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves señalando su tasación, matrícula y los datos para su debida singularización.”. 





--Reemplazar el primer párrafo de su letra e., por el  que sigue:





“e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile con indicación del nombre o razón social, giro registrado en el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización.”. 





--Sustituir su letra g. por la siguiente:





“g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores con indicación de los siguientes antecedentes: Individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de él o los contratos; notaría pública o consulado de Chile donde fueron otorgados, según corresponda, indicando el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada.”.





--Reemplazar su inciso final, por el siguiente:


“Un reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.”.

(Indicaciones 55, con modificaciones, 56 y artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 8°





--Sustituir sus incisos primero, segundo y tercero, por los siguientes:


“Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes de su cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal y los del conviviente civil del declarante, siempre que hayan pactado régimen de comunidad de bienes.


Si el declarante está casado bajo cualquier otro régimen o si es conviviente civil sujeto a un régimen de separación de bienes, dicha declaración será voluntaria respecto de los bienes de dicho cónyuge o conviviente. Si la cónyuge del declarante es titular de un patrimonio en los términos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, la declaración será igualmente voluntaria respecto de dichos bienes. 


Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, el declarante deberá incluir en su declaración de intereses las actividades económicas, profesionales o laborales que conozca, de su cónyuge o conviviente civil.”.

(Indicaciones 57, con modificaciones. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 15


--En su inciso tercero, reemplazar su oración inicial por la que sigue:


“El procedimiento podrá iniciarse por las comisiones señaladas en el inciso primero de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado.”.

(Indicación 58, con modificaciones. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 17





--En su inciso tercero, ha sustituido su oración inicial por la siguiente:





“El procedimiento podrá iniciarse por el superior jerárquico que corresponda de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado.”.

(Indicación 58, con modificaciones. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 18





--En su inciso tercero, ha reemplazado su oración inicial por la que sigue:





“El procedimiento podrá iniciarse por el pleno de la Corte Suprema de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado.”.

(Indicación 58, con modificaciones. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 19





--En su inciso tercero, ha sustituido su oración inicial por la siguiente:





“El procedimiento podrá iniciarse por el tribunal respectivo de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado.”.

(Indicación 58, con modificaciones. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 20





--En su inciso tercero, ha reemplazado su oración inicial por la siguiente:


“El procedimiento podrá iniciarse por el Consejo del Banco Central de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado.”.

(Indicación 58, con modificaciones. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 43



--Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:

1. El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2. Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los consejeros regionales, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización, y en las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción.

3. Los alcaldes y concejales se regirán por las disposiciones de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, sin perjuicio de las disposiciones de esta ley.

 La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales y deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades, todo ello sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución Política de la República o en leyes especiales.  El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.”.
(indicación 60, con modificaciones, e indicaciones 59 y 62. Unanimidad 4x0).

- - - -

TEXTO DEL PROYECTO:

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“LEY SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERESES
TÍTULO I

Normas Generales

Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de intereses.

El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.

Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.

La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda.

Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.

Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.
TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

CAPITULO 1°

De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio

Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3°, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:

1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.

2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.

3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.

4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.

5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.

6) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

7) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.

8) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las  empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado.

9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.

10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.

11) Las autoridades y funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.

12) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

13) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.

14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.

Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de la fecha de asunción del cargo. Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.
La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.

Artículo 6°.-  La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberá efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.

Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.

Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.

Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener  la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:

a. Actividades profesionales, laborales, económicas,  gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.

b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile deberán indicarse su avalúo fiscal y fecha de adquisición, las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. Respecto de los inmuebles ubicados en el extranjero, deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos, en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.

c. Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante.

d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, indicando su inscripción en el registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves señalando su tasación, matrícula y los datos para su debida singularización. 

e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile con indicación del nombre o razón social, giro registrado en el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización. 

Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, concesiones y valores, a que se refieren las letras b., c. y f. de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra,  que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.

f. Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores con indicación de los siguientes antecedentes: Individualización de la persona jurídica mandataria, fecha de celebración de él o los contratos; notaría pública o consulado de Chile donde fueron otorgados, según corresponda, indicando el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada. 

h. La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.

La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o  conviviente civil.

Tratándose de las autoridades superiores de los Órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y el segundo grado de afinidad.

Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.

Un reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.

Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes de su cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal y los del conviviente civil del declarante, siempre que hayan pactado régimen de comunidad de bienes.

Si el declarante está casado bajo cualquier otro régimen o si es conviviente civil sujeto a un régimen de separación de bienes, dicha declaración será voluntaria respecto de los bienes de dicho cónyuge o conviviente. Si la cónyuge del declarante es titular de un patrimonio en los términos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, la declaración será igualmente voluntaria respecto de dichos bienes. 

Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, el declarante deberá incluir en su declaración de intereses las actividades económicas, profesionales o laborales que conozca, de su cónyuge o conviviente civil.

La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.

CAPÍTULO 2°

De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

Artículo 9°.- El jefe superior del servicio, o quien haga sus veces, tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.

Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquéllas.

Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.

Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9 y 151 del decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, ley N° 10.336.

Artículo 11.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.

Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

El cese en funciones del sujeto obligado no extingue la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este Título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.

Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.

Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este Título se hará efectiva, según corresponda, por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor.

Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este Título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.

La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.

Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 13.- Las sanciones contempladas en el artículo 11 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. Respecto de la resolución que falle este asunto, no procederán recursos ulteriores.
La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

CAPÍTULO 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades

Artículo 14.- Los diputados y senadores; los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley.  De forma supletoria se aplicarán las reglas de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 15.- De las infracciones a este Título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse por las comisiones señaladas en el inciso primero de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el  parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, respectivamente, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el sujeto obligado no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.
Artículo 17.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si los fiscales regionales o los fiscales jefes no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el superior jerárquico que corresponda de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública, los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe de cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el pleno de la Corte Suprema de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el tribunal respectivo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el tribunal respectivo de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final  dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.
Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el Consejo del Banco Central de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.

En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central.
TÍTULO III

Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa

CAPÍTULO 1°

Generalidades

Artículo 21.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato” y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.

Los candidatos a Presidente de la República, diputados o senadores, consejeros regionales y alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a este título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.

CAPÍTULO 2°

Del mandato especial de administración de cartera de valores

Párrafo 1°

Definición y características
Artículo 22.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se hacen cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.

La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.

En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro III del Código Civil.

La constitución de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.

Artículo 23.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 24. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en estos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.

Párrafo 2°

Objeto y constitución del mandato

Artículo 24. El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:

a) Constituir un mandato especial conforme a lo que establece este título, o

b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.

El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.

Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso,  dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.

Artículo 25.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.

Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:

1) Individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.

2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones.  Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberá publicarse en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos.

Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, y en el caso de los diputados y senadores a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.

Artículo 26.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:

a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile.

c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero.  Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 27.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Dichos registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.

Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 23.

Artículo 28.- Las autoridades que otorguen mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.

CAPÍTULO 3°

Obligaciones y prohibiciones del mandante

Artículo 29.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario con el objeto de instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.

Artículo 30.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.

Tampoco podrá designarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalando no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, señaladas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.
CAPÍTULO 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario
Artículo 31.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a que tome conocimiento del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto.

Artículo 32.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.

Artículo 33.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.

Artículo 34.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 22 y 23 de este título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. El mandatario deberá oportunamente enviar copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.

Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.

El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.

Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 38, recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 35.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.

En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.

Artículo 36.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una cuenta escrita fundada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.

Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la cuenta y la forma en que ésta deberá ser presentada.

Artículo 37.- Se prohíbe al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, determinados en el artículo 30.

El mandante no podrá exigir al mandatario otra cuenta que la señalada en el artículo anterior mientras el mandato se mantenga vigente.

Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley.

Artículo 38.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.

Artículo 39.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y siempre de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

CAPÍTULO 5°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante

Artículo 40.- El mandato especial termina por las siguientes causales:

1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante;

2) Por la revocación expresa del mandante;

3) Por la renuncia del mandatario;

4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario;

5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante;

6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario;

7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 31;

8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 32, 33 ó 37, y

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 27.

Artículo 41.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendado, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.

En el caso de disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.

En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador en un procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.

En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.

La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.

Artículo 42.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 6°
De las enajenaciones a que obliga esta ley

Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:

1. El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2. Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los consejeros regionales, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización, y en las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción.

3. Los alcaldes y concejales se regirán por las disposiciones de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, sin perjuicio de las disposiciones de esta ley.

 La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales y deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades, todo ello sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución Política de la República o en leyes especiales.  El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.

CAPÍTULO 7°
Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación

Artículo 44.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este Título:

1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.

2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.

3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que correspondan, respecto de los senadores y diputados.

4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.

Artículo 45.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.

En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme a este Título.

En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Artículo 46.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 43 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a dicha obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.

Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del  incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.

En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 47.- Las multas que este Título establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores o gerentes.
Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.

En caso de reincidencia, y atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.

Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de sus funciones podrán requerir información al mandatario designado.

En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

Artículo 49.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 29 y 30, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. La infracción referida será considerada como una falta al principio de probidad administrativa.

Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 31, 33, 36 y 37 será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y, atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la suspensión por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.

Artículo 50.- Las sanciones contempladas en este Título, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.

En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley. En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.
Artículo 51.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.

Artículo 52.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.

Artículo 53.- Sustitúyese el inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, por el siguiente:
“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial; las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de intereses.”.

Artículo 54.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario la expresión “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.

Artículo 55.- Deróganse las siguientes disposiciones:

1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65, 66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.

4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.

5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.

8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.

Artículo 56.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:

“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 58.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600 que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:

“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y al Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán determinar las otras normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley.

Artículo segundo.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas el día 19 de mayo de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Rabindranath Quinteros Lara y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 19 de mayo de 2015.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES ALLAMAND, GUILLIER Y PROKURICA, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.733 PARA ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE DEPÓSITO DE IMPRESOS EN LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

(10.060-04)

Considerando:

1) Que el Decreto Ley N° 425 sobre abusos de publicidad, publicado en el Diario Oficial el 26 de Marzo de 1925, que fijó el régimen de depósito legal de las obras impresas en el país, obligando con ello a todo impresor a depositar en la Biblioteca Nacional, cuatro ejemplares de los impresos que publique, cualquiera sea la naturaleza de ellos. En consecuencia, la BCN fue beneficiaria indirecta del depósito legal, ya que esa misma disposición establecía que la Biblioteca Nacional debía enviar un ejemplar siempre que el Bibliotecario de la BCN lo solicite.

2) Posteriormente en 1967, con la publicación de la Ley 1976, que fijo el texto de la ley sobre Abusos de Publicidad, se modificó parcialmente el régimen de depósito legal, con las siguientes consideraciones: 

a) Se mantiene como depositario legal a la Biblioteca Nacional.

b) Se amplían el número de ejemplares que deben depositarse, pasando de 4 a 15 ejemplares.

c) Se obliga a la Biblioteca Nacional a enviar al Ministerio del Interior, a la Secretaria General de Gobierno, y a la BCN, un ejemplar de cada obra o impreso que estos organismos le soliciten.

3) Luego, con la publicación de la Ley N° 19.733 del 2001, se modifica nuevamente el régimen de depósito legal, fundamentalmente en los siguientes aspectos:

a) Se mantiene el número de ejemplares en el depósito legal.

b) Se eliminan al Ministerio del Interior, Secretaría General de Gobierno y la Biblioteca del Congreso Nacional, para solicitar un ejemplar de cada obra o impreso.

En consecuencia, con la publicación de esta Ley, se elimina la facultad de la BCN de ser depositaria indirecta de obras sujetas a depósito legal. 

4) Con la dictación de la Ley N° 20.709 de 23 de Diciembre de 2013, que modificó el Artículo 14 de la Ley 19.733, se planteó la posibilidad de reponer la antigua facultad de la BCN, de ser depositaria indirecta de las obras que recibe la Biblioteca Nacional Finalmente dicha iniciativa no prosperó.

5) Por lo anterior, venimos en reponer nuevamente esta idea, proponiendo que se le entregue a la Biblioteca del Congreso Nacional, la facultad de ser depositaria legal de las publicaciones a que hacemos referencia. Para ello, nos basamos en los siguientes argumentos:

a) Que la misión de la BCN es servir al Senado y la Cámara de Diputados, buscando fortalecer el sistema democrático y legislativo, proporcionando un servicio equitativo, transparente, eficaz y oportuno; 

b) Que las nuevas realidades que enfrenta el Congreso Nacional, marcado por interacciones en escenarios de globalidad, de territorios y comunidades virtuales, de naciones reales y estado virtuales. En este espacio, el conocimiento es clave y permitirá que el Congreso Nacional pueda seguir profundizando su ética, sabiduría, virtudes y principios de justicia, libertad e igualdad, todas las cuales conviven en las sociedades reales y virtuales.

c) Para el cumplimiento de su servicio común a ambas ramas del Congreso y considerando las nuevas realidades virtuales, a las que se enfrenta el Poder Legislativo, es requisito fundamental contar con el material bibliográfico más actualizado en los ámbitos del conocimiento que pueden ser objeto de nuestra agenda legislativa, sea en materia de Derecho, Economía, Ciencias Políticas, Historia, Medio Ambiente, entre otras. Con este material a disposición no sólo de los parlamentarios y sus equipos, sino también de la comunidad, se podrá contar con un servicio de primer nivel, que no sólo será de utilidad como material del consulta, sino también para generar nuevo conocimiento a partir del trabajo de los investigadores de la Biblioteca del Congreso Nacional.

6) La Biblioteca del Congreso Nacional, es un centro de prestigio nacional e internacional, con sedes en Santiago y Valparaíso que atiende una gran  cantidad de estudiantes, investigadores, académicos y público en general.

7) Por lo anteriormente expuesto, es que venimos a presentar la siguiente Moción:

MOCION

ESTABLECE LA DISPOSICIÓN DE DEPÓSITO DE LIBROS POR PARTE DE LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL.

ARTÍCULO ÚNICO: En el inciso primero artículo 14° de la Ley N° 19.733, sobre las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, agréguese, después del signo punto aparte (.) que pasará a ser punto seguido, lo siguiente: 

"Así mismo, estas personas o establecimientos deberán además, remitir o poner a disposición de la Biblioteca del Congreso Nacional, la cantidad de un ejemplar."

	Norma Original
	Norma Modificada.

	Artículo 14.- Las personas o

establecimientos a que se refiere el

artículo anterior, deberán enviar a la

Biblioteca Nacional, al tiempo de su

publicación, la cantidad de cinco

ejemplares de todo impreso,

cualesquiera sea su naturaleza.

En el caso de las publicaciones

periódicas, el Director de la

Biblioteca Nacional estará facultado

para suscribir convenios con los

responsables de dichos medios para

establecer modalidades de depósito

legal mixto, reduciendo el número de

ejemplares en papel, sustituyendo el

resto por reproducciones de los mismos en microfilms y/o soportes

electrónicos.

De las publicaciones impresas en

regiones, de los cinco ejemplares, dos

de estos deberán depositarse en la

biblioteca pública de la región que

designe el Director de la Biblioteca

Nacional.

La Biblioteca Nacional podrá

rechazar y exigir un nuevo ejemplar, si alguno de los ejemplares depositados, en cualquier soporte, exhibe deficiencias o algún deterioro que impida su consulta o conservación.

En el caso de las grabaciones

sonoras o producciones audiovisuales o electrónicas destinadas a la

comercialización, tales personas o

establecimientos depositarán dos

ejemplares de cada una.

La obligación que establece este

artículo deberá cumplirse dentro del

plazo máximo de treinta días.

Tratándose de creaciones

cinematográficas, la obligación se

entenderá cumplida al depositarse una

copia en formato original y una en

formato digital en la Cineteca Nacional y otra, también en formato digital, en la Biblioteca Nacional.

La obligación que establece este

artículo deberá cumplirse dentro del

plazo máximo de noventa días. En caso de incumplimiento de lo dispuesto en los incisos primero y tercero, junto con la denuncia correspondiente, podrá  exigirse la entrega de los ejemplares a la persona natural o jurídica responsable de la producción editorial de los mismos, dentro de sesenta días contados desde el vencimiento del plazo anterior.

Los organismos del Estado no 

podrán adquirir obras impresas, 

grabaciones sonoras o producciones 

 electrónicas o audiovisuales, fílmicas 

o cinematográficas, de los editores,

productores o realizadores que no den 

cumplimiento a la obligación

establecida en este artículo, ni

otorgar financiamiento a éstos a través de fondos o subvenciones. Para estos efectos, la Biblioteca Nacional deberá certificar que no ha efectuado 

denuncias relativas a esta infracción. 


	Artículo 14.- Las personas o

establecimientos a que se refiere el

artículo anterior, deberán enviar a la

Biblioteca Nacional, al tiempo de su

publicación, la cantidad de cinco

ejemplares de todo impreso,

cualesquiera sea su naturaleza. Así

mismo, estas personas o

establecimientos, deberán además

remitir o poner a disposición de la

Biblioteca del Congreso Nacional, la

cantidad de un ejemplar.

En el caso de las publicaciones

periódicas, el Director de la

Biblioteca Nacional estará facultado

para suscribir convenios con los

responsables de dichos medios para

establecer modalidades de depósito

legal mixto, reduciendo el número de

ejemplares en papel, sustituyendo el

resto por reproducciones de los mismos en microfilms y/o soportes

electrónicos.

De las publicaciones impresas en

regiones, de los cinco ejemplares, dos

de estos deberán depositarse en la

biblioteca pública de la región que

designe el Director de la Biblioteca

Nacional.

La Biblioteca Nacional podrá

rechazar y exigir un nuevo ejemplar, si alguno de los ejemplares depositados, en cualquier soporte, exhibe deficiencias o algún deterioro que impida su consulta o conservación.

En el caso de las grabaciones

sonoras o producciones audiovisuales o electrónicas destinadas a la

comercialización, tales personas o

establecimientos depositarán dos

ejemplares de cada una.

La obligación que establece este

artículo deberá cumplirse dentro del

plazo máximo de treinta días.

Tratándose de creaciones

cinematográficas, la obligación se

entenderá cumplida al depositarse una

copia en formato original y una en

formato digital en la Cineteca Nacional y otra, también en formato digital, en la Biblioteca Nacional.

La obligación que establece este.

artículo deberá cumplirse dentro del

plazo máximo de noventa días. En caso de incumplimiento de lo dispuesto en los incisos primero y tercero, junto con la denuncia correspondiente, podrá exigirse la entrega de los ejemplares a la persona natural o jurídica responsable de la producción editorial de los mismos, dentro de sesenta días contados desde el vencimiento del plazo anterior.

Los organismos del Estado no 

podrán adquirir obras impresas, 

grabaciones sonoras o producciones 

 electrónicas o audiovisuales, fílmicas 

o cinematográficas, de los editores,

productores o realizadores que no den 

cumplimiento a la obligación

establecida en este artículo, ni

otorgar financiamiento a éstos a través de fondos o subvenciones. Para estos efectos, la Biblioteca Nacional deberá certificar que no ha efectuado 

denuncias relativas a esta infracción. 




(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES DE URRESTI, MONTES, QUINTEROS Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL PARA TIPIFICAR EL DELITO DE INSCRIPCIÓN ILEGAL O SIN CONSENTIMIENTO EN PARTIDOS POLÍTICOS O INSTITUCIONES AFINES

(10.061-07)

Considerandos:
1) La voluntad consciente, libre de vicios o engaños es inherente a todo individuo de la especie humana que lo motiva a pertenecer o asociarse a una organización determinada. Siendo dicha voluntad la base de legitimidad, que permite a las personas a pertenecer e interactuar en distintas entidades o grupos intermedios.
2) Así las cosas, la voluntad, es necesaria y fundamental en nuestro ordenamiento jurídico para la adecuada y legítima conformación de los actos o negocios jurídicos, en los cuales una persona desea participar.
3) Teniendo en consideración, que los Partidos Políticos son organizaciones necesarias y fundamentales para la Democracia, se hace necesario regular y sancionar la forma en que algunas personas son ingresadas a sus registros, muchas veces en pleno desconocimiento de aquella situación.
En ese contexto, y teniendo en consideración lo prevenido en el art. 1° de la ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, Ley 18.603, la cual señala que: "Los partidos políticos son asociaciones voluntarias, dotadas de personalidad jurídica, formadas por ciudadanos que comparten una misma doctrina política de gobierno, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del régimen democrático constitucional y ejercer una legítima influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional".

Esta definición legal, deja expresamente establecida la condición de "Asociación Voluntaria" de todo Partido Político. Por lo que cualquier acto tendiente a anular, tergiversar o no considerar la voluntad de la persona debe ser objeto de reproche legal, ya sea, administrativo, civil y/o penal.
4) Creemos que las penas asociadas al delito que pretendemos crear en mediante este Proyecto, debemos asimilarlas a las penas establecidas para el delito de usurpación de funciones o nombres, contemplado en el art. 214° del Código Penal, que lo castiga con Presidio Menor en su Grado Mínimo, esto es, de 61 días a 540 días. (Este artículo 214° del Código Penal, correspondería al artículo precedente, señalado en la Moción).
5) Todo lo anterior, nos plantea la necesidad de establecer una sanción a quienes, utilizando métodos reprochables, argucias o engaños, inscriban de manera ilegal a personas que no han dado su voluntad o consentimiento para ser inscritos como militantes de un Partido Político o alguna institución afín, actualmente vigente o en proceso de formación. 

Por consiguiente, en razón de lo anteriormente expuesto vengo en presentar y proponer a ustedes el siguiente,
PROYECTO DE LEY
"Artículo Único: Agréguese un nuevo art. 214° bis en el Código Penal, en los siguientes términos:

"Art. 214° bis: El que inscriba a una persona determinada en un partido político u organización afín, constituido o en formación, sea ocupando datos de una persona sin su consentimiento o engañándola para hacerle firmar fichas o documentos de ingreso sin explicarle que se trata de la afiliación o inscripción en un partido político o institución afín, será castigado con las penas señaladas en el artículo precedente.
Las penas se aumentarán en un grado cuando dicha inscripción afecte a incapaces o menores de edad"."
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR LETELIER, SEÑORAS ALLENDE, MUÑOZ, PÉREZ SAN MARTÍN, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES ALLAMAND, ARAYA, COLOMA, DE URRESTI, ESPINA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, GIRARDI, HARBOE, LAGOS, MATTA, NAVARRO, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI, WALKER, DON IGNACIO, WALKER, DON PATRICIO Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA PROMOVER, EN EL MARCO DE UNA POLÍTICA NACIONAL DE OTORGAMIENTO DE INSUMOS SANITARIOS INDISPENSABLES, LA ENTREGA DE PAÑALES DESECHABLES A ADULTOS MAYORES POSTRADOS O SEMIVALENTES Y PERSONAS EN SITUACIONES DE DISCAPACIDAD, DEBIDAMENTE CALIFICADOS

(S 1.811-12)
CONSIDERANDO:

1) Según los datos entregados por la Encuesta de Caracterización Socioeconómica (CASEN) del año 2013, en Chile existen 2.885.157 adultos mayores de 60 años, reflejando el alza sostenida que ha experimentado en el país este grupo etario durante los últimos años; con un índice de envejecimiento de 80 adultos mayores (personas de 60 y más años) por cada 100 niños (personas menores de 15 años).
 

En cuanto al origen de los ingresos que perciben, del total de adultos mayores el 56% recibe jubilación
, el 26% pensiones
 y el 17% manifiesta no recibir ningún tipo de financiamiento.

Además, un alto porcentaje de las personas mayores (esto es, un 86% total de la población de 60 años o más
), se encuentran afiliados al sistema público de salud, reflejando que el Estado tiene un rol fundamental en esta materia.

2) Por su parte, según los resultados del Censo del año 2012, en materia de discapacidad, revelan que en Chile la población con una o más discapacidades es de 2.119.316 personas, lo que equivale al 12,7% del total de habitantes del país
. Este grupo de la población chilena también debe ser un foco de atención de las políticas sociales que se implementan. Actualmente el Estado, entrega algunos beneficios a las personas que se encuentran en situación de discapacidad, tales como: Pensión básica solidaria de invalidez (PBSI), que asciende a un monto de $85.964 mensual, que se otorga previo al cumplimiento de una serie de requisitos médicos y sociales; Subsidio para las personas con discapacidad mental menores de 18 años, que constituye un beneficio no contributivo, consistente en una prestación mensual de $53.805.- (reajustable según IPC); entre otros. Sin embargo, tal como se observa los montos a los cuales acceden son realmente bajos y no son suficientes para cubrir sus necesidades más básicas.

3) El panorama que viven los adultos mayores en el país, no dista mucho de esa realidad, viéndose expuestos a problemáticas económicas permanentes, toda vez que las pensiones que reciben son en general bastante bajas, lo cual impacta negativamente en su calidad de vida. Debe tenerse presente, que la mayor parte los ingresos mensuales que perciben, son destinadas a cubrir sus gastos en salud, llegando a situaciones bastante críticas, de las cuales el Estado no puede estar ajeno. 

Lo anterior, no deja de ser preocupante ya que se estima que durante los próximos años el porcentaje de población de adultos mayores seguirá aumentando, haciendo urgente la necesidad de implementar políticas sociales que permitan enfrentar de mejor manera este cambio demográfico en la población.

4) Por ello, durante los últimos años se han comenzado a implementar políticas públicas focalizadas en este grupo etario de la población, a través diversas acciones y programas que tienen por objetivo promover y fomentar un envejecimiento en condiciones adecuadas, otorgando también un apoyo y atención a las personas mayores con distintos grados de dependencia.

En este ámbito, es importante destacar el trabajo realizado por el Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), que permite una mayor visibilidad del envejecimiento y la vejez, tanto en el ámbito público como privado, así como la creación de programas específicos dirigidos a los adultos mayores Dicha entidad realizó el Estudio Nacional de Dependencia en las Personas Mayores (SENAMA, 2009), el cual indico que el 24,1% de la población de 60 y más años presenta algún nivel de dependencia y el 12,4% presenta dependencia severa. Por otra parte, de acuerdo al Catastro de Establecimientos de Larga Estadía realizado el año 2012 (SENAMA), existen 12.632 personas mayores en situación de dependencia física, psíquica y postración que residen en establecimientos de larga estadía
.

Junto a la tarea que ya realizan diversos organismos, es fundamental que el Estado adopte estrategias que tengan como eje fundamental el fomento de la salud y el bienestar de la población más vulnerable, en especial de aquellos adultos mayores postrados y personas en situación de discapacidad.

En este sentido, y como se indicó anteriormente, la mayor parte de los gastos en que incurren dicen relación con el ámbito de la salud. Entre ellos, se destacan medicamentos e insumos, adquisición de absorbentes y pañales desechables, entre  otros
.
5) Particularmente, en cuanto al financiamiento de insumos sanitarios indispensables, como lo son la adquisición de pañales, ha sido una problemática recurrente, incluso para instituciones públicas y privadas que deben recurrir a campañas solidarias para reunir fondos y ayudar en parte a la difícil situación que deben enfrentar nuestros ancianos y personas en situación de discapacidad, muchos de ellos postrados o semivalentes.

En este sentido y a modo de ejemplo, de los 2.400 residentes de los distintos Hogares de Fundación Las Rosas, 1.125 presentan incontinencia urinaria, la que se define como la condición en la que se produce pérdida involuntaria de la orina por la uretra, suficiente para constituirse en un problema tanto social como médico. Debido a lo anterior, la institución debe ser capaz de proveer un promedio de 128.000 pañales al mes para cubrir las necesidades de los abuelos que viven bajo esta condición geriátrica, lo que significa un elevado costo. Es por ello que donaciones en dinero o en pañales desechables para adultos tallas L y XL resultan fundamentales
.

6) Por ello, en virtud los antecedentes expuestos, con el objetivo de continuar mejorando la cobertura y calidad de los servicios sociales que el Estado otorga a  nuestros adultos mayores y personas en situación de discapacidad (no valentes y/o postrados), resulta indispensable la distribución o entrega de pañales desechables, con la finalidad colaborar en parte con los gastos en que deben incurrir por este concepto.

Por todo lo expresado, el Senado acuerda solicitar a S.E. la presidenta de la República:

Promover una Política Nacional de entrega de pañales para adultos mayores postrados o semivalentes y personas en situación de discapacidad debidamente calificados, considerando la importancia que tiene la iniciativa propuesta y que  contribuye a mejorar la precaria situación económica a la cual se ven enfrentados. 
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

� CASEN 2013 Adulto Mayor, síntesis de resultados.


� Se incluyen a quienes reciben: Retiro programado, renta vitalicia, pensión de invalidez, montepío y pensión de orfandad; o Jubilación más Ahorro Previsional Solidario (APS). CASEN 2013.


� Se incluye a quienes reciben: Sólo Pensiones Asistenciales (PASIS) o Pensión Básica Solidaria (PBS) (vejez o invalidez), Solo APS (vejez o invalidez); Jubilación más PASIS/PBS; PASIS/PBS más APS; Jubilación más PASIS/PBS más APS. El APS solo se entrega a partir del 2009 CASEN 2013.


� CASEN 2013.


� http://www.senadis.gob.cl/sala_prensa/d/noticias/2990/censo-2012-en-discapacidad-revela-que-las-personas-con-discapacidad-son-el-principal-grupo-vulnerable-en-chile


� http://catastroeleam.senama.cl/#


� De acuerdo a lo señalado por el Senama, entre los gastos de salud por parte de la tercera edad, el más relevante, por amplia mayoría (52,3%), está relacionado a medicamentos y remedios. Le siguen los bonos para atención médica (17,4%), consultas particulares (15,7%) y exámenes médicos (14,5%). 


� http://sociedadcivil.ministeriodesarrollosocial.gob.cl/fundacion-las-rosas-lanza-campana-panales-para-adultos-mayores/
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